PAGE  
4

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 365ª
Sesión 85ª, en miércoles 24 de enero de 2018
Ordinaria

(De 16:15 a 18:13)

PRESIDENCIA DE SEÑORES ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, PRESIDENTE,

Y GUIDO GIRARDI LAVÍN, VICEPRESIDENTE
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
FÁCIL DESPACHO:
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga incentivo por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial, según se indica (11.467-07) (se aprueba en general y en particular)………………………...

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece incentivos al retiro para los funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, y les otorga el derecho a percibir la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, en la forma que indica (11.585-05) (se aprueba en general y en particular)…………………

VI.
ORDEN DEL DÍA:
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (11.175-01) (se aprueba en general)……………….............
Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (9.452-09) (se aprueba el informe de la Comisión Mixta)……………………………………………..
Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (10.785-03) (se aprueba en particular)……………………………………………….
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de discriminación e igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres (9.322-13) (se aprueba en particular)…………………..

VII.
INCIDENTES:
Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………………………………..
Preocupación por falta de instancias para tratamiento obligatorio a personas adictas a drogas. Oficio (Observaciones del Senador señor Letelier)………..

Necesidad de habilitación de centro de trasplantes de médula ósea para pacientes de zona sur de Chile. Oficios (Observaciones del Senador señor De Urresti)……………………………………………………………………

Acciones judiciales y administrativas por abuso de sistema público de salud por parte de mutuales de seguridad. Oficios (Observaciones del Senador señor Navarro)………………………………………………………………..

Asociación potencial entre derivación tardía y fallecimientos de pacientes en listas de espera. Oficio (Observaciones del Senador señor Navarro)………...

Homenaje a fallecidos en incendio de Putú, comuna de Constitución (2007), pertenecientes a Carabineros, CONAF y Bomberos de Chile Comunicaciones (Observaciones del Senador señor Coloma)……………….
A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 64ª, especial, en jueves 23 de noviembre de 2017……….…...............
Sesión 65ª, especial, en viernes 24 de noviembre de 2017……….…..............
Sesión 80ª, ordinaria, en martes 16 de enero de 2018......................................
Sesión 81ª, especial, en miércoles 17 de enero de 2018..................................
Sesión 82ª, ordinaria, en miércoles 17 de enero de 2018.................................
DOCUMENTOS:
1. Moción del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 237 del Código Procesal Penal para impedir la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento respecto de ciertos delitos cometidos por funcionarios públicos (11.586-07)……………………………...
2. Moción de los Senadores señora Allende y señores Letelier, Quintana y Patricio Walker, con la que comienzan un proyecto de ley para modificar el artículo 369 quáter del Código Penal con el objetivo de establecer la imprescriptibilidad del encubrimiento de delitos sexuales en contra de menores de edad (11.588-07)…………………………………………………...

3. Oficio de la Cámara de Diputados, con el que comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (10.217-15)……………………………...

4. Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras en la discusión del proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (9.452-09)……………
5. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública (11.536-04)………………………...

6. Informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación y de las leyes que la complementan y modifican, para perfeccionar la causal de término de la relación laboral de los docentes municipales, determinada por salud incompatible (11.322-13)……………………………………………………….
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Agricultura, señor Carlos Furche Guajardo.                    

Asimismo, se encontraban presentes la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos Palacios, y el Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, señor Aarón Cavieres Cancino.              

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 64ª y 65ª, especiales del 23 y 24 de noviembre de 2017, respectivamente; 80ª, ordinaria, en 16 de enero de 2018; 81ª, especial, y 82ª, ordinaria, ambas en 17 de enero de 2018.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual comunica que ha decidido retirar de tramitación la propuesta que formulara para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (boletín N° S 1.940-05).


--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


-Artículo 53, inciso tercero, del Código Tributario.


-Artículos 18, 21, 25, 50, 61 y siguientes del Código Penal.


-Artículo 8, inciso primero, de la ley N° 17.322, que fija normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.


--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Adjunta respuesta, frente a una interrogante formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre el destino del puente mecano de la Región del Biobío.


Contesta requerimiento, manifestado en nombre del Senador señor Quinteros, en relación con la situación de las comunas de la Región de Los Lagos en materia de aguas lluvias.


De la señora Ministra de Salud:



Anexa datos relativos a pormenores de la ludopatía en nuestro país; materia solicitada por el Senador señor Navarro.


Informa sobre diversos aspectos relativos al servicio de agua potable de la ciudad de Puerto Natales; consulta expedida en nombre del Senador señor Bianchi.


Del señor Intendente del Biobío:



Responde petición, requerida en nombre del Senador señor Navarro, acerca del “Plan Conce Respira”.


Del señor Secretario General de Carabineros:



Comunica datos sobre el número de tenencias y comisarías ubicadas en la Región del Biobío; solicitud formulada en nombre del Senador señor Navarro. 


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


Del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 237 del Código Procesal Penal para impedir la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento respecto de ciertos delitos cometidos por funcionarios públicos (boletín Nº 11.586-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


De los Senadores señora Allende y señores Letelier, Quintana y Walker (don Patricio), con la que comienzan un proyecto de ley para modificar el artículo 369 quáter del Código Penal con el objetivo de establecer la imprescriptibilidad del encubrimiento de delitos sexuales en contra de menores de edad (boletín Nº 11.588-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:
Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.



Con el segundo comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04).


--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Informe


De la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras en la discusión del proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (boletín N° 9.452-09) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para tabla.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta 
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos, ingrese a la Sala.



¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.
V. FÁCIL DESPACHO

INCENTIVOS POR RETIRO VOLUNTARIO PARA FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el primer lugar del Fácil Despacho figura el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga incentivo por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (11.467-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 77ª, en 3 de enero de 2018 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 82ª, en 17 de enero de 2018.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es establecer mejores condiciones de egreso de la carrera para los funcionarios del Poder Judicial que están en edad de pensionarse por vejez.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Montes, Pizarro y Tuma.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 15 a 21 del primer informe de la Comisión.
)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, solicito que se recabe el asentimiento de la Sala para que la Comisión Bicameral del artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional pueda sesionar en paralelo con el Hemiciclo de la Corporación a partir de ahora y, a la vez, pedirle que se abra la votación del proyecto recién relatado por el señor Secretario.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El problema, señor Senador, es que tenemos que votar los dos asuntos que figuran en Fácil Despacho, más el proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal.



Por lo tanto, les pediremos que entren a votar cuando llegue el momento, si es necesario.

)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto que otorga incentivo al retiro para los funcionarios del Poder Judicial.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



¿Habría acuerdo para aprobarlo?



El señor PÉREZ VARELA.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se entendería aprobado en general y en particular y despachado por el Senado.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.


--(Aplausos en tribunas).
INCENTIVOS AL RETIRO PARA FUNCIONARIOS DEL SENADO, CÁMARA DE DIPUTADOS Y BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En seguida figura en Fácil Despacho el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece incentivos al retiro para los funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, y les otorga el derecho a percibir la bonificación por retiro del Título II de la ley N° 19.882, en la forma que indica, con certificado de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.585-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 83ª, en 23 de enero de 2018 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Hacienda (certificado): sesión 84ª, en 24 de enero de 2018.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es incorporar a los funcionarios del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional al régimen de retiro voluntario que contempla el Título II de la ley N° 19.882, otorgando, además, una bonificación adicional, un bono por antigüedad y un bono por trabajo pesado para los funcionarios y funcionarias que cumplan los requisitos establecidos.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 23 de enero, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. También lo aprobó en particular con la misma unanimidad precedentemente consignada.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 6 a 19 del certificado de la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente que este proyecto establece los mismos requisitos y sistema que el de la ANEF, el cual otorga beneficios para los empleados públicos. Es decir, no contempla ningún privilegio adicional ni especial.



En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



¿Habría acuerdo para aprobarlo?



Entonces, queda aprobado en general y en particular.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
VI. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE SERVICIO NACIONAL FORESTAL Y MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el primer lugar del Orden del Día figura el proyecto, en segundo trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.175-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 69ª, en 5 de diciembre de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Agricultura: sesión 82ª, en 17 de enero de 2018.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son los siguientes: 



-Crear el Servicio Nacional Forestal como servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Agricultura. 



-Mejorar el sistema de protección contra los incendios forestales con una normativa especial, que incluye la prevención, monitoreo, detección, control y extinción de los mismos, además de la restauración de las zonas afectadas. 



La Comisión de Agricultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la mayoría de sus miembros. Se pronunciaron favorablemente los Senadores señores García, Harboe, Matta y Quinteros y se abstuvo el Senador señor Pérez Varela.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 60 a 87 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, deseo pedirle a la Mesa que recabe la autorización de la Sala para que pueda funcionar en paralelo la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en la cual estamos tratando de despachar el proyecto que moderniza el SERNAPESCA.



Hay acuerdo en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hubiera objeción,…

La señora VAN RYSSELBERGHE.- No doy la unanimidad, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay acuerdo.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, esta iniciativa se viene a hacer cargo de la situación que hoy día vive la Corporación Nacional Forestal. Tanto la Contraloría General de la República como el Tribunal Constitucional nos han venido advirtiendo, a partir del año 2008, que la actual CONAF, por ser una corporación privada, no puede cumplir fines públicos, ni dictar normas y supervisar su cumplimiento, ni menos aún sancionar su inobservancia.



Por lo tanto, lo primero que hace este proyecto es abordar aquello, creando un servicio con potestades públicas y resolviendo, por fin, lo que nos ha venido planteando -reitero- tanto el Organismo Contralor cuanto el Tribunal Constitucional. En ese sentido, creo que hay poderosas razones para votar a favor la idea de legislar.



En segundo lugar, señor Presidente, la iniciativa contempla normas importantes que representan un avance en el combate contra los incendios forestales.



Todos hemos sido testigos de las dramáticas situaciones que se han vivido en las últimas temporadas. El fuego ha consumido miles de hectáreas de bosque nativo, de bosque exótico, en predios privados, en parques y reservas nacionales. Por ende, todo lo que signifique contar con mayores instrumentos y herramientas para combatir el fuego es, por supuesto, algo tremendamente útil.



Me parece, señor Presidente, que nosotros debemos dar cumplimiento al acuerdo adoptado por la Sala. En mi condición de Presidente de la Comisión de Agricultura, les he dado a los funcionarios de la CONAF (algunos sindicatos se han manifestado a favor; otros, en contra) la seguridad de que lo resuelto por el Hemiciclo será respetado en cuanto a que, una vez aprobada la idea de legislar, se fijará plazo para presentar indicaciones y el proyecto será visto en particular por las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente.



¿Por qué es tan importante esto? Porque esta iniciativa, que despacharemos en general, contiene una disposición, aprobada por amplia mayoría en la Cámara de Diputados, que establece que los parques nacionales se mantendrán bajo la administración de la CONAF, en este caso, del nuevo Servicio Nacional Forestal.



Ahora bien, el otro proyecto de ley relacionado con el medio ambiente, que es el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, dispone que la administración de los parques y los funcionarios que trabajan en dicha administración -entre ellos, por supuesto, los guardaparques- serán traspasados al nuevo Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, bajo la supervisión del Ministerio de Bienes Nacionales, luego de tres años de promulgada la ley.



Ahí, claramente, hay una contraposición de normativas, por lo que las autoridades deberán decidir quién va a administrar, en definitiva, los parques nacionales: el nuevo Servicio Nacional Forestal, o el nuevo Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. Se trata de una definición muy central, que, por lo demás, tiene muy inquietos a muchos de los trabajadores de la actual Corporación Nacional Forestal.



Por eso, señor Presidente, soy partidario de aprobar este proyecto. Y llamo a las señoras Senadoras y señores Senadores a votar a favor de la idea de legislar. Esta es una iniciativa demasiado importante para la institucionalidad del país. Pero es indudable que en la discusión particular deberemos tener presentes las distintas circunstancias que nos plantearon diversos actores durante el debate que desarrollamos en estas pocas semanas.



Por lo tanto, anuncio mi voto favorable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, la riqueza forestal de nuestro país, especialmente la de las regiones del centro y el sur, impone el desafío de contar con una institucionalidad moderna, que se haga cargo de ella en todas sus dimensiones: ambiental, social y económica.



Por años, como lo manifestó el Presidente de la Comisión, la institucionalidad ha estado congelada, producto del carácter de corporación de derecho privado que tiene la CONAF, lo cual impide radicar en ella nuevas potestades públicas.



Ha habido diferentes intentos para salvar esta situación, pero se han frustrado por la falta de acuerdos suficientes que los sustenten. Hoy día, sin embargo, existen todas las condiciones para emprender con éxito dicha tarea.



Un amplio consejo de política forestal, en que participan todos los actores relevantes de este sector (académicos; sociedades científicas; gremios de la pequeña, mediana y gran empresa; propietarios de bosques y silvicultores; contratistas; organizaciones campesinas, profesionales y sindicales, así como ONG), ha reiterado en estos días que “contar con un servicio forestal de carácter público, sucesor de CONAF, constituye un objetivo central y prioritario del país en su conjunto, prioridad que se tornó urgente después de los devastadores incendios forestales que azotaron a la zona central del país en el verano de 2017, justamente hace un año atrás”.



Por su parte, las organizaciones sindicales suscribieron, en agosto del último año, un protocolo de acuerdo junto a autoridades de la CONAF y de la Dirección de Presupuestos para poder destrabar la tramitación legislativa de este proyecto, protocolo que garantiza los derechos y beneficios de todos los trabajadores que sean traspasados al nuevo Servicio, muy especialmente la continuidad laboral de todos ellos.



Por otro lado, cabe señalar que durante la tramitación de la iniciativa por primera vez el Gobierno ha asignado recursos -sobre 2 mil 500 millones de pesos- para el fortalecimiento de la carrera funcionaria.



Asimismo, el proyecto ha incorporado diversas normas para reforzar el sistema de prevención y combate de los incendios forestales, sin perjuicio de la necesidad de dictar más adelante una ley integral sobre la materia.



Del mismo modo, esta iniciativa se hace cargo de llenar el vacío que existe actualmente por la falta de regulación de las zonas de contacto entre las áreas urbanas y de cultivo forestal, y que tan dramáticamente pudimos comprobar el verano recién pasado.



Por último, hay que destacar que todos los sectores políticos, de Gobierno y Oposición, han expresado su voluntad de apoyar el proyecto. En definitiva, este cuenta con todos los respaldos políticos, sectoriales, sindicales y financieros para ser aprobado por el Congreso Nacional.



Como nunca antes, existe también un sentido de urgencia en la sociedad, que ha desarrollado una conciencia especial para enfrentar los efectos del cambio climático, en particular los riesgos de los incendios forestales. 



No podemos desaprovechar, entonces, esta oportunidad única, en que se ha logrado reunir todas las condiciones para avanzar en la materia.



Confío en que el nuevo Gobierno dará continuidad a este esfuerzo, que ha costado tantos años, y recogerá los lineamientos de la política forestal que el consejo amplio ha creado para este efecto, formulada para un horizonte de veinte años. Así podrá demostrar con hechos su intención de llegar a acuerdos, con un criterio de unidad nacional, única manera de avanzar en las cuestiones más relevantes, dentro de las cuales se inscribe, sin duda, la protección, conservación, manejo, desarrollo y uso sustentable de nuestros bosques y formaciones vegetacionales.



Votaré a favor, señor Presidente.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, en su momento pedí la palabra para plantear un tema de reglamento, pero desgraciadamente no se me la otorgó. 



Era para ver la posibilidad de tratar sobre tabla y como si fuera de Fácil Despacho el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que norma el servicio de recolección, reutilización y disposición de aguas grises, aprobado transversalmente por los integrantes de nuestra Comisión de Recursos Hídricos.



La idea sería despacharlo sin debate…

El señor LETELIER.- ¡Sí, señor Presidente!

El señor BIANCHI.- ¡Muy bien!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Una vez que hayamos terminado la discusión de este proyecto comenzaremos la discusión del informe indicado.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha pedido recabar autorización para que entre a la Sala el señor Aarón Cavieres, Director Ejecutivo de la CONAF.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, con la creación del Servicio Nacional Forestal al fin estamos generando una institucionalidad constitucionalmente adecuada para la autoridad estatal en materia forestal. Como todos sabemos, la CONAF es una corporación privada que ejerce funciones públicas. Esto, sin duda es inconstitucional, e incluso así fue advertido por el Tribunal Constitucional, pero lo más significativo es que afecta la relevancia que se debe dar a los temas forestal y de incendios en nuestro país.



Espero que este nuevo Servicio sea dotado de estructura y, sobre todo, de recursos para hacer frente de verdad a sus importantes labores de velar por la conservación, protección, preservación, creación, restauración, desarrollo, manejo y uso sustentable de los bosques, de formaciones vegetacionales de Chile y de los componentes de la naturaleza asociados a estas.



En cuanto a los recursos, quiero hacer notar la insuficiencia de la CONAF para el manejo de los incendios forestales. Esta será una de sus principales funciones y estará regulada en un amplio Título VI de la ley en proyecto.



Casos de grandes desastres forestales en que los dineros de la CONAF fueron insuficientes han sido muchísimos en los últimos años. Basta recordar los siniestros que arrasaron con el centro sur de nuestro país el último verano, en que hubo que recurrir a ayuda extranjera para intentar detenerlos, o los que afectaron al Parque Nacional Torres del Paine en el 2005 y el 2012. Estos son claros ejemplos de una total carencia de recursos humanos y técnicos por parte de la CONAF para afrontar los incendios forestales, cuestión que sin duda debe ser mejorada sustancialmente.



Un tema, señor Presidente, que es de mi mayor preocupación, es quién tendrá la responsabilidad del manejo de las áreas protegidas en nuestro país.



Originalmente, este proyecto contemplaba que dicha tuición se mantendría en manos de este Servicio hasta la aprobación del proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. Sin embargo, en la Cámara de Diputados -como se ha explicitado anteriormente en esta sesión- se modificó el artículo noveno transitorio, estableciéndose que será el Servicio Nacional Forestal el que continuará administrando y supervigilando el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas, y que el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas solo podrá administrar y supervigilar las áreas silvestres protegidas que sean creadas con posterioridad a su entrada en vigencia.



Respecto a ese cambio efectuado por la Cámara de Diputados no puedo estar más en desacuerdo, porque según esto el Parque Nacional Torres del Paine, que es nuestro principal atractivo para el mundo en materia de naturaleza y belleza, continuará siendo administrado por un organismo que ha demostrado ser incapaz de cumplir de manera correcta su labor, ya que la cantidad de funciones que actualmente desarrolla la CONAF, que son las que tendrá el Servicio que se crea, sin duda le impiden cumplir adecuadamente una labor fundamental y que debe estar a cargo de una entidad distinta y con dedicación exclusiva en materia de conservación de áreas silvestres protegidas.



Otro aspecto referido a ello, que igual resulta preocupante, dice relación con lo acontecido hace ya algún tiempo en el Parque Nacional Rapa Nui, el cual fue entregado por la Presidenta Bachelet en concesión por 50 años a la comunidad Ma’u Henua, en Isla de Pascua.



Sin lugar a dudas, este caso generará un precedente que motivará a muchas comunidades a solicitar lo mismo.



Sobre el particular, creo que es un tema que no estamos abordando en este proyecto pero que sin duda nos tocará estudiar y regular prontamente, ya que a pesar de que es muy positivo que las comunidades participen en el cuidado de sus parques y reservas naturales, esto debe ser dentro de un marco que dé garantías de que dicha administración sea efectuada en forma adecuada y eficiente. De no ser así, obviamente entraremos en una situación que puede ser del todo compleja respecto a nuestro patrimonio natural.



Por último, señor Presidente, quiero referirme a los trabajadores de la CONAF, quienes siempre me han mostrado su preocupación por esta iniciativa que crea la denominada “CONAF Pública”, ya que temen que sus derechos laborales no queden garantizados. 



Afortunadamente, aquellos se encuentran absolutamente resguardados, pues el Gobierno ha dado garantías de que el proceso de traspaso asegurará los derechos laborales de los trabajadores de la actual CONAF, lo que sin duda es una muy buena noticia para estos y también para nosotros.



Anuncio que voy a votar positivamente este proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, quiero solicitar que se pida la anuencia de la Sala para dos cosas.



Primero, para fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto que establece la prohibición y sustitución progresiva de las bolsas de polietileno y polímeros artificiales no biodegradables en la Patagonia Chilena, hasta el 1° de marzo de este año (boletín N° 9.133-12).



Y, en segundo lugar, en cuanto a la iniciativa que modifica el Código del Trabajo en materia de contrato por obra o faena (boletín N° 7.691-13), que fue aprobada por la Comisión de Trabajo, la Sala había acordado tramitarlo primero en ese órgano técnico y después en el de Agricultura. Sin embargo, por ser una materia propia del Código del Trabajo, quiero solicitar que solamente se discuta en la Comisión de Trabajo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor COLOMA.- Para lo primero sí, pero no para lo segundo.

El señor LETELIER.- Que lo segundo se someta a votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprobada la primera petición.



Con posterioridad, someteremos nuevamente al parecer de la Sala la segunda solicitud de la Senadora señora Goic.

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero poner en contexto lo que hoy día estamos discutiendo. 



Esta es una iniciativa que evidentemente el país necesita, porque como bien se ha dicho aquí en la Sala de manera ya reiterada, actualmente tenemos una CONAF que cumple funciones públicas sin ser un organismo público, lo cual siempre ha generado una sensación de dualidad y varios dictámenes de la Contraloría que le impiden seguir cumpliendo funciones públicas siendo un organismo privado. 



Ello evidentemente es una contradicción.



Yo quiero señalar que Chile -ese es el contexto al cual hago referencia- es uno de los territorios más vulnerables respecto al cambio climático, por su geografía, por sus características socioeconómicas, por su evidente nivel de desigualdad y por su creciente escasez hídrica. 



Como naturalmente estamos sujetos a estas características, este país debiera estar legislando más que ningún otro en materias tan trascendentales como la creación del Servicio Nacional Forestal y del Servicio de la Biodiversidad y Áreas Protegidas. Pero no como está ocurriendo.



En ese sentido, quiero señalar mi profunda desazón, y la verdad es que no voy a ocupar otra palabra sino “molestia”, porque durante los cuatro años de tramitación en la Comisión de Medio Ambiente del proyecto que establece el Servicio de Biodiversidad el Gobierno nunca le puso la urgencia necesaria para avanzar. Y esto era un compromiso de la Presidenta Bachelet.



En tal sentido, como Comisión de Medio Ambiente nos sentimos particularmente molestos. Creemos que si bien estos cuatro años de trabajo no han sido en vano, ya que hemos podido escuchar a mucha gente y perfeccionar la propuesta, como corresponde a una iniciativa de esta magnitud, sentimos una gran frustración por no seguir avanzando. Y esto se debe exclusivamente a la falta de voluntad de este Gobierno, ¡mi Gobierno!



Quiero reiterar la molestia que nos produce que no se permita que la Presidenta cumpla con su compromiso. Esto significa no entender que los países de la OCDE han dicho reiteradamente que Chile requiere una ley sobre biodiversidad y que vayamos avanzando en profesionalismo en el cuidado de las áreas silvestres protegidas y la biodiversidad, lo cual nos hace mucha falta.



Cuesta comprender cómo en un país con este nivel, incluso con lo que ha hecho la Presidenta en el último tiempo, en que logramos un verdadero récord en creación de áreas protegidas, como las marinas, por ejemplo, no se ha establecido un Servicio como el de la Biodiversidad.



Y, además, a mí me parece profundamente erróneo que se aprobara, como se ha dicho acá, que las actuales áreas silvestres protegidas queden a cargo de la CONAF.



A mi juicio, eso es un error, así como también que las futuras áreas protegidas pasen a estar a cargo del eventual nuevo Servicio que se va a crear.



Creo que esta no es la manera de legislar. 



Estamos cometiendo un profundo error. Estamos dejando de lado el que, de una vez por todas, sea la Cartera del Medio Ambiente la encargada de la tuición de las áreas protegidas, con el profesionalismo y la dedicación que corresponden.



Tengo el mayor respeto por el trabajo que hacen los trabajadores de la CONAF. Es más, es cosa de ver todos los años su actuación ante los incendios y el sacrificio que realizan para tratar de aminorar situaciones tan dramáticas como las que les ha tocado vivir en distintas regiones, como hace un tiempo conocimos en la Región de Valparaíso.



Sin embargo, eso no obsta a que en este momento yo deba expresar mi malestar por que hoy día esté ocurriendo esta situación.



Habría sido mucho más deseable que nosotros discutiéramos en paralelo la creación de ambos organismos o, como lo habíamos acordado, que primero estudiáramos el establecimiento del Servicio Nacional de la Biodiversidad y después el del Servicio Nacional Forestal.



Lamentablemente, se ha incurrido en esta contradicción, que no nos hace bien, porque estamos generando dualidades confusas o derechamente -por decirlo de alguna manera- entregando funciones o atribuciones al Servicio Nacional Forestal que son más propias del Servicio Nacional de la Biodiversidad.



Como es natural, el primero tiene diversas e importantes funciones que cumplir, pero no era necesario incorporar esta dualidad que origina una confusión que, a mi juicio, no debería darse.



Además, pienso que tendría que existir un verdadero Cuerpo de Guardaparques de las Áreas Protegidas del Estado de Chile, con mucha formación, capacitación y profesionalismo.



Hoy día los guardaparques tienen que fiscalizar, controlar el ingreso de los visitantes, impartir educación ambiental, mantener la infraestructura e, incluso, hacer el aseo en determinadas zonas, lo que no corresponde.



Ojalá que, de una vez por todas, seamos capaces de dignificar como país una función de esta naturaleza, que básicamente apunta a proteger  y a cuidar nuestras áreas protegidas. Para eso se requiere generar este Cuerpo de Guardaparques, tal como he señalado.



Señor Presidente, a mí realmente me duele hacer esto, pero debo ser franca y expresar que ha sido errónea la manera de proceder del Gobierno y la forma en que esto se está dando.



Por lo tanto, en el entendido de que no podemos seguir extendiendo las funciones públicas de la CONAF, siendo lo que es hoy día, anuncio que me voy a abstener como un acto de protesta para que el Gobierno entienda que cometió un profundo error al no haber sido capaz de ponerle urgencia al proyecto que crea el Servicio Nacional de la Biodiversidad; al no haber sido capaz de impulsarlo para cumplir con un compromiso de la propia Presidenta Bachelet; al no haber sido capaz de entender que llevamos cuatro años trabajando intensamente con el Ejecutivo, con los Ministros, con sus asesores, en una iniciativa que ha sido aprobada por nosotros.



Al momento final, el Gobierno careció de voluntad para ponerle la urgencia que nos permitiera terminar su tramitación.



He dicho.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar a los miembros del Club de Adulto Mayor Las Violetas, de la comuna de Recoleta, que hoy día nos acompañan y que han sido invitados por el Senador señor Navarro.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, sería bueno precisar que dentro de ese grupo de adultos mayores viene la mamá del Senador Alejandro Navarro (según él me acaba de indicar), a quien saludo.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).  

El señor QUINTANA.- ¡Una santa madre...! 

El señor GUILLIER.- ¡Santa paciencia...!

El señor DE URRESTI.- ¡Qué paciencia...!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Evitemos el nepotismo...!

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, en primer lugar, creo que estamos ante un momento definitivo, luego de mucho tiempo de bregar, y frente a un compromiso que hicimos hace un año.



Quiero recordar que en esa fecha nuestro país sufría quizás el incendio más grande que haya conocido nuestra historia, que abarcó varias regiones, decenas de comunas, y que dejó miles de millones de pesos en pérdidas, causando una enorme conmoción.



Esa catástrofe fue una bofetada a nuestra sociedad, y puso en evidencia, primero, el cambio climático brutal que sufre Chile; segundo, un modelo forestal que ha generado monocultivos en importantes zonas de nuestro territorio, que expanden y amplifican los incendios, y, tercero, una institucionalidad que no se hallaba a la altura.



Y a la CONAF, con toda su historia y con todo el reconocimiento que merece -soy un conocedor de esta institución-, no podíamos pedirle que fuera la primera frontera para combatir los incendios.



Vimos que el país fue sobrepasado. 



Reconozco a las decenas de brigadistas forestales de la CONAF que hicieron tremendos esfuerzos -además de carabineros, bomberos y miembros de la sociedad civil-; pero nos dimos cuenta de que necesitábamos tener una institucionalidad a la altura.



Valoro en eso la labor del Ministerio de Agricultura y principalmente de la CONAF, a través de su Director Nacional y de todo su personal, porque son instituciones que hacen lo correcto cuando no trepidan en enfrentar una conmoción de esa naturaleza.



Todos lo resolvimos, con ayuda, pero nos dimos cuenta de la necesidad que señalé. 



Y hubo un compromiso de la Presidenta de la República, y creo que de todos los actores políticos, en el sentido de decir: “Vamos a hacer un esfuerzo en materia de la CONAF para tener una nueva institucionalidad. Ello, a fin de que no nos encontremos con situaciones que lamentar en una nueva temporada veraniega”.



¡Y ese es el compromiso!



Por eso me parece fundamental avanzar y aprobar el proyecto, que no es todo lo que nosotros quisiéramos.



Que haremos observaciones, ¡absolutamente!



Que esa institución tendrá que dialogar con el Servicio de la Biodiversidad, ¡perfecto!



Pero, ¡por favor!, no solo el Gobierno tiene que actuar poniéndole urgencia a las iniciativas. También nosotros, en las Comisiones, debemos darle el ritmo a cada uno de los proyectos que queremos impulsar. Es ahí donde tenemos que trabajar.



Entonces, me parece que hoy día corresponde apoyar esta iniciativa, revisarla en el trámite que corresponde en la Comisión especializada y terminar la actual legislatura con un Servicio Nacional Forestal.



Primero, para los trabajadores de la CONAF a lo largo de todo Chile, que esperan hace largo tiempo este proyecto.



En segundo lugar, para la comunidad, a fin de entender la división y la focalización de las competencias.



En tercer término, para que no nos encuentre nuevamente un evento devastador, un incendio nacional o de amplia extensión, con una institucionalidad que no resiste, que carece de herramientas para enfrentarlo.



¡Ese fue el compromiso!



Y yo al menos voy a honrar la palabra que la Presidenta de la República comprometió. Ella, en nombre de todo el país, no solo de su Administración -esto no estaba en el Programa de Gobierno original-, se adaptó a esta situación, y llegamos al consenso de que no podíamos seguir esperando.



Por lo tanto, valoro el trabajo que se ha hecho, especialmente en la Comisión de Agricultura, para ir avanzando en este proyecto. Los colegas que ahí participaron recibieron distintas informaciones. Tenemos un conjunto de nuevas herramientas y hemos progresado.



Cuando nosotros queremos sacar todos los proyectos y supeditar alguno en función de otro, muchas veces no hacemos ni lo uno ni lo otro.



Creo que hoy día damos la señal de una CONAF pública; de un Servicio Nacional Forestal de nueva generación, con respeto absoluto a los derechos de los trabajadores, focalizado en sus funciones, y que incorpora nuevos elementos.



Yo destacaba el arbolado urbano, que a mi juicio es algo fundamental. Antiguamente, la CONAF era la impulsora del decreto ley N° 701, y la que también manejaba ese incentivo. Hoy día tiene un conjunto de funciones establecido claramente en la ley que, sin lugar a dudas, hace abrigar la esperanza...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto más.

El señor DE URRESTI.- Gracias, señor Presidente.



Decía que esas funciones nos hacen abrigar la esperanza de tener una nueva institucionalidad.



Quiero comprometer la mejor disposición para sacar este proyecto durante lo que resta de la actual legislación: trabajar con todas las fuerzas en enero de 2018, y en lo que corresponda en marzo, de vuelta del receso parlamentario, para poder convertirlo en ley.



Pienso que es un compromiso, es un legado que debemos dejar como Parlamento para que -insisto- no nos encuentre un nuevo incendio con una institucionalidad que no esté a la altura.



Voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, brevemente, me referiré a algunas cosas.



En primer lugar, rindo un homenaje a todos los trabajadores de la CONAF y también a quienes la fundaron en un período histórico muy distinto. Recordemos que esto ocurrió en el contexto de los años 60 en nuestro país, en que hubo hombres visionarios, que eran parte de ese movimiento del Gobierno del Presidente Frei Montalva, personas extraordinarias. Su acto de fundación se hizo, en su momento, en la Región de O´Higgins.



Muchos dicen: “Esta CONAF privada, que es tan ilegal, que es tan no sé qué”.



Yo quiero reconocer la tremenda entrega de los trabajadores de la CONAF en los diferentes ámbitos. En particular, rindo este homenaje a las personas dedicadas al combate del fuego y a los guardaparques, quienes se desempeñan en condiciones muy precarias. Treinta años atrás era realmente heroico ser guardaparques o combatiente del fuego.



El proyecto avanza en forma significativa para darle una institucionalidad como corresponde a la CONAF, ya no como una corporación de derecho privado, sino como parte del Estado a través del Servicio Nacional Forestal, con todo lo que eso significa.



Entiendo que hemos tomado conciencia de que este va a ser otro servicio forestal, no como fue la CONAF con el decreto ley N° 701. Hoy somos un país forestal; somos un país de dimensión productiva, tremendamente relevante; un país que ha dado un salto. Esto, gracias, entre otras cosas, a las múltiples políticas impulsadas.



En el proyecto se aborda el tema de la responsabilidad, en cuanto a dónde va a quedar el área de combate del fuego.



Tengo una reserva, y se lo digo -por su intermedio, señor Presidente- al Ministro y al Director actual de la CONAF. Mis reparos apuntan a si le dimos todos los instrumentos, toda la flexibilidad que necesita el área de fuego para estar a la altura de lo que se requiere.



Me imagino que en las discusiones presupuestarias podremos ir perfeccionando esto. Pero precisamos que esta área, por el cambio climático, por los fenómenos actuales, se potencie aún más a través del esfuerzo público y privado.



Además, vamos a contar con mecanismos internacionales de cooperación muy distintos.



Creo que pudimos enfrentar el megaincendio del año pasado con unos resultados extraordinariamente positivos para la magnitud del desastre que vivimos.



Día a día trabajan los combatientes del fuego en los cerros de todo el país. A mi juicio, con las brigadas nocturnas, con las nuevas tecnologías hay que valorar esta área y seguir modernizándola.



Tengo una duda, señor Presidente, sobre algo que no está bien resuelto.



Había un debate, una pugna -a mí no me agrada-, respecto a las áreas silvestres protegidas, que son cerca del 18 por ciento del territorio nacional. El lunes la Presidenta de la República se hará parte de la materialización de la donación privada más grande de la humanidad para la implementación de más de seis, siete parques nacionales nuevos. Se trata de algo histórico, que no se había hecho desde el Gobierno de Frei Montalva, cuando se incorporaron millones de hectáreas a las áreas silvestres protegidas.



Como decía hace un momento, había un debate en torno a dónde debieran quedar radicados los parques y las reservas naturales de nuestro país.



Personalmente, soy partidario de que se cree el Servicio de Parques Nacionales propiamente tal, con autonomía y no subordinado, en ningún caso, al Servicio de Biodiversidad. Este último es tremendamente importante, ¡pero es otra cosa! Va más allá de los parques, ¡mucho más allá de ellos!



Ahora bien, los parques no pueden ser lo que fueron durante los 50 o los 60: lugares cerrados, a los que la gente no tenía acceso. Asimismo, los guardaparques -disculpen la forma de decirlo- eran muchas veces hombres del campo a quienes contrataban apenas para cuidar estas tierras fiscales.



Hoy los parques son otra cosa. Nuestros guardaparques están tremendamente profesionalizados; son personas que, en forma casi autodidacta, están a la altura de los guardaparques de muchos otros países del mundo.



En consecuencia, necesitamos avanzar hacia un Servicio de Parques Nacionales distinto, con otra dependencia.



Entiendo que no estamos a tiempo para resolver ese debate.



Voto a favor, pero con la convicción de que queda una tarea pendiente, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la precariedad con que vemos a la CONAF, con esta naturaleza jurídica híbrida y con las dificultades para enfrentar adecuadamente los incendios forestales, demuestra la ineludible necesidad de avanzar en la dirección planteada por el proyecto de ley.



Como debe de haber ocurrido con muchos otros parlamentarios, a mí me tocó constatar que efectivamente, frente al avance de la desertificación y la sequía, en que la posibilidad de incendios forestales no se radica solo en la temporada estival ni en determinadas zonas geográficas de nuestro país, pues los siniestros se pueden extender a otros lugares, como ocurrió en los últimos veranos -se ha anunciado para esta temporada estival la probabilidad y el riesgo de que ocurran incendios de envergadura similar-, se hace necesario contar con equipos contratados de manera permanente y no solo, como se ha hecho costumbre, apoyarse en brigadas empleadas en las temporadas de riesgo.



De igual forma, es preciso velar por las rentas de esos funcionarios.



Hemos visto cómo después de un verano duro (el recién pasado) los funcionarios recibieron a destiempo las remuneraciones por sus servicios. Además, ni siquiera contaban con los equipos necesarios para enfrentar las emergencias forestales vividas a lo ancho y largo de nuestro país.



Eso demuestra, además, que es indispensable cambiar la naturaleza jurídica de la CONAF.



Eso es fundamental.



Por otra parte, debemos velar por que haya los recursos técnicos necesarios para enfrentar las emergencias.



También hay que contar con equipos humanos altamente calificados, con buenas rentas y contratados durante todo el año y no solo para determinadas épocas del año.



Fuimos testigos, cuando se producían emergencias forestales en determinadas regiones, de cómo se trasladaba a la mayoría de los funcionarios de una región a otra y cómo aquellas quedaban prácticamente desprotegidas.



Por ejemplo, tuvimos cuatro, cinco, seis incendios forestales en paralelo en la Región de Valparaíso, y para enfrentar esas emergencias se requirieron brigadas forestales de la Región de O´Higgins y de otras regiones. Incluso se tuvo que recurrir al Ejército para combatir en algunas regiones de nuestro país esas catástrofes forestales.



Más de 36 comunas de nuestro país se encuentran en una situación bastante dramática, pues están en riesgo de incendios forestales debido, básicamente, a la ausencia de medidas concretas.



En tal sentido, los cuatro Senadores de la Región de Valparaíso y colegas de otras regiones hemos planteado no seguir promoviendo, por ejemplo, la plantación de especies arbóreas altamente combustibles. Hemos presentado proyectos de ley que no han tenido tramitación o urgencia legislativa.



Hemos visto cómo las laderas de los cerros son focos de riesgo de incendios, por ejemplo, en Valparaíso. Hemos denunciado el tema y lo hemos trabajado en la Comisión Especial por Incendio de Valparaíso. Y el escenario se repite en otras regiones de nuestro país. Todo esto finalmente se traduce en presentación de proyectos ante el Congreso Nacional -incluso, el propio Senador Zaldívar ha formulado iniciativas de esa naturaleza-, pero que terminan sin la tramitación, sin la urgencia respectiva. Y cuando se extinguen los incendios, vemos cómo se postergan las urgencias legislativas.



Por ello es tan importante avanzar en esta materia.



En consecuencia, vamos a apoyar decididamente este proyecto de ley, más allá de lo que pase con el proyecto sobre biodiversidad, que está en el Parlamento y esperamos que también se le fije urgencia.



Pero cambiar la CONAF a un servicio de carácter público, con recursos, con capacidad para que el Estado se haga responsable y que no sea una institución de naturaleza híbrida la que se haga cargo de una emergencia, sin lugar a dudas, es algo sobre lo que es urgente legislar.



Por eso voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, quiero destacar que este proyecto de ley, en primer trámite legislativo, crea una corporación de carácter público, lo cual resulta muy importante, pues le permite contar con facultades para dictar normas, fiscalizar y sancionar, potestades que el Tribunal Constitucional objetó hace una década.



Lo anterior nos permite tener una mirada a largo plazo. Además, es necesario para el Estado chileno a fin de tener una institucionalidad más sólida que responda, sobre todo, a la realidad del cambio climático, al desarrollo forestal y a la prevención y protección de los bosques, particularmente por los recientes incendios forestales.



En esta iniciativa queda un poco en el aire lo relativo a la administración de parques, pues algunos piensan que debería corresponder al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas. Se trata de una discusión abierta.



En todo caso, deseo destacar que el objetivo del proyecto es crear el Servicio Nacional Forestal como servicio público descentralizado -esto también se agradece- sometido a la supervigilancia del Primer Mandatario a través del Ministerio de Agricultura.



Además, su finalidad será trabajar por el uso sustentable de las formaciones vegetacionales de nuestro país y mejorar el sistema de protección contra incendios forestales.



Destaco que esta institución debe basarse en el principio de la conectividad con distintos otros servicios a través de la intersectorialidad y mediante la búsqueda de alianzas público-privadas.



Asimismo, se le entrega ahora sí la facultad de fiscalización, incluso con capacidad de querellarse, así como la de establecer planes y programas vinculantes, potestad que quedó trunca desde 2008 cuando el Tribunal Constitucional la objetó por las características de CONAF: como no se trataba de una entidad pública, sino de una de derecho privado, le negó la facultad de ejercer funciones que hoy son esenciales.



Por otra parte, quiero hacer presente que quedan algunos temas pendientes en materia de los trabajadores que serán traspasados desde la CONAF al nuevo servicio. Entiendo que los protocolos todavía requieren algún grado de madurez, a pesar de existir ciertos acuerdos ya firmados.



Pero todavía se mezclan obligaciones que responden al Código del Trabajo, al decreto ley N° 249, de 1974, sobre Escala Única de Sueldos, y a las normas de probidad.



Me parece que eso se debería despejar, pues entendemos que estamos aprobando la idea de legislar.



Por último, solicito que durante la discusión en particular este proyecto sea visto además por la Comisión de Medio Ambiente por expresa petición de algunos sectores, al menos de trabajadores.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, también pido que este proyecto pase a la Comisión de Medio Ambiente, pues queremos que se fiscalice y que las normas estén armonizadas con las disposiciones medioambientales. Así ocurrió con anterioridad, pues es de larga data que algunos proyectos se vean en Comisiones unidas.



Todos sabemos que la CONAF fue objetada por el Tribunal Constitucional en julio de 2008 por su condición híbrida.



Pero su historia se remonta mucho más atrás.



Fue creada en el gobierno de Salvador Allende.



Guillermo Julio y Homero Altamirano fueron sus primeros directores.



Proviene de la Corporación de Reforestación.



Se crea en un momento histórico muy importante.



Luego llegó Ponce Lerou y se dictó el decreto ley N° 701, que favoreció ampliamente al sector forestal de especies exóticas.



Más tarde se dictó la ley N° 18.348, de 1984, que creó la Corporación Nacional Forestal de Protección de los Recursos Naturales Renovables. Pero no se fijó la planta.



Si eso hubiera ocurrido, tendríamos una corporación de derecho público. Pero es una ley de 1984, que tramitó la junta de gobierno en ese tiempo, es decir, nunca se discutió en el Congreso Nacional. 



Lo cierto es que hoy tenemos la oportunidad de contar con algo que hemos anhelado por mucho tiempo: una CONAF pública que fiscalice y proteja, que tenga amplias atribuciones y que efectivamente dé cuenta del histórico sacrificio de sus trabajadores, que con muy pocos recursos y grandes dificultades han llevado adelante la tarea de proteger, dentro de sus posibilidades, el bosque nativo, los recursos naturales y nuestros parques nacionales.



El Servicio Nacional de la Biodiversidad asumirá un conjunto de funciones. Pero tengo la legítima duda de si podrán ejercerlas, en circunstancias de que la experiencia la tiene la CONAF.



Pregunté si había acuerdo con los trabajadores. Me respondieron en la Comisión de Medio Ambiente que sí.



Yo tengo en mis manos dos cartas: una firmada por el Consejo Nacional de Guardaparques, cuerpo de guardaparques, áreas protegidas del Estado, y otra de un conjunto de trabajadores. 



Entiendo que existen al parecer dos opiniones bastante críticas respecto de cómo se ha tramitado el proyecto.



Los sindicatos señalan: “A nuestro entender el proyecto de ley del nuevo Servicio Forestal, no se hace cargo de asegurar la continuidad y estabilidad laboral de todos los trabajadores con lo indicado en el artículo segundo transitorio, no asegura funciones en propiedad que reporta la permanencia de las áreas silvestres protegidas y que quita la pobre definición de sistemas vegetales en el objeto del servicio, en ese aspecto el PDL no es claro y quedamos a merced de la interpretación no favorable para los derechos de los trabajadores una vez aprobada y promulgada la ley”.



Con todo cariño, señor Ministro, ¿hay o no acuerdo con los sindicatos? ¿Cuál es el origen de la carta? 



Como esto no es nuevo y lo hemos venido trabajando durante larguísimo tiempo, queremos lo mejor para los trabajadores. 



No estoy de acuerdo con la idea de que se adscriban al Código del Trabajo. Prefiero funcionarios públicos protegidos por el Estado, con igualdad de derechos respecto de lo que tienen hoy día en el Código del Trabajo, pues me parece que los funcionarios públicos están en desmedro. 



Quiero mayor estabilidad y que esta normativa se adscriba al ámbito de lo público, ya que el Código del Trabajo pertenece a la esfera de lo privado.



Habría que comenzar a innovar en cuanto a otorgar a los funcionarios públicos derechos que les garanticen mejores condiciones, mayor calidad, aun cuando fueran iguales a las del Código del Trabajo.



A pesar de ese deseo, no hemos encontrado acuerdos.



Necesitamos con urgencia una CONAF pública porque trabajo hay. Por lo demás, los incendios forestales constituyen uno de sus ámbitos de trabajo.



Hay que profesionalizar a los brigadistas. Los quiero haciendo prevención en invierno y que se certifiquen, ya que actualmente no lo están.



Yo a lo menos he presentado dos proyectos de ley. Uno de ellos establece en el Código del Trabajo un código especial para los brigadistas contratados por CONAF. El otro se refiere a la franja de protección con las carreteras y las viviendas.



La CONAF es necesaria y votaré a favor.



Me parece que habrá tiempo para que el proyecto sea tratado en Comisiones. No se hizo en 2008 y llegamos a 2018: ¡10 años!



Espero que en el próximo gobierno -no creo que esta iniciativa termine su tramitación antes del 11 de marzo- se haga realidad una CONAF pública al servicio de todo Chile y con trabajadores fuertemente protegidos.



Es lo que necesitamos para que este servicio cumpla su función.



Reitero mi intención de votar que sí. Formularemos las indicaciones necesarias durante la discusión en particular.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por Reglamento, no están permitidas las manifestaciones en tribunas.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto de ley constituye una necesidad que quedó patente incluso en virtud de que años atrás un fallo del Tribunal Constitucional objetó que la CONAF siguiera actuando en el ámbito público, ya que es una organización de derecho privado.



También la legislación nos obliga a tener una CONAF pública o un Servicio Nacional Forestal.



En consecuencia, me parece que existe unanimidad en cuanto a la necesidad de avanzar hacia un servicio nacional forestal público.



Por lo demás, durante la discusión que tuvimos en la Comisión de Agricultura nadie opinó de manera distinta: Chile necesita este Servicio Nacional Forestal.



Ahora bien, ¿el proyecto que está sobre la mesa contiene las normas que ese servicio requiere, resuelve todos los problemas que han surgido en el tiempo? ¿Dan tranquilidad las normas a quienes hoy día trabajan en CONAF?



Debemos responder esas preguntas para saber si en verdad este proyecto de Servicio Nacional Forestal nos permitirá mirar el futuro con mayor tranquilidad y con la esperanza de que será fundamental en todos sus momentos, en todas sus instancias para nuestro desarrollo forestal.



En la Comisión de Agricultura, órgano presidido por el Senador José García, escuchamos con mucha atención a las distintas organizaciones de trabajadores. Conocimos sus objeciones, y también sus fundamentos, varias de las cuales se hallan recogidas en las normas que ahora estamos analizando.



Una de las cosas que me preocupan es la situación que los trabajadores de la CONAF tendrán en el Servicio Nacional Forestal. Durante la discusión particular deberemos abocarnos a la tarea esencial de mejorar la normativa correspondiente y hacer las adecuaciones necesarias.



Me inquieta, asimismo, un aspecto más de fondo que coloca a esta iniciativa en una situación compleja para los efectos de su aprobación, al menos desde mi punto de vista: la disyuntiva frente al proyecto sobre Servicio de Biodiversidad y Sistema Nacional de Áreas Protegidas, que se está debatiendo en la Comisión de Medio Ambiente. Existe una superposición de funciones que, a la larga, significará más dificultades que soluciones. Y si no zanjamos el punto adecuadamente vamos a poner en entredicho la acción del Servicio Nacional Forestal.



Pero no se trata solo de la administración de los parques, que podría ser una expresión un poco más llamativa del problema. Hay otras cosas que al final nos van a generar una disyuntiva en cuanto a cómo avanzamos; o sea, si debe operar el Servicio Forestal, o bien, el Servicio de Biodiversidad y Sistema de Áreas Protegidas.



Si no zanjamos ese punto tendremos dificultades que van a impactar en la operatividad del Servicio Nacional Forestal. Y ello dependerá de las funciones de dicho ente. Porque un Servicio Forestal que ve el conjunto de las materias -parques, bosques, en fin- es muy distinto de uno que tiene una visión parcial.



Entre otras cosas, no se resuelve apropiadamente la situación del Instituto Forestal, cuya base está en la Región del Biobío. Al revisar las normas pertinentes uno se percata de que dicho ente pierde funciones fundamentales.



¿Estamos dispuestos a desarmar al Instituto Forestal o a no utilizarlo en toda su magnitud?



En todo caso, uno no ve en la autoridad gubernamental disposición para ayudarlo.



Me quedan 40 segundos, señor Presidente.



Podría señalar más dudas. Espero plantearlas durante la discusión particular, para buscar aclaraciones.



Por ahora me limitaré a la forma como el Servicio Nacional Forestal enfrentará las verdaderas catástrofes que son los incendios forestales.



Lo que dijo el Senador Navarro sobre el particular es absolutamente razonable.



Queremos sistemas de brigadas y brigadistas fuertes.



¿Está abordada tal situación en estas normas? ¡No!



En los incendios de 2017 vimos que las falencias de los brigadistas le generaron dificultades bastante serias al resto del sistema establecido para enfrentar las emergencias.



Todas esas falencias me llevan a abstenerme en general, tal como lo hice en la Comisión de Agricultura. Porque veo un apresuramiento por despachar este proyecto -no sé si podremos despacharlo totalmente-, pero se dejan para la discusión particular demasiadas situaciones que a lo menos generan dudas razonables.



Ya lo hicimos en el aspecto laboral. Y si tenemos acuerdo, creo que podemos avanzar rápidamente. Sin embargo, en cuanto a los otros dos o tres elementos a que me he referido ahora, dudo de que exista en la actual autoridad voluntad política para resolverlos adecuadamente. Y todo eso -repito- va a impactar en el funcionamiento del Servicio Nacional Forestal y le provocará dificultades a su personal.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, no tengo mucho que agregar a lo que han señalado varios Senadores y Senadoras en cuanto a que de todas maneras hay que legislar sobre esta materia para terminar con una situación que viene de los años sesenta y que se originó a raíz de la existencia de un ente con una categoría jurídica que no se condice con lo que requiere la administración más moderna y más robusta del Estado: la CONAF, que ha crecido enormemente en los últimos 50 años.



La discusión reside en cómo conversa esta iniciativa con otros proyectos de ley que se están tramitando en el Parlamento.



Sin ir más lejos, puedo decir que hoy pudimos reunirnos durante cinco minutos para conocer al menos en esa instancia la iniciativa que crea el Servicio de Biodiversidad y Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Y acordamos celebrar el 1° de marzo -antes incluso de que se inicien las sesiones formales del Senado- una reunión destinada a explorar lo relacionado con el nuevo ente.



Por cierto, el campo de acción del Servicio de Biodiversidad es mucho más amplio que el del Servicio Nacional Forestal (entiendo que hoy vamos a aprobar en general el proyecto respectivo; yo voy a concurrir con mi voto).



Sin embargo, siento que no está suficientemente claro cómo se van a compatibilizar las dos iniciativas.



Señor Presidente, hay un segundo problema, cuya solución requiere un tratamiento particular: qué ocurre con el personal profesional, técnico y administrativo que trabaja actualmente en la CONAF; cómo se recogerá su situación en el Servicio Nacional Forestal.



Entiendo que el punto se conversó y está avanzado.



Al respecto debo ser bien transparente.



Como Senador, yo recibo llamadas telefónicas y tengo audiencias con funcionarios que dicen representar a ciertos sectores y abrigar dudas sobre la materia.



Sé que estas cuestiones se resuelven en el debate particular. Pero es en la discusión general, tras la cual uno emite su voto, donde deben dejarse plasmadas las inquietudes.



En seguida, me hace mucho sentido -y esto es más complejo- el planteamiento del Senador Letelier en el sentido de contar con un sistema nacional de parques.



En ese ámbito la CONAF tiene experiencia. Pero hoy debe cumplir otras funciones, que, contrariamente a lo que algunos creen, van mucho más allá de combatir el fuego o administrar parques.



A mi juicio, el Servicio Nacional Forestal también debería tener responsabilidades en el área productiva, en el ámbito de la planificación forestal: crecimiento, especies nativas, en fin.



Ahora, si me hicieran la pregunta en blanco y pudiera retroceder el reloj del tiempo -no lo vamos a hacer, por supuesto-, tal vez pensaría en tres instituciones distintas. Una de otra dimensión: el Sistema de Biodiversidad. Pero en cuanto al Servicio Nacional Forestal y al sistema nacional de parques pueden, si quieren, hacer depender a uno del otro; no tengo dificultad. Sin embargo, creo que deben tener una capacidad más acorde con el parque propiamente tal.



Dicho eso, yo valoro que, aunque sea hoy, a la hora nona, estemos discutiendo este proyecto. Porque bien podría haber quedado pendiente para la próxima legislatura.



Me alegra la aprobación de la idea de legislar. Y ojalá fijemos la discusión particular dentro de un lapso razonable, no corto. Lo digo pensando que hay mucha premura en los funcionarios, en los dirigentes y en el Director de la Corporación.



Yo no aconsejo realizar la discusión particular con demasiada rapidez. Aprobemos en general el proyecto y démonos un tiempo razonable para debatir en particular una serie de temas y -por qué no- dejar plasmada la inquietud sobre un servicio nacional de parques o capturar esa idea en esta iniciativa de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Allende y el señor Pérez Varela.



No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo como plazo para presentar indicaciones el lunes 5 de marzo, a las 12.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



--(Aplausos en tribunas).

)-----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que aprobó el proyecto de ley que establece el Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 11.536-04) (Véase en los Anexos, documento 5).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y, en su caso, a la de Hacienda.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor FURCHE (Ministro de Agricultura).- Señor Presidente, simplemente quiero agradecer la aprobación en general del proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal.



En nombre del Ejecutivo, reitero que consideramos de enorme importancia esta iniciativa. En Chile el sector forestal responde por más de 100 mil empleos; por casi 6 mil millones de dólares en exportaciones; por 14 millones de hectáreas, entre plantaciones forestales y bosque nativo. Y esta iniciativa le permitirá a la CONAF pública, en primer lugar, asumir -como se ha planteado aquí- funciones de fomento -hoy en la práctica no puede hacerlo-, de manera de potenciar el desarrollo de los pequeños forestadores y de quienes trabajan en la cadena de procesamiento de la madera, sobre todo la pyme forestal; en segundo término, reforzar su funcionamiento y su capacidad de fiscalización, y por último, enfrentar de mejor forma el enorme desafío que significan los incendios forestales.



Lo anterior, sin perjuicio de que durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet prácticamente se han aumentado en cien por ciento los recursos destinados al combate de tales incendios.



Somos conscientes de que este proyecto admite perfeccionamientos y ajustes.



Quiero dejar expresa constancia de que para el Ejecutivo ha sido preocupación, desde la  formulación de la iniciativa, el resguardo absoluto de los derechos de los trabajadores. Y estamos convencidos de que en el articulado ello se logra en plenitud.



Soy consciente también de que en este caso existe una discusión cruzada con respecto al Servicio de Biodiversidad. No obstante, nos asiste el convencimiento de que es urgente dotar a la CONAF de una institucionalidad pública que le permita enfrentar los enormes desafíos que tiene por delante en materia de fomento productivo, de regulación, de control y de combate a los incendios forestales.



Reitero nuestra gratitud a todos los señores Senadores y señoras Senadoras.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que se fijó plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 5 de marzo.



Yo consulto si se puede tomar el acuerdo de que ellas se vean en Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente, de forma tal que podamos despachar el proyecto en un tiempo más breve.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para el despacho más ágil del proyecto, considero preferible que vaya a Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente. Porque, si lo tratan por separado, una puede votar en un sentido y la otra en uno diferente, lo que entrabaría la discusión.



Por lo tanto, estimo bastante razonable la petición del Senador señor Letelier.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, lo que se plantea me parece bien. Solo quiero sugerir que el plazo para presentar indicaciones se fije hasta el jueves 1° de marzo, de tal manera que ya el día 5 podamos reunirnos para comenzar a estudiarlas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habría problema.



¿Le parece a la Sala fijar el 1° de marzo como plazo para formular indicaciones y que ellas sean vistas por las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente?



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, solicito que el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que norma el servicio de recolección, reutilización y disposición de aguas grises, que es unánime, se vote sin discusión en este momento. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Yo no tengo problema, señor Presidente, pero me gustaría, para tener cierta información, que se diera  una breve explicación sobre el acuerdo de la Comisión Mixta. Ello, sin perjuicio de que el informe es unánime.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El señor Secretario hará la relación correspondiente.



Entonces, con el acuerdo de Sus Señorías, trataremos el informe de que se hizo mención.

RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que norma el servicio de recolección, reutilización y disposición de aguas grises, con urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.452-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Muñoz y Allende y señores Guillier, Horvath y Prokurica):



En primer trámite: sesión 32ª, en 15 de julio de 2014 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 54ª, en 17 de octubre de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016. 



Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía: sesión 75ª, en 20 de diciembre de 2017.



Mixta: sesión 85ª, en 24 de enero de 2018. 



Discusión:



Sesiones 100ª, en 28 de enero de 2016 (se aprueba en general y en particular); 76ª, en 2 de enero de 2018 (se aprueban las proposiciones de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía y el proyecto pasa a Comisión Mixta).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por el Senado de algunas de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta, como forma de resolver esas discrepancias, efectuó una proposición que consiste en remplazar las letras g), l) y m) del artículo 2; sustituir la palabra “zona” por “área” en el artículo 1, en el inciso tercero del artículo 3 y en el número 7 del artículo 4; aprobar los textos que consigna para los artículos 5, 6, 11 y 14, e incorporar un artículo transitorio.



La Comisión Mixta acordó dicha proposición por la unanimidad de sus miembros presentes.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto como quedaría si ella fuera aprobada.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecerles a la Sala y a la Mesa por haber permitido votar en este instante el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que relató el señor Secretario.



Dicha iniciativa forma parte del debate que ha venido desarrollando el Parlamento con relación a los recursos hídricos; a la urgencia de que nuestro país cuente con un marco legal que posibilite ir haciendo más eficaz el uso de esos recursos, que son cada vez más escasos, de manera de ponerlos a disposición de las personas.



Las proposiciones de la Comisión Mixta fueron aprobadas por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señora Isabel Allende y quien habla y señores Víctor Pérez y Jorge Pizarro, y Diputados señoras Yasna Provoste y Cristina Girardi y señores Raúl Saldívar y Felipe Letelier.



Su propósito es perfeccionar el articulado en aspectos técnicos relacionados con la conexión del sistema de aguas grises domiciliario a la red pública de alcantarillado sin afectar (preocupación que había en la Comisión) el descuento correspondiente en la fijación de tarifas por el menor uso de las redes, y además, con la admisión de las plantas de tratamiento como uso de suelo para efectos de su emplazamiento, respetando las condiciones que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Uno de los grandes incentivos del proyecto es disminuirles el pago de la tarifa domiciliaria por uso de agua a los consumidores, debido a que la reutilización de aguas grises permitirá descomprimir el uso del agua suministrado por las empresas.



Asimismo, se precisa el alcance de las competencias de fiscalización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y se dispone que la ya referida Ordenanza establecerá en qué edificaciones será obligatorio contar con sistema de aguas grises. Para ello se consagra en el artículo transitorio que las modificaciones a la Ordenanza deberán efectuarse en el plazo de un año, contado desde la publicación de la ley en proyecto, pero no podrá exceptuarse a las unidades no habitacionales de cinco mil metros cuadrados o más, que se regirán por las exigencias que fije tal normativa.



De esta manera, señor Presidente, estamos finalizando la tramitación de un proyecto de ley que lleva alrededor de cuatro años en el Congreso Nacional.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar por unanimidad el informe de la Comisión Mixta?



--Se aprueba unánimemente.

FIJACIÓN DE NORMAS DE PLAZO Y DE PROCEDIMIENTO DE PAGO EN RELACIÓN CON PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Tuma, Allamand, De Urresti, Moreira y Zaldívar, que modifica la ley N° 20.416 (fija normas especiales para empresas de menor tamaño) en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas, con segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.785-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Tuma, Allamand, De Urresti, Moreira y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 28ª, en 6 de julio de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Economía: sesión 78ª, en 4 de enero de 2017. 



Economía (segundo): sesión 83ª, en 23 de enero de 2018. 



Hacienda: sesión 83ª, en 23 de enero de 2018.



Discusión:



Sesión 87ª, en 7 de marzo de 2017 (se aprueba en general). 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 7 de marzo de 2017.



La Comisión de Economía deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2° no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que debe darse por aprobado, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su votación y discusión.



--Se aprueba reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Economía efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales, excepto una, la que se pondrá en discusión y votación oportunamente, fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.



Por su parte, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los números 2, 3, 4 y 5 del artículo 1° permanente y el artículo transitorio, y efectuó una enmienda consistente en la sustitución de este último, acordada por mayoría.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se transcriben las modificaciones introducidas por la Comisión de Economía, las enmiendas efectuadas por la Comisión de Hacienda y el texto que quedaría al acogerlas.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se darán por aprobadas todas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones y que han sido acordadas por unanimidad.



--Se aprueban.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión particular.



Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la iniciativa tiene que ver con la forma como impulsamos la competitividad y aseguramos la libre competencia. Es sabido que cuando se hace un diagnóstico de lo que ocurre con las pymes se concluye que el mayor problema es la falta de capital de trabajo. Entonces, empezamos a buscar fórmulas para abaratar los intereses y conseguir fuentes de financiamiento.



Sin embargo, el proyecto apunta “a la vena” de las pequeñas y medianas empresas, sobre la base de que pueden usar su capital -¡si no tienen que estar pidiendo crédito en otra parte!- y de terminar, para ello, con la mala práctica de que muchas grandes empresas, en algunos casos del Estado, incluso, cancelan las facturas más allá de lo razonable, sobrepasando los sesenta, noventa y ciento ochenta días.



Como eso constituye un abuso, hemos planteado la necesidad de establecer un plazo en esta normativa y de que quien lo exceda o caiga en morosidad tenga que pagar intereses, más una comisión, igual que el cliente de una institución bancaria. Si ello se aplica en la Ley de Bancos, ¿por qué razón no se puede extender a todas las empresas, no solo las pymes, para poner término a la situación?



Conforme a la experiencia comparada, otros países ya han avanzado en la misma línea. Bélgica, Inglaterra, Francia, Alemania, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal y España cuentan hace rato con una legislación que permite el cobro de intereses y multas y obliga a pagar intereses y comisiones en caso de morosidad.



El punto de conflicto que registramos tiene que ver con el plazo en la aplicación de la ley con relación a los municipios y el Ministerio de Salud, que han exhibido una práctica reiterada en la postergación del pago de sus obligaciones. En tal sentido, el Ejecutivo planteó primero excluirlos, y luego llegamos al acuerdo de rebajar los meses aprobados por la Comisión de Economía, que eran 36. En la Comisión de Hacienda, por mayoría, los dejamos en 24.



Espero que el articulado represente un antes y un después respecto de las condiciones en que las pequeñas y medianas empresas participan en el mercado.



Por lo tanto, invito a votar a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al inciso final del artículo 2° de la ley, la Comisión de Economía, por 4 votos a favor y la abstención del Senador señor Moreira, recomienda, en cuanto a la letra a) del número 1 del proyecto, agregar la palabra “corridos” a continuación de la expresión “60 días”.



A su vez, la Comisión de Hacienda plantea el reemplazo, en la misma letra, la frase “Agrégase al inciso final del artículo 2°” por “Agrégase al actual inciso final, que pasa a ser inciso segundo”. Es una adecuación formal.



Lo que se tiene que votar es lo primero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Economía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda, por 3 votos contra uno, sustituyó el artículo transitorio por otro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



El Honorable señor Coloma votó en contra.



Puede intervenir Su Señoría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, a mí me tocó conocer algo del proyecto, bien interesante, en la Comisión de Economía y posteriormente en la de Hacienda. Quiero destacarlo. Es novedoso.



No sé bien cómo se va a implementar.



El texto dice relación con el momento en que determinados organismos entran en mora, tratándose del cumplimiento de las obligaciones, y el propósito es que el incumplimiento de un ente fiscal no sea irrelevante, ya que, al final, pueden transcurrir tres, cuatro o cinco meses sin que se realice el pago. Creo que la normativa genera un incentivo correcto.



Pero quiero pedir la atención de mis colegas, porque hay un aspecto discutible -no me cabe duda de que el Senador señor Tuma coincidirá en que el asunto es supercomplejo-, que fue una petición del Ejecutivo, la que a mí no puede calzarme.



En el fondo, la disposición, que es muy valiosa, presenta la excepción de todo lo que tenga que ver con los municipios y con el Ministerio de Salud. Eso entra en una lógica distinta. La norma aprobada no se les aplica a ellos sino recién 25 meses después. O sea, dos años más allá que el resto.



Ahora, la explicación -porque todas las cosas tienen una, y entiendo que esta fue una indicación del Ejecutivo, habiéndose contemplado primero tres años y luego dos- es que el incumplimiento en esos dos ámbitos es muy alto. Entonces, se duda mucho respecto de si será posible que se pongan al día.



El argumento es razonable. Mas cabe considerar que se estaría dictando una ley que diría: “Todos van a tener 60 días de plazo” -son organismos públicos- “para pagar sus obligaciones, pero un Ministerio, de veintitrés, será objeto de una excepción, que es el de Salud, el cual puede no pagar, no generar mora”. Y recién en dos años se elaborará un informe para comprender cómo tiene que entrar en vigencia la norma.



Lo mismo dice relación con los municipios.



Entonces, me pasa algo de justicia implícita. Entiendo las razones, pero a mí se me hace imposible dictar una ley general que se aplica a veintidós de los veintitrés ministerios. ¡No lo estimo plausible!



También me complica que el mundo municipal quede exceptuado de la norma general.



Incluso si alguien me planteara una ampliación de 30 días para todos, considero que podría ser razonable. Pero no me puede resultar atendible que el Senado despache un cuerpo legal que dé lugar a que quede para la historia que contemplamos una norma para obligar a cumplir las obligaciones a todos y en una misma norma transitoria determinamos que se exceptúan un Ministerio y los municipios.



Por eso es que me pronuncié en contra de la disposición y pedí votación separada. A mi juicio, no puede quedar establecida en esa forma.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el debate que hemos sostenido respecto del artículo transitorio ha sido largo.



A veces, lo ideal es enemigo de lo bueno, dice el refrán. Tenemos claro que el espíritu de la moción es que se obligue a los servicios públicos a pagar en los tiempos que corresponde. ¿Por qué? Porque queremos proteger y apoyar fundamentalmente a quienes entregan o dan servicios, que son los más afectados cuando no se cumple con los plazos de cancelación. Ellos son los pequeños productores, los pequeños empresarios, los emprendedores, etcétera.



Concretamente, los estudios indican más dificultades en el pago y que ello toma más tiempo en los municipios y los servicios de salud, y, fundamentalmente, en la CENABAST, porque hay mala gestión, desorden, y los financiamientos, en el caso de los primeros, no siempre llegan a tiempo, o existen otras prioridades que los obligan a ir retrasando las cancelaciones, etcétera. Y se genera un círculo vicioso en el que, en definitiva, los más perjudicados son los pequeños productores.



¿Qué pasa si no aceptamos el artículo? En realidad, en la Comisión de Economía no lo consideramos, y el Ejecutivo lo contempló, según entiendo, en la de Hacienda. Ahí también sostuvimos un debate, si lo recordamos quienes asistimos a esas reuniones. Y se optó por el “mal menor”, como quien dijera, sabiendo que la señal no es la mejor.



La dificultad radica en cómo poner a los municipios al día en sus sistemas de pago y en cuánto tiempo se requerirá.



Alguien expresará: “Si no es problema de tiempo, sino de plata, y basta con que el Ejecutivo la aporte para que el endeudamiento de los municipios, los servicios de salud o la CENABAST quede al día”.



Aunque ello fuera así y se contase con esos recursos, no es tan fácil concretar la solución, porque tendría que haber un proceso de aclaración de por qué se mantienen deudas, en circunstancias de que a los municipios y a los servicios se les asignan fondos.



Entonces, como dijo el Senador señor Coloma, hay un tiempo de aplicación gradual para solucionar el problema, sabiendo que la realidad de cada ministerio es distinta para poder cumplir con sus pagos.



También se reclama mucho en relación con el Servicio de Vivienda y Urbanización, pero las razones normalmente son distintas. El SERVIU va entregando el financiamiento en la medida en que hay un avance en los trabajos. Hay todo un procedimiento en que, si se funciona bien, la obra va bien y el constructor cumple, no tiene lugar el desfase.



A veces, este último se registra cuando existen diferencias en el control del avance, pero en los otros dos casos la cuestión es bastante álgida.



Sabiendo que no es lo ideal en términos de una señal, optamos por una graduación en la aplicación, más alta que en los otros ministerios. El texto hace referencia al vigesimoquinto mes. O sea, se trata de dos años, en la práctica. Eso determina un plazo para ponerse al día, para estabilizar la situación y, además, para que se vaya normalizando el sistema de pago y de financiamiento. No es lo mejor, pero creo que puede llegar a ser lo más práctico.



Voy a respaldar lo que finalmente votamos en la Comisión, sabiendo que la señal que entregamos no generará igualdad para todos los proveedores ni para todos los ministerios que tienen que pagarles.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el artículo transitorio.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la disposición tiene que ver con una de las pocas facultades que disponemos los legisladores, que es la de regular en los mercados. Aquí lo estamos haciendo para otorgar condiciones de igualdad y competencia, no solo en el sector privado, sino también en el público. Principalmente tratándose de este último, donde más morosidad y atraso se registra en el cumplimiento de las obligaciones es en los municipios y el sector de Salud.



El Ejecutivo expuso en el debate en la Comisión de Economía que se debían exceptuar de la ley, lo que se rechazó por unanimidad. Finalmente, el órgano técnico rescató de ese planteamiento una aplicación gradual de 36 meses.



Luego, la cuestión se llevó a la Comisión de Hacienda. Ahí se discutió que en el sector público no tendría explicación, en verdad, que el cuerpo legal no se aplicara especialmente en los sectores de una mayor morosidad. 



En el caso de una picazón, la persona se rasca donde le pica y no en otra parte. La dificultad en el sector público radica precisamente en los municipios y en el sector salud.



Sin embargo, hubo una aceptación razonable de lo señalado por el Ejecutivo en términos de que una aplicación inmediata implicaría serias dificultades en dicho ámbito. Por ello, en la Comisión de Hacienda coincidimos en una mayoría de votos en orden a que la normativa en examen se le aplicara en el mes 24, o sea, luego de dos años.



Sin embargo, para todo el sector privado y el sector público restante regirá de inmediato, lo que constituye un gran avance a fin de que las pymes puedan financiarse y competir, sin permitirse que se siga concentrando el poder del mercado.



Por eso, invito a votar a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de Hacienda respecto del artículo transitorio (9 votos contra 4 y un pareo), quedando también aprobado en particular el proyecto y despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Guillier, Lagos, Montes, Pizarro, Tuma y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Coloma, Letelier, Prokurica y Quinteros.



No votó, por estar pareado, el señor García. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Honorable señor Lagos deja constancia de que votó a favor por un error.
)----------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:
Informe



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación y de las leyes que la complementan y modifican, para perfeccionar la causal de término de la relación laboral de los docentes municipales, determinada por salud incompatible (boletín N° 11.322-13) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para tabla.

)-----------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se encuentra pendiente una petición de la Senadora señora Goic para que el proyecto acerca del contrato laboral por obra o faena, que había pasado a la Comisión de Trabajo y a la de Agricultura, sea visto solo por la primera.



Puede intervenir el Honorable señor Letelier.

El señor COLOMA.- No hay quorum.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que algunos colegas no quieren que un asunto propio del mundo del trabajo sea conocido únicamente por la Comisión técnica.



Tengo el uso de la palabra, y se lo digo con toda consideración al Senador señor Coloma, quien siempre ha sido un hombre respetuoso.



Se podría fijar un plazo máximo para el despacho por parte de la Comisión de Agricultura.



La materia se ha ido discutiendo y tiene que ver con la naturaleza de los contratos de trabajo.



Otra cosa es la discusión sobre el estatuto de los temporeros, de los trabajadores agrícolas.



Si Sus Señorías quieren verlo, el proyecto no atañe al sector agrícola. Es un contrato del ámbito de la construcción, propiamente tal, y que ha sido mal usado en otros sectores.



Se puede fijar un plazo para que el Presidente pueda convocar a la Comisión y sea posible tratar la iniciativa en la Sala. Sea cual fuere, lo deseable es que sea conocido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Resulta claro que no existe quorum para pronunciarse.

El señor LETELIER.- Como se halla presente el Presidente de la Comisión de Agricultura, se puede llegar a un acuerdo sobre el plazo para ocuparse en el proyecto.



En varias ocasiones, por desgracia, iniciativas propias de una Comisión terminan en otra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, uno está ejerciendo un derecho. La Sala acordó que el proyecto pasara a dos Comisiones. Entonces, acá no hay buenos y malos. No se trata de defensores de los trabajadores versus no sé quién. Aquí hay personas a las que les importa el mundo agrícola.



Me parece que existe el derecho a hacer un planteamiento, pero no a argumentar que quien se opone no desea ninguna innovación.



El Senador que habla quiere que salga una buena ley y que de una vez por todas se escuche al mundo agrícola, que es el menos escuchado en este Senado.



Esa es mi posición respecto a lo planteado por el Senador Letelier.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, me comprometo a hacer los mayores esfuerzos mientras tenga la presidencia de la Comisión de Agricultura. 



Les recuerdo que se acaba de acordar el envío a las Comisiones de Agricultura y Medio Ambiente, unidas, del proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal. Y lo más probable es que el Ejecutivo le ponga una urgencia especial. 


Al final uno opera en función de las urgencias. 


Pero me comprometo a hacer los mayores esfuerzos para tratar la iniciativa en cuestión, en la que tenemos mucho interés los integrantes de la Comisión de Agricultura.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, el proyecto que regula el contrato de trabajo por obra o faena, que debatimos durante cinco años en la Comisión de Trabajo, no tiene pertinencia respecto de los trabajadores agrícolas.



En ese ámbito se ha anunciado una iniciativa desde hace mucho tiempo, tanto en el Gobierno del Presidente Piñera, como en la Administración de la Presidenta Bachelet. Pero aún no ha llegado al Parlamento una propuesta para establecer un estatuto de los trabajadores de temporada. 



El proyecto relativo al contrato por obra o faena lo trabajamos con la Cámara Chilena de la Construcción, con los dirigentes de los sindicatos, con la federación de gremios de la construcción. Es en este sector donde mayormente se usa tal sistema de contrato.



Al respecto, hubo transversalidad en la Comisión de Trabajo. Incluso, en conjunto con los Senadores Larraín y Allamand, redactamos la definición de “contrato por obra o faena”. 


Sin embargo, lamentablemente, en una sesión a última hora, y sin siquiera haber consultado la unanimidad de la Sala -ahí tengo un reparo con la Mesa-, se aprobó que dicha iniciativa fuera a la Comisión de Agricultura.



Considero que tal proyecto afecta a cierto tipo de trabajadores. Por tanto, el referido órgano técnico debiera abocarse más bien al estudio de la propuesta largamente esperada sobre un estatuto especial para los trabajadores de temporada, lo que incluirá la regulación de ese tipo de contrato.



En mi opinión, el envío a la Comisión de Agricultura retardará la tramitación de la iniciativa relativa al contrato por obra o faena, que se originó en una moción del Diputado Pedro Browne y otros parlamentarios. Lleva cerca de siete años en el Congreso. 



En mi opinión, dicha propuesta legislativa debería tramitarse solo en la Comisión de Trabajo. En la de Agricultura debiera verse la pertinencia de un estatuto especial para los trabajadores de temporada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En todo caso, queda pendiente la solicitud.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora que contamos con el quorum necesario, le propongo a la Sala que nos pronunciemos sobre el proyecto que se encuentra en el quinto lugar del Orden del Día, que se refiere a la igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres. Es una discusión en particular.



¿Les parece?



Acordado.

)----------(

El señor LAGOS.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en cuanto al proyecto anterior, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La iniciativa ya fue despachada, señor Senador.

El señor LAGOS.- Lo sé, señor Presidente.



Lamentablemente, cometí un error al votar, el cual no se puede modificar. De acuerdo a mis convicciones, debí haber votado que no; pero me confundí.



En consecuencia, intervengo para que quede constancia en la versión definitiva de que mi pronunciamiento debió ser de rechazo. 


Los municipios y el sector público de salud en Chile deben ser parte del proyecto y no quedar excluidos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dejaremos constancia de sus convicciones, señor Senador. 

ENMIENDAS A CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE DISCRIMINACIÓN E IGUALDAD DE REMUNERACIONES ENTRE HOMBRES Y MUJERES

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo recién acordado, corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de las Senadoras señoras Goic, Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe, que modifica el Código del Trabajo en materia de discriminación e igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.322-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de las Senadoras señoras Goic, Allende, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe):



En primer trámite: sesión 13ª, en 23 de abril de 2014 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 22ª, en 13 de junio de 2017. 



Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 82ª, en 17 de enero de 2018.



Discusión:



Sesión 24ª, en 20 de junio de 2017 (se aprueba en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 20 de junio de 2017. 


La Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Dicho órgano técnico efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se transcriben las modificaciones introducidas por la Comisión y el texto como quedaría al aprobarlas.




Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán las enmiendas unánimes.



--Se aprueban, quedando el proyecto aprobado en particular y despachado en este trámite. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dejo constancia de que hay 14 señores Senadores.



Terminado el Orden del Día.

VII. INCIDENTES

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En Incidentes, los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Unión Demócrata Independiente y Partido por la Democracia no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

PREOCUPACIÓN POR FALTA DE INSTANCIAS PARA TRATAMIENTO OBLIGATORIO A PERSONAS ADICTAS A DROGAS. OFICIO

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, recientemente en la ciudad de San Fernando un padre desesperado inició una huelga de hambre. 



La razón de ello es que vive un drama que afecta a miles de familias chilenas: tener un pariente, una persona cercana, que es adicta a la pasta base y darse cuenta que no hay forma de garantizar que los consumidores reciban tratamiento.



Actualmente, incluso a las personas privadas de libertad que lo requieran no se les asegura la posibilidad de someterse a un tratamiento con el financiamiento correspondiente.



El consumo de pasta base y el accionar del narcotráfico, que constituye una agresión a nuestra sociedad, están destruyendo a miles de familias en nuestro país. 



Según los datos que manejo, no existe alternativa para que una familia logre internar a un hijo, una hija o familiar enfermo, que sufre una patología, para que reciba un tratamiento adecuado. Es más: no hay manera de garantizar que esa persona, que es un peligro para la sociedad y su familia, se someta a un tratamiento en forma obligatoria.



Es tan trágica la situación, señor Presidente, que el mejor camino para que quien esté padeciendo ese flagelo acceda a tratamiento es que lo metan preso. En efecto, si bien Gendarmería no cuenta con todos los cupos que necesita, existe más disponibilidad de vacantes para la rehabilitación de personas enfermas privadas de libertad que para quienes están libres.


¡Es un contrasentido!



No puede ser que una familia no pueda internar a un hijo adicto, aunque sea en forma obligatoria, en contra de su voluntad. Nuestro ordenamiento jurídico tiene un vacío en ese plano, por cuanto una persona enferma, adicta, angustiada no tiene libre albedrío. ¡Lo perdió! ¡Está patológicamente involucrada!



Frente a ello, se genera una situación dramática. 



Miles de jóvenes afectados por tal patología, por no tener acceso a un tratamiento y por carecer las familias de la opción de obligarlos a internarse, terminan cometiendo delitos y, finalmente, van a la cárcel, donde no debieran estar. 



¡Debieran estar recibiendo tratamiento!


Por ese motivo, señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio de Salud para que nos diga dónde hay centros cerrados para el tratamiento obligatorio a drogadictos y cuántos cupos disponibles hay.



Nuestra sociedad se está desmoronando debido al flagelo del consumo de pasta base. Todos somos conscientes de que eso es real, pero no estamos haciendo lo necesario para que el Estado entregue soluciones. 


Los colaboradores que existen en este ámbito no dan abasto -¡no dan abasto!-, y menos para que las personas sean internadas de forma obligatoria.



Adicionalmente, me gustaría solicitar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que vea si la única fórmula para internar a una persona adicta que no quiera ingresar voluntariamente a un servicio cerrado para tratamiento es cambiar la ley para fijar normas precautorias con el propósito de que la familia o un tribunal puedan obligar a un mayor de edad a ese efecto. 


Solo así no seguiremos viendo el absurdo de que esas personas deben delinquir y terminar presas para acceder a un tratamiento, que parece que no es un buen camino. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el tiempo restante del Comité Partido Socialista e Independiente, tiene la palabra el Senador señor De Urresti. 

NECESIDAD DE HABILITACIÓN DE CENTRO DE TRASPLANTES DE MÉDULA ÓSEA PARA PACIENTES DE ZONA SUR DE CHILE. OFICIOS
El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en las últimas semanas han quedado en evidencia los problemas de salud que afectan a los pacientes que requieren trasplantes de médula ósea, especialmente en la zona sur de nuestro país.



El Hospital del Salvador, en Santiago, es el único centro acreditado del sistema público y no puede cubrir en forma oportuna esa urgente demanda. 



Por ello, quiero expresar mi preocupación por los pacientes de las regiones del sur, quienes en distintos momentos han sido o son pacientes del Hospital Base de Valdivia, centro de referencia suprarregional. Este recinto tiene más de 50 años de trayectoria y es el principal centro de derivación para pacientes con cáncer de la zona sur del país. 



A ello se suma la reciente acreditación internacional otorgada por el MD Anderson Cancer Center de Estados Unidos, que certifica la seguridad de tratamientos de radioterapia avanzada, lo que corrobora el alto nivel que posee el centro asistencial en oncología. Dentro de esta área, destaca la Unidad de Hematología, cuyo desarrollo está estrechamente ligado a la Escuela de Medicina de la Universidad Austral de Chile, que ha permitido el desarrollo de esta especialidad. 



Fue a través de la ley N° 17.431, de 1971, promulgada por el Presidente Salvador Allende, que se crea el Centro de Investigaciones Hematológicas “Rudolph Virchow”, en Valdivia, cuya función primordial está dirigida “a la investigación científica en el campo de la leucemia y enfermedades afines”.



El desarrollo de esta área se encuentra ligado al convenio que posee el Servicio de Salud de Valdivia con la Universidad Austral, entidades que se han complementado a lo largo de su historia, lo cual permite que hoy existan las condiciones, tanto en infraestructura como en recursos humanos, para dar un paso más y convertirse en un centro efectivo de trasplantes de médula ósea, alternativo al que existe en la Región Metropolitana. Con ello, además de estar a la vanguardia en medicina, se podrá contribuir a mejorar el acceso, siempre urgente, al tratamiento de los pacientes que lo requieran. 



Por ello, esperamos que el planteamiento que dirigimos a la Ministra de Salud, a través de un proyecto de acuerdo, ratificado por esta Sala, tenga una favorable acogida y que se pueda financiar la materialización de este reconocimiento, de forma de beneficiar a los pacientes del sistema público de la zona sur de nuestro país. 



Los casos de personas como el joven Bayron Yung, de Río Bueno; Carola Inaicheo, de Chonchi, y Camila Marileo, de Temuco, no pueden repetirse.



Es importante que exista en Valdivia un centro de trasplante de médula ósea y, en un mediano plazo, que nuestro país cuente con un banco de registro de donantes de médula ósea. 



En consecuencia, señor Presidente, solicito que se envíen oficios a la Ministra de Salud, como he señalado, y a la Presidenta de la República. 



Creemos que la Primera Mandataria tiene que tomar conocimiento de este asunto e impulsar la iniciativa referida, en beneficio de los pacientes de oncología del sur austral de nuestro país. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el turno del Comité Partido PAÍS, tiene la palabra el Senador señor Navarro, por dos minutos. 

ACCIONES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS POR ABUSO DE SISTEMA PÚBLICO DE SALUD POR PARTE DE MUTUALES DE SEGURIDAD. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el año 2015 la Directora Nacional del Fondo Nacional de Salud, Jeanette Vega, señaló a través del diario El Mercurio (en portada) que su entidad traspasaba 90 mil millones de pesos a las mutuales de seguridad por más de 521 mil licencias presentadas como enfermedades comunes, siendo en los hechos accidentes laborales. 



Estos antecedentes ameritan una presentación del Consejo de Defensa del Estado. 



Ha sido la propia Directora Nacional del FONASA quien reconoció -también lo hicieron los funcionarios de dicha institución, en diversas reuniones que sostuvimos- que tal hecho existe. 



¡Y sigue habiendo abuso del sistema público por parte de las mutuales de seguridad! 



Por ello, pido que se oficie al Consejo de Defensa del Estado, para que intervenga ante esta situación, que es de público conocimiento; y a la Ministra de Salud, junto con la Directora Nacional de FONASA, para que lleven a cabo las acciones judiciales y administrativas tendientes a corregir un hecho que le cuesta al país 90 mil millones de pesos al año.



--Se anuncia el envío de los oficios requeridos, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ASOCIACIÓN POTENCIAL ENTRE DERIVACIÓN TARDÍA Y FALLECIMIENTOS DE PACIENTES EN LISTAS DE ESPERA. OFICIO
El señor NAVARRO.- En segundo lugar, señor Presidente, pido cursar un oficio al Ministerio de Salud para que haga llegar el informe de la Comisión Médica Asesora de dicha Cartera, que en agosto del 2017 planteó la existencia de una hipótesis de asociación potencial entre la derivación en espera y el fallecimiento de miles de personas que estaban en listas de espera. 



¡La gente muere aguardando ser atendida por un médico especialista! 



Solicito toda la información recopilada al respecto, tanto por dicha Comisión como por FONASA. 



Hay una diferencia de más de 10 mil pacientes fallecidos eventualmente por derivación tardía. 



Requiero tales antecedentes a la mayor brevedad, dado que la vida de miles de pacientes está en juego. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el turno del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

HOMENAJE A FALLECIDOS EN INCENDIO DE PUTÚ, COMUNA DE CONSTITUCIÓN (2007), PERTENECIENTES A CARABINEROS, CONAF Y BOMBEROS DE CHILE. COMUNICACIONES

El señor COLOMA.- Señor Presidente, mañana se cumple un año del trágico incendio en la localidad de Putú, comuna de Constitución (muy cerca de Santa Olga), en el que fallecieron dos carabineros en cumplimiento de su deber y varias personas más. 



Lo mismo sucedió en el resto de nuestro país donde el fuego arrasó más de 600 mil hectáreas.



Más allá de hacer presentes las lecciones dramáticas que dejó tal incendio, como la necesidad de perfilar una nueva CONAF, una ONEMI moderna y de estar mucho más preparados para combatir desastres de la naturaleza, que debe ser un elemento permanente de nuestra preocupación, quiero rendir un simple homenaje a las catorce personas que fallecieron durante el siniestro en Putú. 



Entre ellas, había brigadistas de CONAF, quienes perdieron su vida por salvar la de otros; personal de Carabineros -me tocó conocer más directamente este caso-, dos efectivos que fallecieron al arriesgar su vida por ayudar a salvar localidades amenazadas, y voluntarios de Bomberos, algunos de los cuales incluso llegaron desde otros lugares de Chile, en una muestra de solidaridad muy notable. En particular, recuerdo el caso de un voluntario de Talagante, quien murió combatiendo contra el fuego. 



Señor Presidente, he querido usar la palabra para rendir este sentido homenaje y solicitar que se envíe esta intervención a CONAF, a Carabineros, al Cuerpo de Bomberos y al Ejército de Chile, instituciones que cumplieron un rol notable tratando de mitigar al máximo los desastres que sacudieron nuestra patria hace un año -a veces el tráfago de los acontecimientos nos hace olvidar ese hecho-, para dar cuenta de mi agradecimiento por el tremendo esfuerzo que hicieron esas personas para aminorar los efectos de una tragedia que enlutó a nuestro país. 



A mi juicio, es justo, necesario e importante señalar que esas personas, que dieron su vida por otros, no deben ser olvidadas. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío de las comunicaciones pedidas, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Honorables señores De Urresti y Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Comités Independientes y Partido Amplitud y Partido Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.


¡Felices vacaciones para todos! Espero que lo pasen muy bien.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 18:13.








Manuel Ocaña Vergara, 








 Jefe de la Redacción
ANEXOS
SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 64ª, ESPECIAL, EN JUEVES 23 DE NOVIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y de Educación, señores Nicolás Eyzaguirre, Gabriel de la Fuente y señora Adriana Delpiano, respectivamente.


Participan, también, las Subsecretarias de Hacienda y de Educación, señoras Macarena Lobos y Valentina Quiroga, respectivamente. Además, están presentes el Director de Presupuestos, señor Sergio Granados, y diversos asesores de señores Parlamentarios y del Gobierno.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Oficios

De Su Excelencia la Presidenta de la República


Con el que informa sobre la participación de Chile en la Segunda Misión de Naciones Unidas en Colombia.


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que dio su aprobación al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (Boletín N° 11.452-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.

_________


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2018 (Boletín N° 11.452-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la normativa educacional.

Boletín N° 11.471-04.


La Mesa anuncia que corresponde iniciar la discusión en particular de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se ha presentado una indicación -que fue rechazada en el trámite de Comisiones- para agregar en el inciso segundo del artículo 7° septies del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, entre las frases "Dichos establecimientos, respecto a los estudiantes con necesidades educativas especiales," y "tendrán un procedimiento de admisión", lo siguiente: "así como las escuelas artísticas,".


En relación con este asunto -y con autorización de la Sala- interviene la señora Subsecretaria de Educación.


Puesta en votación, la indicación es aprobada por 11 votos a favor, 6 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, García, García Huidobro, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Funda su voto a favor, la Honorable Senadora señora Von Baer.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, Harboe, Montes, Quinteros y Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Larraín.


En seguida, el señor Secretario General hace presente que se ha presentado una segunda indicación que tiene por objeto agregar un artículo sexto transitorio del siguiente tenor: "Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio de la ley Nº 20.845, la expresión “hasta el 31 de diciembre de 2017” por “hasta el 31 de enero de 2018”.".


Sobre el particular, hacen uso de la palabra los ministros de Educación  y Secretario General de la Presidencia.


Luego, intervienen los Honorables Senadores señor Montes y señora Von Baer.


Puesta en votación, la indicación es rechazada por 8 votos a favor, 12 en contra y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, García Huidobro, Girardi, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Harboe, Letelier, Montes, Navarro, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


Concluida la votación, el Honorable Senador señor Zaldívar manifiesta su intención de pronunciarse en contra de la indicación.


Posteriormente, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García plantean algunas cuestiones de orden reglamentario, las que son atendidas por el señor Presidente y el señor Secretario General.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:


“1. Modifícase el artículo 7 septies, del modo que sigue:


a) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la frase “Dichos establecimientos, respecto a los estudiantes con necesidades educativas especiales,”, lo siguiente: “así como las escuelas artísticas”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Se excluirá totalmente de los procesos regulados en los artículos precedentes y en los incisos anteriores de este artículo, la admisión a la modalidad educativa de adultos, a las aulas hospitalarias, a las escuelas cárceles y a aquellos establecimientos educacionales que impartan exclusivamente el nivel de educación parvularia. Sin perjuicio de lo anterior, los establecimientos educacionales que cuenten con cursos en el nivel de educación parvularia inferiores al primer nivel de transición, que impartan además el nivel de educación básica, deberán siempre aplicar el sistema de admisión desde el primer nivel de transición.”.


2. Incorpórase en el artículo 58 H el siguiente inciso final nuevo:


“No obstante lo anterior, en caso de muerte del constituyente de la entidad, el secretario regional ministerial de Educación correspondiente, a solicitud de cualquier interesado, podrá autorizar que la entidad individual educacional continúe con la función educativa con uno de sus sucesores como titular, o con otro interesado persona natural en caso de que ninguno de estos lo desee, siempre que los estatutos no determinen una persona natural para estos efectos.”.


Artículo 2.- Modifícase la ley Nº 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, en el siguiente sentido:


1. Agrégase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la siguiente oración:


“Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se considerará la fecha en que se presente al Ministerio de Educación el instrumento mediante el que se realizó dicha transferencia.”.


2. En su artículo cuarto transitorio:


a) Reemplázase, en su inciso quinto, la frase “refieren los incisos anteriores” por “refiere este artículo”.


b) Reemplázase el numeral 1° del inciso sexto por el siguiente:


“1° En caso de pactarse entre personas relacionadas, estos contratos podrán extenderse hasta que el sostenedor adquiera la propiedad del inmueble o lo use en calidad de comodatario, de acuerdo a lo señalado en el artículo 6, literal a) quáter, del decreto con fuerza de ley Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación.”.


c) Intercálanse los siguientes incisos noveno, décimo y decimoprimero, nuevos, pasando el actual noveno a ser inciso decimosegundo:


“El sostenedor podrá pactar un canon de arriendo superior a los definidos en los incisos anteriores, siempre que el contrato que lo contemple tenga por único fin la prestación del servicio educativo y que se ajuste a los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado para este tipo de operaciones en el lugar y tiempo de celebración. Para que dicho acuerdo sea procedente, el sostenedor deberá presentar el contrato respectivo a la Superintendencia de Educación en conjunto con una tasación bancaria que incorpore tanto el valor comercial del inmueble, como su correspondiente valor de arriendo. 


Dentro de los 90 días siguientes a la presentación de la tasación, la Superintendencia de Educación, basada en los antecedentes de que disponga que haya obtenido en el marco de sus atribuciones, podrá aceptar la tasación y el canon propuesto o definir uno alternativo. El canon aceptado, deberá ser razonablemente proporcionado en consideración a los ingresos del establecimiento educacional por concepto de subvención y aportes del Estado, con el objeto de asegurar una adecuada prestación del servicio educativo. Si transcurrido el plazo ya referido la Superintendencia de Educación no se hubiere pronunciado, se aplicará lo establecido en el artículo 64 de la ley N° 19.880. 


El sostenedor podrá impugnar la decisión de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo noveno transitorio, reemplazándose para estos efectos la Superintendencia de Educación en el rol de la Corporación de Fomento de la Producción. El canon de arrendamiento autorizado por la comisión tasadora será el definitivo.”.


d) En su inciso noveno, que ha pasado a ser decimosegundo, antes del punto y aparte, agrégase la frase “y controlará el cumplimiento permanente de los requisitos establecidos en los incisos anteriores.”.


e) Agrégase el siguiente inciso decimotercero:


“Los contratos de arrendamiento celebrados o renovados bajo las normas del presente párrafo, respecto de inmuebles que estén sometidos a leyes especiales, no requerirán dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en este artículo que sean incompatibles con las normas especiales que los regulan.”.


3. En su artículo sexto transitorio:


a) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del punto y final que pasa a ser punto y seguido, el siguiente texto:


“La Superintendencia de Educación podrá autorizar límites de imputación mensual y plazo superiores a los definidos en este inciso. Para ello, el solicitante deberá acompañar una resolución de la Corporación de Fomento de la Producción que apruebe una tasación comercial según lo dispuesto en la letra a) del artículo octavo transitorio. Por su parte, la Superintendencia tendrá a la vista las tasas de interés vigente de los bonos soberanos en unidades de fomento, para el mismo plazo, del Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República y realizará el cálculo para verificar que el valor presente de la suma de las cuotas que se establezcan en el contrato de compraventa no supere al valor comercial del inmueble y que se celebre bajo los términos y condiciones que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración para este tipo de operaciones.”. 


b) Reemplázase, en su inciso quinto, la oración “al inciso anterior” por “a los incisos anteriores”.


c) Reemplázase, en su inciso sexto, la expresión “el inciso segundo” por la expresión “este artículo”.


Artículo 3.- En los casos en que se declare zona afectada por sismo o catástrofe, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto N° 104, de 1977, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Título I de la ley N° 16.282, o de emergencia o alerta sanitaria establecida por la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva, la Subsecretaría de Educación podrá exceptuar a los establecimientos educacionales afectados por estas medidas del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, cuando con ocasión del sismo, catástrofe, emergencia o alerta sanitaria no puedan ajustarse a ello desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe, emergencia o alerta sanitaria, según corresponda, y hasta el vencimiento de la autorización otorgada. Dicha Subsecretaría también podrá autorizar a estos establecimientos educacionales a funcionar con otro establecimiento en un mismo local en doble jornada, en cuyo caso ambos establecimientos estarán exceptuados del cumplimiento de tales requisitos.


Para el cálculo de la Subvención de Escolaridad y mientras dure la autorización señalada en el inciso precedente, se mantendrá el valor correspondiente al régimen de jornada escolar completa diurna, establecida en el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, por los alumnos matriculados en dicha jornada escolar, antes del sismo, catástrofe, alerta o emergencia sanitaria.


La Subsecretaría de Educación también podrá autorizar el traslado transitorio del funcionamiento de establecimientos educacionales a locales con destino no educacional, siempre que tengan recepción definitiva de la dirección de obras municipales o cuenten con la autorización provisoria de la respectiva secretaría regional ministerial de Vivienda y Urbanismo.


En ningún caso las normas de excepción establecidas en este artículo podrán significar duplicación del pago de las subvenciones educacionales, por un mismo alumno, para uno o más sostenedores.


Artículo 4.- Modifícase en la letra g) de la Glosa 04 de la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, de la ley N° 20.981, de Presupuestos del Sector Público para el año 2017, el guarismo “2015” por “2016”.


Articulo 5.- A los sostenedores educacionales que no hayan ejercido oportunamente la facultad que les otorga el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845 se les retendrán todas las subvenciones y aportes del Estado que les correspondería recibir por todos los establecimientos educacionales de su dependencia, hasta el momento en que ejerzan dicha facultad en los términos, y con los mismos efectos, derechos y obligaciones establecidos en dicho artículo.


En caso de que los sostenedores den cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior en el plazo señalado en el inciso primero del artículo 58 del decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación, este último estará facultado para transferir a la nueva entidad sostenedora tanto las subvenciones y aportes retenidos como los que correspondan a partir de la fecha en que se acredite el cumplimiento de los requisitos que la ley exige para impetrar dichas subvenciones y aportes.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los establecimientos educacionales particulares subvencionados que oportunamente hubieren declarado que a la fecha de publicación de la ley N° 20.845 se encontraban realizando cobros por derecho de escolaridad, regulados en los artículos 16 y 17 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, derogados por los numerales 8) y 9) del artículo 2 de dicha ley, podrán acogerse a las reglas de su párrafo 4° transitorio “De la eliminación del financiamiento compartido”, considerándoseles como establecimientos educacionales con financiamiento compartido, para todos los efectos legales.


Lo dispuesto en este artículo regirá a contar del año escolar 2018. La Subsecretaría de Educación deberá dictar en enero de 2018 una resolución exenta que individualice a los establecimientos educacionales, informando los montos máximos de cobro por alumno para dicho año respecto de cada uno de ellos, para el cumplimiento de las reglas establecidas en el párrafo 4° transitorio de la ley N° 20.845. Con todo, dicho monto máximo no podrá exceder al cobro mensual por derecho de escolaridad correspondiente al año escolar 2015 en cada establecimiento.


Artículo segundo.- Los establecimientos educacionales que, durante el año escolar 2017, hayan experimentado suspensión de las actividades académicas en virtud de lo señalado en el artículo 3 de esta ley, podrán acogerse a las reglas que éste establece, desde el acaecimiento de la declaración de sismo o catástrofe; emergencia o alerta sanitaria, según corresponda y hasta el vencimiento de la autorización entregada por la Subsecretaría de Educación.


Artículo tercero.- Los propietarios de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, o de establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, que no cuenten con permiso de edificación o que, contando con permiso de edificación, no han obtenido la recepción definitiva, emplazados en áreas urbanas o rurales, podrán, hasta el 31 de diciembre de 2019, obtener los permisos de edificación y de recepción simultánea, siempre que los establecimientos y/o sus ampliaciones cumplan los siguientes requisitos:


1. Haber sido construidos antes de la publicación de esta ley.


2. No estar emplazados en áreas de riesgo o protección, en terrenos afectos a declaratoria de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público establecidos en los instrumentos de planificación territorial.


3. No tener, a la fecha de ingreso de la solicitud de regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ante la dirección de obras municipales o el juzgado de policía local respectivo.


4. Cumplir con las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, estabilidad y seguridad establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y con aquellas aplicables a las instalaciones de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas que correspondan.


Artículo cuarto.- Los propietarios deberán presentar ante la dirección de obras municipales respectiva una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañando los siguientes documentos:


1. Declaración simple del propietario, en que señale ser titular del dominio del inmueble y que no existen respecto de dicho bien raíz las reclamaciones a que se refiere el numeral 3) del artículo anterior.


2. Planos de arquitectura, proyecto de cálculo estructural y especificaciones técnicas, conforme a lo establecido en los numerales 7, 10 y 11 del artículo 5.1.6. de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


3. Informe del arquitecto que certifique que el establecimiento cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, accesibilidad universal e instalaciones señaladas en el numeral 4), y que no se emplaza en los terrenos a que se refiere el numeral 2), ambos del artículo anterior.


Este informe deberá acompañar los antecedentes que permitan corroborar que el establecimiento existía a la fecha de publicación de esta ley, considerándose como tales cualquier medio gráfico o documental, por ejemplo, planos aprobados, cuentas de servicios, certificados de contribuciones, catastros municipales o de otros organismos públicos, o antecedentes de similar naturaleza. Asimismo, deberá describir detalladamente las características del proyecto indicando como éstas se ajustan a la normativa correspondiente, además de adjuntar los antecedentes necesarios para respaldar el cumplimiento de las normas requeridas.


La dirección de obras municipales, dentro de los noventa días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud, revisará exclusivamente el cumplimiento de las normas urbanísticas a que se refiere el número 2) del artículo anterior, sin que puedan ser objeto de revisión las demás materias que contempla la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, y con el mérito de los documentos a que alude el presente artículo otorgará el correspondiente certificado de regularización, si fuere procedente. Si existieren observaciones a la solicitud, su emisión y subsanación se regirá por lo dispuesto para tales fines en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los directores de obras municipales estarán sujetos a las responsabilidades contempladas en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en lo que respecta al cumplimiento de lo establecido en el numeral 2) del artículo anterior, y al hecho de que se haya acompañado la documentación exigida por el presente artículo, así como también respecto de los plazos establecidos para su pronunciamiento.


Los profesionales que certifiquen el cumplimiento de las normas de habitabilidad, accesibilidad universal, seguridad, estabilidad e instalaciones establecidas en este artículo responderán por la veracidad de sus informes y les serán aplicables las responsabilidades contempladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


Artículo quinto.- Corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, emitir los formularios respectivos e impartir las instrucciones para la aplicación de las normas contenidas en los artículos tercero y cuarto transitorios de la presente ley, mediante circulares, que se mantendrán a disposición de cualquier interesado.”.

_________


Se suspende la sesión para realizar una sesión de Comités.


Se reanuda la sesión.

_________


El señor Presidente declara que la sesión continúa dándose a conocer los acuerdos de los Comités.


El señor Secretario General informa que los Comités acordaron prorrogar la hora de término de la sesión hasta las 22 horas y que se voten en primer lugar las normas de quorum especial en distintas partidas y el articulado.

- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el asentimiento de la Sala para que ingresen la Subsecretaria de Hacienda, señora Macarena Lobos; el Director de Presupuestos, señor Sergio Granados, y para que hagan uso de la palabra. También se autoriza el ingreso de los asesores de los Comités.



Así se acuerda.

- - -

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de 

Presupuestos. Boletín N° 11.452-05


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 11.452-05.


Respecto de ella hace presente que el artículo 15 del proyecto debe ser acogido con quorum calificado. Agrega que, del mismo modo, deben aprobarse las siguientes disposiciones:


-Asignación 005 (Sociedad Agrícola SACOR SpA) y su glosa 31, asociada, del Capítulo 06, Programa 01 (Corporación de Fomento de la Producción), de la Partida 07.


-Glosa 05 asociada al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital) del Programa 11 (Dirección de Planeamiento), Capítulo 02 de la Partida 12.


- Glosa 07 asociada al Subtítulo 34 (Servicio de la Deuda) del Programa 02 (Empresa de los Ferrocarriles del Estado), Capítulo 01 de la Partida 19.


-Glosa 04 asociada al Programa 01 del Capítulo 01 de la Partida 23.


Advierte que, por otra parte, deben aprobarse con quorum orgánico constitucional las siguientes disposiciones:


-Artículo 27.


-Inciso tercero de la glosa 04 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), Ítem 03 (A Otras Entidades Públicas), Asignación 001 (Evaluación de Logros de Aprendizaje), del Capítulo 03, Programa 01 de la

Partida 09.

- - -

Partida 01

Presidencia de la República


En relación con esta Partida, el señor Secretario informa que se ha presentado la indicación número 261.


Sobre este punto, interviene el señor Ministro de Hacienda.


Puesta en votación, la indicación es rechazada por 2 a favor, 22 votos en contra y 3 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Navarro.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Navarro.


Votan por la negativa las señoras Allende y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Prokurica. Montes, Moreira y Bianchi.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Tuma.


Concluida la votación, se deja constancia de la intención de voto negativo del Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


A continuación, a proposición del señor Presidente, la Sala acuerda reducir a tres minutos el tiempo de los discursos.

- - -


Luego, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 252, 253, 255 y 262.


Asimismo, plantea que son de información las indicaciones números 254, 256, 257. 258, 259 y 260.


Al respecto intervienen el señor Ministro de Hacienda y el señor Director de Presupuestos para sostener que las indicaciones números 254, 256, 258 y 259 son inadmisibles.


Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Navarro y señora Pérez San Martín.


En definitiva, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 254, 256, y 259


A continuación, pone en votación la indicación 258, la que es aprobada por 17 votos a favor, 1 en contra, una abstención y 3 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Letelier, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Zaldívar.


Fundan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Navarro, García y Letelier.


Votan por la negativa, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


Se abstiene el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Tuma. Este último también interviene en este punto.


Concluida la votación, se deja constancia de la intención de voto favorable del Honorable Senador señor Montes.


A continuación, el señor Presidente reitera que las indicaciones números 257 y 260 son de información y, en ese entendido, la Sala las da por aprobadas.


Respecto de la indicación número 257, el Honorable Senador señor García advierte que hay algunas otras, de idéntico tenor, presentada a diversas partidas.


A raíz de lo anterior, los representantes del Ejecutivo solicitan autorización para proponer una glosa, vinculada al presupuesto de la Superintendencia de Seguridad Social, que resuelva de manera general lo postulado en esas diversas indicaciones.


Así se acuerda.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 01.

_________

Partida 03

Poder Judicial


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General expresa que respecto de ella solo hay indicaciones inadmisibles y de información. Las primeras son las números 231, 233, 234, 235, 264, 265, 266, 267, 268, 269 y la 588


El señor Presidente las declara inadmisibles.


El Honorable Senador señor Navarro pide que se reconsidere la inadmisibilidad declarada que afecta a la indicación número 231. Sobre este asunto, interviene el señor Director de Presupuestos. Sin embargo, la Mesa mantiene su decisión.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín solicita que se ponga en votación la inadmisibilidad declarada en relación a la indicación número 588, la que, en definitiva, es confirmada por la Sala por 19 votos a favor, 1 en contra, una abstención y 4 pareos.


Votan por la inadmisibilidad, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Funda su decisión el Honorable Senador señor Navarro.


Vota por la admisibilidad, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Se abstiene el Honorable Senador señor Chahuán, quien funda su abstención.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, Pérez Varela y Tuma.


Se deja constancia de la intención de voto favorable del Honorable Senador señor Moreira.


Luego, el señor Secretario General manifiesta que las indicaciones 232, 236, 237, 238, 239 y 240 son de información.


El señor Presidente, considera inadmisibles las números 232, 236 y 239.


Asimismo, pide a la Sala confirmar la inadmisibilidad declarada respecto de la indicación número 240.


Además, sugiere dejar pendiente la número 238, toda vez que será resuelta en el marco de la nueva indicación que presentará próximamente el Gobierno, según lo explicado más arriba.


Así se acuerda, salvo lo relativo a la indicación número 232, respecto de la cual el Honorable Senador señor Navarro pide que se ponga en votación la declaración de inadmisibilidad.


Efectuada la votación, se confirma la declaración de inadmisibilidad formulada por la Mesa, por 17 votos a favor, 1 en contra, una abstención y 4 pareos.


Votan por la inadmisibilidad, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Letelier, Montes, Moreira, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Prokurica, Letelier y Coloma.


Vota por la admisibilidad, el Honorable Senador señor Navarro.


Se abstiene el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi, Larraín, Pérez Varela y Tuma.


Concluida la votación, interviene el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 03.

_________

Normas de quorum especial


A continuación, el señor Presidente pone en votación el artículo 27 del proyecto, salvo su número 3.


Con autorización de la Sala, interviene la señora Subsecretaria de Hacienda.


Concluida la votación, el artículo 27 -con excepción de su número 3- es aprobado por 25 votos a favor y 1 en contra, cumpliéndose, de esta forma, lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Votan por la afirmativa, los Honorales senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Prokurica, García, Bianchi, y señora Pérez San Martín.


Vota negativamente, el Honorable Senador señor Guillier, quien funda su voto en contra.

- - -


Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum establecido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, sobre un universo total de 36 Senadores en ejercicio.

- - -


En segundo lugar, el señor Presidente pone en votación la indicación número 669 -con enmiendas-, proposición que reemplaza el aludido número 3 del artículo 27.


Con autorización de la Sala, interviene el señor Ministro de Hacienda.


En definitiva, esta indicación es rechazada por 12 votos a favor y 13 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Letelier, Montes, Prokurica, Quinteros, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores Prokurica, Montes, Letelier y Bianchi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Moreira, Navarro y Tuma.


Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores Larraín, Navarro, Coloma, Allamand y Moreira.


En tercer término, el señor Presidente pone en votación el artículo 15 del proyecto, el cual es aprobado por 21 votos a favor y una abstención, cumpliéndose, de esta forma, lo exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Quinteros, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores Montes, Navarro, García y Chahuán.


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


En seguida, el señor Presidente pone en votación la glosa 04, vinculada al Programa 01 del Capítulo 01 de la Partida 23 Ministerio Público, que exige, para su aprobación, el voto favorable de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio.


Concluida la votación, esta glosa es aprobada por 21 votos a favor, cumpliéndose, así, el quorum constitucional exigido.

- - -


A continuación, se pone en votación la Glosa 31, asociada a la Asignación 005 del programa 01 de la Partida 07 Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la que se aprueba con la misma votación anterior.

- - -


En seguida, se pone en votación la Glosa 05, asociada al Programa 01 Dirección de Planeamiento, del Capítulo 02 Dirección General de Obras Públicas, de la Partida 12 Ministerio de Obras Públicas.

- - -


Esta glosa se rechaza por 13 votos a favor, 6 en contra y 3 abstenciones, de 36 Senadores en ejercicio, es decir, por no haberse reunido el quórum constitucionalmente requerido.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores García, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Lagos y Letelier.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, García Huidobro, Larraín, Moreira y Prokurica.


Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Prokurica, García Huidobro y Coloma.


Se abstienen Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi y De Urresti.


Fundan su abstención, los Honorables Senadores señor De Urresti y señora Pérez San Martín.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación el artículo 3 de la iniciativa, que también requiere, para ser aprobado, el voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio.


Este precepto es aprobado por 19 votos a favor, esto es, habiéndose cumplido el quorum que exige, para este efecto, la Carta Fundamental.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Prokurica, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Concluida la votación, el Honorable Senador señor Quinteros deja constancia de su intención de votar favorablemente esta disposición.

- - -


Finalmente, 21 señores Senadores presentes en la Sala acuerdan, por unanimidad, aprobar la Glosa 07, vinculada al Programa 02 Empresa de los Ferrocarriles del Estado, del Capítulo 01 Secretaría y Administración General de Transportes, de la Partida 19 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Se deja constancia, entonces, de haberse cumplido el requisito exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política.

_________

Partida 04

Contraloría General de la República


La Mesa declara inadmisibles las indicaciones 223, 226, 227, 228, 229, 230, 270 y 271.


La Sala aprueba esta declaración por la unanimidad de los presentes.

- - -


Asimismo, propone dar por aprobadas las indicaciones números 222, 224 y 225, por ser meramente de información.


Así se acuerda, por la misma unanimidad.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 04.

_________

Partida 06

Ministerio de Relaciones Exteriores


La Mesa declara inadmisibles las indicaciones 203, 204, 205, 206, 208, 209, 211, 355, 356, 357, 358, 359, 360, 361, 362, 363, 364 226, 227, 228, 229, 230, 270 y 271.


La Sala aprueba esta declaración por la unanimidad de los presentes.

- - -


Asimismo, propone dar por aprobadas las indicaciones números 207 y 210, por ser meramente de información.


Así se acuerda, por la misma unanimidad.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 06.

_________

Partida 17

Ministerio de Minería


Sobre la Partida, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Prokurica, Navarro y Guillier.


El señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones 104, 105, 106, 107, 108, 110 y 111.


Además, da por aprobadas las indicaciones de información números 109, 112, 529 y 530.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor García Huidobro y señora Allende.


En esta oportunidad, interviene, con la anuencia de la Sala, el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Queda despachada la Partida 17.

_________

Partida 20

Ministerio Secretaría General de Gobierno


El señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones 77, 78, 79, 80, 81, 83 y 84.


Además, da por aprobadas las indicaciones de información números 82 y 85.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 20.

_________

Partida 22

Ministerio Secretaría General de la Presidencia


En relación con esta Partida, el Ejecutivo presentó la indicación número 650, la que puesta en votación, fue aprobada por 10 votos a favor y 5 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, De Urresti, Guillier, Harboe, Letelier, Montes, Navarro, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, García Huidobro y Prokurica.


A continuación, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones 59, 60, 61, 62, 63, 65, 66 y 538.


Además, da por aprobadas las indicaciones de información números 64 y 67.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 22.

_________


Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este proyecto.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 65ª, ESPECIAL, EN VIERNES 24 DE NOVIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, señores Nicolás Eyzaguirre y Gabriel de la Fuente, respectivamente.


Participan, también, las Subsecretarias de Hacienda y de Educación, señoras Macarena Lobos y Valentina Quiroga, respectivamente. Además, están presentes el Director de Presupuestos, señor Sergio Granados, y diversos asesores de señores Parlamentarios y del Gobierno.


Actúa de Secretario General el titular del Senado señor Mario Labbé Araneda.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

_________


Se deja constancia que se adjunta al acta precedente un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2018 (Boletín N° 11.452-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos. Boletín N° 11.452-05.

La Mesa anuncia que corresponde proseguir la discusión en particular de la iniciativa de la referencia.

Partida 23

Ministerio Público


Primeramente, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 50, 51, 52, 53, 54, 56 y 57.


Asimismo, plantea que son de información las indicaciones números 55 y 58, las que se aprueban por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Luego, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 23.

_________

Partida 27

Ministerio de la Mujer y Equidad de Género


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General expresa que respecto de ella hay indicaciones inadmisibles, las que son declaradas como tales por el señor Presidente.


Luego, el señor Secretario General manifiesta que las indicaciones 19 y 22 son de información. Estas también son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.


El señor Presidente explica que la indicación número 20 está sujeta a una propuesta que va a hacer el Ejecutivo sobre el rembolso por licencias médicas, asunto que fue tratado en la sesión anterior.


Por lo tanto, sugiere dejarla pendiente.


Así se acuerda.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 27.

_________

Partida 28

Servicio Electoral 


La Mesa declara inadmisibles las indicaciones 5, 9, 11 y 12.


La Sala aprueba esta declaración por la unanimidad de los presentes.

- - -


Asimismo, propone dar por aprobadas las indicaciones números 10 y 13, por ser meramente de información.


Así se acuerda, por la misma unanimidad.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 28.

_________

Partida 07

Ministerio de Economía, Fomento y Turismo


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General señala que, en primer término, hay una petición de votación separada referida al Capítulo 06, Programa 01, Subtítulo 30, Ítem 02, Asignación 004 METRO S.A.


 El señor Presidente ofrece la palabra sobre este punto.


Intervienen los Honorables Senadores señores Prokurica y Montes, señora Allende, señores Tuma, Guillier, Bianchi, Chahuán, Quinteros, señora Pérez San Martín, y señores Letelier, García Huidobro, Navarro, Lagos, Harboe, De Urresti y García.


También hace uso de la palabra el señor Director de Presupuestos.


Puesta en votación, se obtiene el siguiente resultado: 10 votos a favor, 5 en contra, 7 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y los señores Allamand, García, Letelier, Montes, Ossandón, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Zaldívar y Tuma.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García Huidobro, Larraín y Prokurica.


Funda su voto en contra, el Honorable Senador señor Prokurica.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos y Navarro.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Quinteros.


El señor Secretario General destaca que las abstenciones inciden en el resultado, por lo que, conforme al Reglamento, corresponde repetir la votación.


Repetida la votación, se aprueba la Asignación 004 METRO S.A., contenida en la Partida 07, Capítulo 06, Programa 01, Subtítulo 30, Ítem 02, por 7 votos a favor, 5 en contra, 7 abstenciones y un pareo).


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Letelier, Montes, Ossandón, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores García Huidobro, Larraín y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos y Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quinteros.


Concluida la votación, el Honorable señor Allamand deja constancia de su intención de voto afirmativo. Lo propio hace el Honorable Senador señor Chahuán de su intención de voto negativo.


Por último, el señor Presidente recuerda que, según lo dispuesto en el Reglamento de la Corporación, las abstenciones se suman a la mayoría, por lo que la Asignación se entiende aprobada.


En segundo lugar, La Mesa declara inadmisibles las indicaciones números 194, 195, 196, 197, 198, 200, 201, 373, 374, 375, 380, 382, 384, 385 y 387 y la indicación número 602, en su primera parte, esto es, la 602 A, no así la 602 B.


La Sala aprueba esta declaración por la unanimidad de los presentes.


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la segunda parte de la indicación 602, es decir, el texto individualizado como 602 B.


Intervienen los Honorables Senadores señora Allende y señores Navarro y Harboe.


También hace uso de la palabra el señor Director de Presupuestos.


Puesta en votación, la indicación 602 B es aprobada por 23 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Allende y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Allende y señores Navarro, Bianchi y Zaldívar.

- - -


Asimismo, propone dar por aprobadas las indicaciones números 199, 202, 365, 366, 367, 368, 369, 370, 371, 372, 76, 77, 78, 79, 81, 83, 86, 568, 602 y 668, por ser meramente de información.


Así se acuerda, por la misma unanimidad.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 06.

_________

Partida 13

Ministerio de Agricultura


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General señala que, en primer lugar, corresponde tratar la indicación número 649.


 El señor Presidente ofrece la palabra sobre este punto.


Hace uso de la palabra el señor Director de Presupuestos.


Interviene el Honorable Senador señor García.


Puesta en votación, la indicación se aprueba por 18 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Montes, Ossandón, Prokurica, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


No vota, por estar pareados, el Honorable Senador señor Quinteros.


En seguida, La Mesa declara inadmisibles las indicaciones números 140, 141, 142, 143, 144, 146, 147, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 485, 486, 487, 558 y 584.


La Sala aprueba esta declaración por la unanimidad de los presentes.

- - -


Asimismo, propone dar por aprobadas las indicaciones números 145, 148, 585, 586 y 587, por ser meramente de información.


Así se acuerda, por la misma unanimidad.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Finalmente, interviene, una vez más, el señor Director de Presupuestos.

- - -


Queda despachada la Partida 13.

_________

Partida 14

Ministerio de Bienes Nacionales


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General expresa que respecto de ella las indicaciones números 132, 133, 134, 488, 489, 131, 135, 137 y 138 son inadmisibles, las que son declaradas como tales por el señor Presidente.


Luego, el señor Secretario General manifiesta que las indicaciones 136, 139 y 490 son de información. Estas también son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 14.

_________

Partida 15

Ministerio del Trabajo y Previsión Social


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General señala que, en primer lugar, corresponde tratar la indicación número 642.


 Ofrecida la palabra por el señor Presidente, hace uso de ella el señor Director de Presupuestos.


Asimismo, interviene el Honorable Senador señor Navarro.


Puesta en votación, la indicación se aprueba por 15 votos a favor, 3 votos en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Allamand, Bianchi, García, García Huidobro, Lagos, Larraín, Montes, Ossandón, Prokurica, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Navarro.


No vota, por estar pareados, el Honorable Senador señor Quinteros.


Luego, el señor Secretario General informa que corresponde analizar la indicación número 674, la que es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


A continuación, se pone en discusión la votación separada pedida para el Item 007 Aporte Previsional Solidario, del Subtítulo 24, Programa 01, Capítulo 09.


Intervienen los Honorables Senadores señores Prokurica, Navarro, Chahuán, García Huidobro, señora Allende y señores Bianchi, Lagos y Letelier.


Hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.


Puesta en votación, el referido Item 17 se aprueba por 18 votos a favor, una abstención y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Bianchi, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Navarro, Ossandón, Prokurica, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Chahuán.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina y Quinteros.


En seguida, La Mesa declara inadmisibles las indicaciones números 122, 123, 124, 125, 126, 128, 129, 491, 492 y 493, declaración que es confirmada por la Sala, unánimemente.

- - -


Asimismo, propone dar por aprobadas las indicaciones números 127, 130, 609, 610, 611 y 666, por ser meramente de información.


Interviene el Honorable Senador señor Prokurica.


La sala aprueba esta proposición, también unánimemente.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 15.

_________

Partida 24

Ministerio de Energía


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General explica que se ha pedido votación separada del Programa 01 del Capítulo 01 de esta partida.


La Honorable Senadora señora Von Baer, autora de la indicación, la retira.


En seguida, el señor Secretario General expresa que respecto de esta partida las indicaciones números 41, 42, 43, 44, 45, 47, 48, 539, 541 y 542 son inadmisibles, las que son declaradas como tales por el señor Presidente.


Luego, agrega que las indicaciones 46, 49, 540 y 561 son de información. Estas también son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 24.

_________

Partida 25

Ministerio del Medio Ambiente


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General expresa que respecto de esta partida las indicaciones números 32, 33, 34, 35, 36, 38, 39, 543, 544, 545, 546 y 621 son inadmisibles, las que son declaradas como tales por el señor Presidente.


Luego, agrega que las indicaciones 37 y 40 son de información. Estas son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 25.

_________

Partida 26

Ministerio del Deporte


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General expresa que respecto de esta partida las indicaciones números 23, 24, 25, 26, 27, 29, 30, 547 y 549 son inadmisibles, las que son declaradas como tales por el señor Presidente.


Interviene el Honorable Senador señor Bianchi.


El señor Ministro de Hacienda se hace cargo del planteamiento anterior.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Chahuán, Letelier, Navarro, señoras Allende y Pérez San Martín, y señores De Urresti y Harboe.


El señor Secretario General hace presente que resta pronunciarse respecto de la indicación número 648.


Puesta en votación la referida indicación es aprobada por 18 votos a favor, 1 voto en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Bianchi, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Larraín, Montes, Ossandón, Prokurica, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor De Urresti.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 26.

_________

Partida 05

Congreso Nacional


En relación con esta partida, el señor Presidente plantea rechazar lo aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional. Para este efecto, propone aprobar la indicación número 636.


Intervienen los Honorables Senadores señores Larraín y Montes.


Puesta en votación, la referida indicación es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes.

- - -


De esta forma, queda despachada la Partida 05.

_________

Partida 08

Ministerio de Hacienda


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General expresa que respecto de esta partida las indicaciones números 185, 186, 187, 188, 189, 191, 192, 390, 391, 392, 395, 396, 400 y 401 son inadmisibles, las que son declaradas como tales por el señor Presidente. Éste agrega, con el mismo carácter, las indicaciones números 393, 394.


El señor Secretario General añade que las indicaciones 190, 193, 388, 397, 398, 399, 393, 394 y 569 son de información. Por ello, se dan por aprobadas.


Interviene el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 08.

_________

Partida 18

Ministerio de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General explica que se ha pedido votación separada de la Glosa 05, Ítem 02, Subtítulo 31, del Programa 01.


La Honorable Senadora señora Von Baer, autora de la indicación, la retira.


A continuación, el señor Secretario General informa que la Mesa ha declarado inadmisibles las indicaciones números 95, 96, 97, 98, 99, 101, 102, 531 y 599.


Añade que las indicaciones 100, 103, 598 y 600 son de información. Por ello, se dan por aprobadas.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 18.

_________

Partida 21

Ministerio de Desarrollo Social


El señor Presidente pone en discusión esta partida y, en primer lugar, declara inadmisibles las indicaciones números 68, 69, 70, 71, 72, 74, 75, 536, 537, 551, 552, 553, 622, 623 y 624.


El Honorable Senador señor Navarro hace uso de la palabra.


Luego, a proposición de la Mesa, se aprueban las indicaciones números 73, 76 y 560, que son de información.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 21.

_________

Párrafo final de la Glosa 04 asociada al Capítulo 03, Programa 01

Agencia de Calidad de la Educación, de la Partida 09 Ministerio de Educación


El señor Presidente recuerda que entre las normas de quorum especial contenidas en esta iniciativa y que fueron conocidas en la sesión anterior, quedó pendiente la individualizada en el epígrafe. Por ello, la pone en discusión.


Interviene el Honorable Senador señor Montes


Puesto en votación, es rechazado el referido párrafo final de la Glosa 04, Ítem 001 Evaluación de Logros de Aprendizaje, por 16 votos a favor y 9 en contra, es decir, por no reunirse el quorum constitucional exigido.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Funda su voto favorable, el Honorable Senador señor Montes.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Ossandón y Prokurica.

_________

Partida 11

Ministerio de Defensa Nacional


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General anuncia que respecto de ella se ha presentado la indicación número 637, la que es puesta en votación.


Concluida la votación, la referida indicación es aprobada por 20 votos a favor, una abstención y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Bianchi, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Tuma.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Espina y Quinteros.


Luego, el señor Secretario General señala que corresponde pronunciarse acerca de la indicación número 656, la que es puesta en votación.


Efectuada la votación, la indicación es aprobada por 17 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Bianchi, García Huidobro, Girardi, Harboe, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quinteros.


A continuación, el señor Secretario General expresa que la Mesa ha declarado inadmisibles las indicaciones números 447, 448, 449, 450, 451, 452, 453, 455, 456, 457, 461, 462, 463, 464, 465, 466, 163, 164, 165, 631, 632, 633, 634, 159, 160, 162 y 166.


La Sala confirma esta decisión.


Luego, a proposición de la Mesa, se aprueban las indicaciones números 158 y 161, que son de información.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 11.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

_________

Partida 12

Ministerio de Obras Públicas


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General manifiesta que existe una solicitud de votación separada.


La Honorable Senadora señora Von Baer, autora de la indicación, la retira.


Luego, interviene el Honorable Senador señor Prokurica.


En seguida, el señor Secretario General advierte que a esta partida se ha presentado la indicación número 651.


El señor Presidente la pone en discusión.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Von Baer, señores García y Tuma, señora Allende y señores García Huidobro, Letelier, Larraín, Harboe, Navarro, De Urresti, Zaldívar y Prokurica.


Intervienen, también, los señores Ministro de Hacienda y Director de Presupuestos.


Efectuada la votación, la indicación es aprobada por 10 votos a favor y 7 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Montes, Navarro, Walker, don Ignacio, y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García, García Huidobro, Larraín y Prokurica.


A continuación, el señor Secretario General señala que en esta partida, Capítulo 02, Programa 11, Asignación 026, Empresa Metro S.A., hay una solicitud de votación separada del Honorable Senador Navarro; otra solicitud, para los mismos efectos, del Honorable señor Prokurica; y una indicación -la número 665-, de este último señor Senador.


Los mencionados señores Senadores retiran sus indicaciones.


Luego, el señor Ministro de Hacienda informa a la Sala acerca de un acuerdo suscrito en este momento en relación con el tema a que se refieren las indicaciones recién retiradas.


En seguida, el señor Secretario General expresa que la Mesa ha declarado inadmisibles las indicaciones números 149, 150, 151, 152, 153, 155, 156, 470, 471, 472 y 565.


La Sala confirma esta decisión.


Sin perjuicio de lo anterior, los Honorables Senadores señores Navarro y De Urresti exponen algunos puntos de vista sobre política forestal.


Luego, a proposición de la Mesa, se aprueban las indicaciones números 154, 157, 467, 468, 469, 473, 474, 475, 476, 477, 478, 619, 620, 562, 563, 564, 566, 567, 592 y 603, que son de información.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 12.

_________

Partida 05

Ministerio del Interior y Seguridad Pública


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General manifiesta que, en primer lugar, corresponde pronunciarse la indicación número 640.


Puesta en votación, esta indicación es aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes.


A continuación, el señor Secretario General destaca que hay dos indicaciones para votar separadamente la Asignación 015 Programas de Prevención en Seguridad Ciudadana, Ítem 03, Subtítulo 24, Programa 01, Capítulo 08.


Puesta en discusión, intervienen los Honorables Senadores señores Navarro, Espina, García, Harboe y Chahuán, señora Allende, y señores Montes y Prokurica.


Hace uso de la palabra, también, el señor Ministro de Hacienda.


Puesta en votación, la referida Asignación 015 es rechazada por 2 votos a favor, 12 votos en contra, 4 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Navarro y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Bianchi, Letelier, Montes y Walker, don Ignacio.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.


Luego, el Honorable Senador señor Navarro retira la indicación para votar separadamente la Glosa 04, Programa 02 Inversión Regional Región

VIII, así como la indicación número 304, ambas de su autoría.


En seguida, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 216, 217, 218, 220, 221, 272, 273, 274, 275, 276, 277, 278, 279, 280, 281, 282, 283, 284, 285, 286, 287, 288, 289, 290, 291, 292, 293, 294, 295, 296, 297, 299, 300, 301, 303, 305, 307, 308, 309, 310, 311, 312, 313, 314, 315, 316, 317, 318, 319, 320, 321, 322, 324, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332, 333, 334, 335, 336, 337, 338, 339, 340, 341, 342, 344, 345, 346, 350, 351, 352, 353, 605, 664 A, 664 B, 630, 570, 571, 573, 591, 219, 306, 213 y 214.


Luego, el Honorable Senador señor De Urresti solicita se reconsidere la inadmisibilidad declarada respecto de la indicación número 570.


Sin embargo, el señor Presidente mantiene su decisión sobre este asunto y, entonces, la pone en votación.


Concluida la votación, se declara inadmisible la indicación 570 por 10 votos a favor, 9 en contra y un pareo.


Votan por la admisibilidad los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Navarro y Prokurica.


Fundan su voto por la admisibilidad, los Honorables Senadores señores Prokurica, Lagos, De Urresti y Navarro.


Votan por la inadmisibilidad, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García, García Huidobro, Larraín, Letelier, Walker, donIgnacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto por la inadmisibilidad, los Honorables Senadores señores García Huidobro, García, Letelier y Chahuán, señora Von Baer y señor Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.


Hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Allende.


A continuación, se dan por aprobadas las indicaciones de información números 212, 215, 298, 343, 347, 349, 354 y 572.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 05.

_________

Partida 19

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General manifiesta que existe una solicitud de votación separada relativa al programa 06 Subsidio Nacional al Transporte Público.


La Honorable Senadora señora Von Baer, autora de la indicación, la retira.


En seguida, el señor Secretario General advierte que a esta partida se ha presentado la indicación número 663.


El señor Presidente la pone en discusión.


Interviene el señor Ministro de Hacienda.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor García Huidobro, señora Von Baer, y señores De Urresti y Bianchi.


Puesta en votación, la referida indicación es aprobada por 15 votos a favor y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, García, García Huidobro, Girardi, Lagos, Larraín, Montes, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro, García, Letelier, Larraín y De Urresti, y señora Allende.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.


En seguida, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 86, 87, 88, 89, 90, 92, 93, 532, 533, 534, 535, 593, 594 y 595.


A continuación, se dan por aprobadas las indicaciones de información números 91, 94, 604, 581, 582 y 583.

- - -


Luego, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 19.

_________

Partida 10

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


El señor Secretario General manifiesta que se ha presentado una solicitud de votación separada respecto del Programa 02 Rehabilitación y Reinserción Social.


El señor Presidente la pone en discusión.


Interviene el Honorable Senador señor Espina, autor de la petición.


Puesto en votación, se rechaza el aludido programa por 5 votos a favor, 10 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Girardi, Montes, Walker, don Ignacio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Bianchi, García, García Huidobro, Harboe, Larraín, Navarro, Prokurica y Walker, don Patricio.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.


En seguida, el señor Secretario General informa que corresponde conocer la indicación número 635.


El señor Presidente la pone en discusión.


Hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.


Puesta en votación, se aprueba esta indicación por 13 votos a favor, 1 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Bianchi, García, García Huidobro Girardi, Harboe, Larraín, Letelier, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Funda su voto a favor, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.


También manifiesta su opinión el Honorable Senador señor Montes, quien deja constancia de su intención de voto favorable.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.


A continuación, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones 168, 169, 171, 172, 173, 174, 175, 419, 421, 425, 426, 427, 428, 429, 430, 431, 432, 433, 434, 435, 436, 437, 438, 439, 441, 444 y 446.


Además, da por aprobadas las indicaciones de información números 167, 170, 420, 422, 423, 424, 440, 442, 443 y 445.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 10.

_________

Partida 16

Ministerio de Salud


El señor Presidente pone en discusión esta partida.


Sobre ella, el Honorable Senador señor Harboe advierte un problema de redacción en la indicación número 617, que recae en la letra e) de la glosa 02, asociada al Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo.


Por lo anterior, el señor Presidente decide dejarla pendiente a la espera de que se corrija el error,


El señor Secretario General informa que se ha presentado la indicación número 607, la que es rechazada por considerársela ininteligible.


A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer retira solicitud de votación separada, de su autoría, recaída en el Capítulo 10, Programa 02 Inversión Sectorial de Salud.


En seguida, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 641.


Sobre ella, hace uso de la palabra el señor Director de Presupuestos.


Sobre el mismo punto, intervienen los Honorables senadores señora Von Baer, Bianchi, García Huidobro, Girardi, Montes, Prokurica y Navarro.


Finalmente, la indicación es rechazada por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


A continuación, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones 4, 113, 114, 115, 116, 117, 119, 120, 495, 499, 500, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510, 511, 512, 513, 514, 515, 516, 517, 518, 519, 521, 522, 523, 524, 525, 526, 527, 554, 555, 556, 590, 607, 612, 613 y 618.


Luego, intervino el Honorable Senador señor Navarro para referirse a las indicaciones números 498 y 520.


A raíz de lo anterior, la Sala aprobó la inadmisibilidad de ambas indicaciones.


La inadmisibilidad referida a la indicación número 498, se aprobó por 10 votos a favor y 2 en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Bianchi, García, García Huidobro, Girardi, Montes, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro -quien funda su voto en contra- y Prokurica.


La declaración de inadmisibilidad referida a la indicación número 520, se aprobó por 12 votos a favor, 1 en contra y dos abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Girardi, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro, quien funda su voto.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica.


En seguida, el señor Secretario General dice que corresponde conocer la indicación número 617, la que, puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes, con una enmienda de redacción.


Además, la misma unanimidad se da para la aprobación de las indicaciones de información números 118, 121, 494, 496, 497, 501, 502, 503, 528, 579, 580, 589, 608, 614, 615, 616.


Luego, intervienen los Honorables Senadores señores Bianchi, Zaldívar, Harboe, Chahuán y García Huidobro.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 16.

_________

Partida 09

Ministerio de Educación


El señor Presidente pone en discusión esta partida y hace presente que cada Comité dispondrá de diez minutos.


Así se acuerda.


El señor Secretario General anuncia que se ha solicitado votación separada respecto de las indicaciones 550 a) y 550 b).


Sin embargo, el señor Presidente declara inadmisibles las aludidas indicaciones.


En relación con este asunto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Bianchi y Harboe.


Sobre el mismo tema, interviene el señor Director de Presupuestos. Éste informa que, respecto de esta materia, el Ejecutivo ha presentado la indicación número 658.


El señor Presidente pone en discusión la indicación recién mencionada.


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores De Urresti, Letelier, Bianchi, Chahuán, Harboe, Lagos, Guillier y Navarro, y señora Von Baer.


Puesta en votación, la referida indicación es aprobada por 16 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer, y señores Allamand, Bianchi, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


A continuación, el señor Secretario General expresa que deben considerarse las indicaciones números 638 y 639, las que -puestas en votación- son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.


El señor Secretario General manifiesta que ahora corresponde pronunciarse acerca de una votación separada que se ha planteado.


La Honorable Senadora señora Von Baer -autora de la indicación- la retira.


En seguida, el señor Secretario General señala que corresponde pronunciarse acerca de las indicaciones números 660 y 661, las que son puestas en discusión.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes.


Intervienen, además, los señores Ministro de Hacienda y Director de Presupuestos.


Efectuada la votación, la indicación es aprobada por 19 votos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Luego, el señor Secretario General señala que corresponde pronunciarse acerca de dos peticiones de votación separada.


La Honorable Senadora señora Von Baer -que las había planteado- retira las solitudes de votación separada.


A continuación, el señor Secretario General expresa que la Mesa ha declarado inadmisibles las indicaciones números 3, 176, 177, 178, 179, 180, 182, 183, 402, 403, 405, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 414, 418, 550 A, 550 B, 557, 559, 574, 577, 578, 596, 597, 601, 625, 626, 627, 628, 670, 671 y 673..


La Sala confirma esta decisión.


En seguida, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Bianchi, Montes, De Urresti, Allamand, Navarro, Walker, don Ignacio, Harboe, Larraín y Lagos, señora Von Baer y señores Guillier, Chahuán, Letelier y García.


En seguida, a proposición de la Mesa, se aprueban las indicaciones números 181, 184, 404, 406, 407, 415, 416, 550 c), 575 y 576, que son de información.


Posteriormente, interviene el señor Ministro de Hacienda.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 09.

_________


Al iniciar el estudio de la Partida 16 Ministerio de Salud, se dejó pendiente resolver sobre la indicación número 617.


En este momento, dicha proposición es aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes, con una nueva redacción para la letra e) de la glosa 02, asociada al Subtítulo 22 Bienes y Servicios de Consumo, de la referida Partida 16.

_________

Partida 50

Tesoro Público


El señor Presidente pone en discusión esta partida


El señor Secretario General manifiesta que la Honorable Senadora señora Von Baer ha pedido votación separada de esta partida.


La aludida señora Senadora retira su solicitud.


Luego, el señor Presidente pone en votación las indicaciones números 643, 645, 646 y 647, las que son aprobadas unánimemente.


Con posterioridad, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 667.


A continuación interviene el Honorable Senador señor Prokurica.


El señor Ministro de Hacienda se hace cargo de lo expuesto por el señor Senador recién mencionado.

- - -


A continuación, se da por aprobado el resto de la Partida, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica.

- - -


Queda despachada la Partida 50.

_________

Articulado


El señor Presidente pone en discusión el articulado de esta iniciativa.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Harboe, Bianchi, Navarro y Chahuán, para referirse al traspaso a cargos de contrata de las personas que, durante años, prestan servicios a honorarios al Estado.


Sobre el particular, interviene el señor Ministro de Hacienda.


Asimismo, deja una constancia el Honorable Senador señor Zaldívar.


En seguida, el señor Presidente pone en votación la indicación número 653.


Concluida la votación, se obtienen 7 votos a favor, 6 en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García Huidobro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, De Urresti, Harboe, Lagos, Montes y Navarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Chahuán.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.


En seguida, el señor Secretario General advierte que la abstención influye en el resultado, por lo que el señor Presidente dispone que se efectúe una nueva votación.


Efectuada la nueva votación, se produce el siguiente resultado: 7 votos a favor, 7 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García Huidobro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Harboe, Lagos, Montes y Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.


El señor Secretario General pone de relieve que, por haberse registrado un empate, debe repetirse la votación.


Repetida la votación, se rechaza la indicación por 6 votos a favor, 7 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores García Huidobro, Prokurica, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Harboe, Lagos, Montes y Navarro.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.


A continuación, el Honorable Senador señor Navarro retira solicitudes de votación separada que había planteado en relación con el articulado de esta iniciativa.


El señor Presidente pone en votación las indicaciones números 1, 2, esta última refundida con otra de autoría del Honorable Senador señor Larraín, 652 y 675. Todas ellas son aprobadas en forma unánime. Cabe dejar constancia que la indicación número 675 no recae en el articulado sino que en la partida 09, capítulo 05, programa 01, para modificar la glosa 07, en el sentido que ella misma señala.


Luego, el señor Secretario General expresa que la Mesa ha declarado inadmisibles las indicaciones números  606 y 629, decisión que es confirmada por la Sala.


Finalmente, se da por aprobado el resto del articulado.

- - -


Queda terminada la discusión de esta iniciativa. 

- - -



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Apruébase el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Sector Público, para el año 2018, según el detalle que se indica:

	En Moneda Nacional


	

	
	

	En Miles de $



	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias    
	Total

	  INGRESOS
	50.827.319.943
	2.406.468.347
	48.420.851.596

	  IMPUESTOS
	34.758.236.115
	
	34.758.236.115

	  IMPOSICIONES PREVISIONALES
	2.751.136.329
	
	2.751.136.329

	  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	1.482.865.100
	1.414.387.161
	68.477.939

	  RENTAS DE LA PROPIEDAD
	481.466.941
	49.454.554
	432.012.387

	  INGRESOS DE OPERACIÓN
	958.072.610
	
	958.072.610

	  OTROS INGRESOS CORRIENTES
	1.060.507.080
	
	1.060.507.080

	  VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	27.052.796
	
	27.052.796

	  VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	3.275.740.862
	
	3.275.740.862

	  RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
	451.321.093
	
	451.321.093

	  TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	976.598.371
	942.626.632
	33.971.739

	  ENDEUDAMIENTO
	4.575.373.933
	
	4.575.373.933

	  SALDO INICIAL DE CAJA
	28.948.713
	
	28.948.713

	  GASTOS
	50.827.319.943
	2.406.468.347
	48.420.851.596

	  GASTOS EN PERSONAL
	8.416.248.777
	
	8.416.248.777

	  BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	3.141.747.929
	
	3.141.747.929

	  PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	7.547.149.394
	
	7.547.149.394

	  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	18.567.337.967
	1.315.052.260
	17.252.285.707

	  INTEGROS AL FISCO
	178.006.294
	148.789.455
	29.216.839

	  OTROS GASTOS CORRIENTES
	14.619.904
	
	14.619.904

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	225.947.432
	
	225.947.432

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.356.515.340
	
	1.356.515.340

	  INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	3.579.684.916
	
	3.579.684.916

	  PRÉSTAMOS
	940.566.643
	
	940.566.643

	  TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	4.197.689.467
	942.626.632
	3.255.062.835

	  SERVICIO DE LA DEUDA
	2.511.346.039
	
	2.511.346.039

	  SALDO FINAL DE CAJA
	150.459.841
	
	150.459.841


	En Moneda Extranjera Convertida a Dólares


	

	
	

	En Miles de US$



	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias    
	Total

	  INGRESOS
	3.678.449
	0
	3.678.449

	  IMPUESTOS
	32.400
	
	32.400

	  RENTAS DE LA PROPIEDAD
	894.396
	
	894.396

	  INGRESOS DE OPERACIÓN
	4.569
	
	4.569

	  OTROS INGRESOS CORRIENTES
	22.562
	
	22.562

	  VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	160
	
	160

	  VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.544.176
	
	2.544.176

	  RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
	3.220
	
	3.220

	  ENDEUDAMIENTO
	174.966
	
	174.966

	  SALDO INICIAL DE CAJA
	2.000
	
	2.000

	  GASTOS
	3.678.449
	0
	3.678.449

	  GASTOS EN PERSONAL
	162.460
	
	162.460

	  BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	226.870
	
	226.870

	  PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	455
	
	455

	  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	72.986
	
	72.986

	  OTROS GASTOS CORRIENTES
	310
	
	310

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	39.434
	
	39.434

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.838.321
	
	2.838.321

	  INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	1.857
	
	1.857

	  PRÉSTAMOS
	3.220
	
	3.220

	  TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	300
	
	300

	  SERVICIO DE LA DEUDA
	330.236
	
	330.236

	  SALDO FINAL DE CAJA
	2.000
	
	2.000


Artículo 2.- Apruébanse los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2018, a las Partidas que se indican:

	IMPUESTOS
	34.758.236.115
	32.400

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	113.001.650
	1.301.548

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	243.625.664
	894.396

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	15.916.893
	4.569

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	443.078.199
	10.292

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	325.077
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.722.014.724
	2.542.755

	RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	495.120.289
	561.901

	ENDEUDAMIENTO
	4.550.000.000
	174.966

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS
	43.346.318.621
	5.524.827

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	20.016.052
	

	
	
	

	CONGRESO NACIONAL
	121.684.702
	

	PODER JUDICIAL
	555.581.162
	

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	73.950.143
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA
	2.721.693.514
	79.918

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	82.216.493
	206.341

	MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO
	424.184.135
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	407.798.297
	

	MINISTERIO DE EDUCACIÓN
	10.031.615.939
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS
	1.033.659.663
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	1.161.741.047
	188.258

	MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS
	1.955.815.892
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	451.304.703
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	12.605.519
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
	6.455.193.349
	

	MINISTERIO DE SALUD
	5.263.943.470
	

	MINISTERIO DE MINERÍA
	45.864.007
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	2.485.172.660
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	996.448.533


	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO
	28.599.233
	

	MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
	610.218.659
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	12.842.850
	

	MINISTERIO PÚBLICO
	189.870.848
	

	MINISTERIO DE ENERGÍA
	130.547.647
	

	MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
	53.686.745
	

	MINISTERIO DEL DEPORTE
	97.396.380
	

	MINISTERIO DE LA MUJER Y LA EQUIDAD DE GÉNERO
	52.482.498
	

	SERVICIO ELECTORAL
	23.791.675
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	SUBSIDIOS
	1.119.234.538
	

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	3.877.808.336
	2.710.381

	SERVICIO DE LA DEUDA PÚBLICA
	2.350.892.371
	329.939

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	810.554

	FONDO DE ESTABILIZACIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL
	
	173.959

	FONDO PARA LA  EDUCACIÓN
	30
	1.025.477

	FONDO DE APOYO REGIONAL
	392.520.299
	

	FONDO PARA DIAGNÓSTICOS Y TRATAMIENTOS DE ALTO COSTO
	105.937.232
	

	TOTAL APORTES
	43.346.318.621
	5.524.827


Artículo 3.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 7.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.



Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 1.500.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.




Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.




La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2018 y aquéllas que se contraigan para efectuar pago anticipado total o parcial de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2018, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.




No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley Nº 3.500, de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.000.000 miles.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los Gastos en personal, Bienes y servicios de consumo, Prestaciones de seguridad social, Transferencias corrientes, Integros al Fisco y Otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1 de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos Subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades aprobadas en el citado artículo 1, de los Subtítulos de Adquisición de activos no financieros, Iniciativas de inversión y Transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.


Artículo 5.- Durante el año 2018, la aplicación de la letra d) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrata en el mismo servicio, requerirá la autorización previa de la Dirección de Presupuestos, la que verificará la disponibilidad presupuestaria para ello en el Servicio respectivo. Dicha autorización se requerirá asimismo para la contratación de personal suplente en los cargos de planta que no se encuentren desempeñados por su titular en virtud de la aplicación del mecanismo anterior.


Lo dispuesto en este artículo no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad en el año 2017.


Artículo 6.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2018, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato. Esta calificación pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.


Artículo 7.- En los decretos que contengan transferencias, hayan sido dispuestas en esta ley o se creen en virtud del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, con imputación a los ítems 01, 02 y 03, de los Subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto, para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que la institución receptora deberá dar a los recursos, las condiciones o modalidades de reintegro de los mismos y la información que respecto de su aplicación deberá remitirse al organismo que se determine. Con todo, los saldos de recursos transferidos en el ejercicio anterior, no utilizados por los organismos receptores y que deban ser reintegrados, deberán ser ingresados a Rentas Generales de la Nación.


Aquellas transferencias, incluidas en el Subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria en los distintos conceptos de gasto, con visación de la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 8.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile, Gendarmería de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 9.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo.


Asimismo, podrán aumentarse los cupos de honorarios fijados en este presupuesto a los servicios públicos y programas presupuestarios, con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse los cupos de honorarios del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo.


Artículo 10.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un periodo superior a treinta días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Artículo 11.- Para los efectos de proveer durante el año 2018 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 12.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para adquirir, a cualquier título, toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, mediante cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.


Artículo 13.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2018 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas en años anteriores, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:


- 65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


- 10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


- 25% a beneficio fiscal, que ingresará a Rentas Generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


En el caso de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas, las aplicaciones que se efectúen con cargo a los recursos provenientes de las enajenaciones, se incorporarán anualmente en la Ley de Presupuestos, en los respectivos capítulos de la Partida del Ministerio de Defensa Nacional, identificando los ingresos y gastos estimados en cada caso. Los recursos sólo podrán emplearse en proyectos de infraestructura, incluidos proyectos de inversión social, tales como habitabilidad y mejoramiento de las condiciones de vida de todo el personal integrante de estas instituciones, y en proyectos de infraestructura militar. 


Trimestralmente el Ministerio de Defensa Nacional deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de las enajenaciones de los bienes inmuebles de las Fuerzas Armadas.


Artículo 14.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a la Biblioteca del Congreso Nacional los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y saldo de la deuda bruta del Gobierno Central.


Del mismo modo, se deberá incluir, en anexos, información del gasto devengado en el Gobierno Central del Subtítulo 22 ítem 07, Publicidad y Difusión, desagregado por asignación, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior, y de las asignaciones comprendidas en los Subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley.


3. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las Partidas de esta ley, al nivel de Partidas, Capítulos y Programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


4. Copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados durante cada mes y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en dicho mes por partida, que contenga una descripción indicando si se trata de incrementos por aplicación de leyes, reducciones por ajuste fiscal, o modificaciones por decisiones de política, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida, dentro de los treinta días siguientes al término del mismo.

5. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile y de todas aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas; y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


6. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


7. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3 de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


8. Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. Dicho informe deberá detallar también los activos financieros provenientes del Fondo de Apoyo Regional.


9. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.


10. Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5 de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


Para dar cumplimiento a lo señalado en los numerales anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes de conformidad a las instrucciones impartidas para tal efecto por la Dirección de Presupuestos. Además, ésta deberá ser publicada en los mismos plazos en los respectivos sitios web de los organismos obligados a proporcionarla.


Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado, de la Cámara de Diputados y Especial Mixta de Presupuestos, será proporcionada por los respectivos organismos también a la Biblioteca del Congreso Nacional. En el caso de la Cámara de Diputados dicha información se proporcionará a través del Departamento de Evaluación de la Ley, para su trabajo y remisión a quien lo solicite.


Artículo 15.- Durante el año 2018, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5 de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 16.- Durante el año 2018, el Presidente de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.


Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.


Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2 de la ley N° 19.847.


Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2018, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del cien por ciento (100%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.


La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.


Artículo 17.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las afiliaciones existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación o renovación les demande efectuar contribuciones o aportes o aumentos de éstos y si los convenios consisten en aumentos del monto de cuotas, su visación quedará condicionada a la disponibilidad de recursos fiscales.


Artículo 18.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


Las aprobaciones, visaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúe por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8 del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4 de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9 de la ley N° 19.104 y el artículo 14 de la ley N° 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5 de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


Artículo 19.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.


Artículo 20.- Cuando los órganos y servicios públicos realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 40%, en medios de comunicación con clara identificación local, distribuidos territorialmente de manera equitativa. Este porcentaje no podrá destinarse a medios que sean parte de conglomerados, holdings o cadenas de medios de comunicación, con los que se relacionen en los términos de los artículos 99 y 100 de la ley N° 18.045, que tengan sedes o sucursales en más de una región. Para estos efectos, el Ministerio Secretaría General de Gobierno elaborará un catastro regionalizado de los medios de comunicación. Se preferirá, para la aplicación de este artículo, el trato con los medios de comunicación que efectuarán por sí mismo el avisaje y las publicaciones, evitando en lo posible la contratación de intermediarios o agencia. En caso de contratarse con estos últimos, deberán transparentar sus ítems de gasto, los que serán remitidos al Ministerio Secretaría General de Gobierno. Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido, por medio de sus respectivos sitios web.


Los órganos y servicios públicos a que se refiere este artículo, deberán remitir a más tardar en marzo de 2018 su planificación anual de avisaje y publicaciones al Ministerio Secretaría General de Gobierno, el que monitoreará el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior.


Artículo 21.- Será de cargo de las respectivas entidades públicas el siguiente deber de información:


1. Remisión a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, de una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.


2. En caso de contar con asignaciones comprendidas en los Subtítulos 24 y 33, los organismos responsables de dichos programas deberán publicar en un informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre en su sitio web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.


Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.


3. En caso de contar con asignaciones correspondientes al Subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2018, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.


4. Mensualmente, el Gobierno Regional correspondiente deberá informar los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los treinta días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


5. Publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo proceso.


6. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.


7. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados, a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 22.- Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los ministerios, las intendencias, las gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.


Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión, para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquéllos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.


Asimismo, los organismos a que se refiere este artículo sólo podrán editar memorias y otras publicaciones por medios electrónicos, salvo que la normativa que las regule indique expresamente que se deben publicar en medios impresos. Asimismo, no podrán incurrir en gastos para la elaboración de artículos de promoción institucional. El gasto por concepto de suscripciones a revistas, diarios y servicios de información, tanto en papel como por medios electrónicos de transmisión de datos, deberá limitarse al que sea estrictamente indispensable para el quehacer de los servicios.


Artículo 23.- Las comisiones de servicio en el país y en el extranjero deberán reducirse a las que sean imprescindibles para el cumplimiento de las tareas institucionales, especialmente aquellas en el extranjero. Salvo motivos justificados, o en el caso de ministros de Estado, los pasajes se deberán comprar a lo menos con 7 días hábiles de anticipación.


Sólo el Presidente de la República y los ministros de Estado en comisiones de servicio en el extranjero podrán estar acompañados de comitivas, las que, en el caso de los ministros, estarán compuestas por un máximo de dos acompañantes, a excepción del Ministro de Relaciones Exteriores, a quien podrá acompañar un máximo de tres personas. A solicitud de las respectivas instituciones, la Dirección de Presupuestos podrá autorizar excepciones al número de integrantes de las señaladas comitivas. 


Trimestralmente se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre las comisiones de servicio en el país y en el extranjero. Estas contendrán en detalle el número de comisiones y cometidos funcionarios, funcionarios designados, destino de ellas, viático recibido y fundamentos de ella, a excepción de aquellas que tengan el carácter de reservadas.


Artículo 24.- Fíjase para el año 2018 en 8.000 el número máximo de personas que podrá modificar su calidad jurídica de honorario a suma alzada a contrata, asimilándose al grado de la planta legal del estamento que le corresponda cuya remuneración total le permita mantener su remuneración bruta. Se entenderá que se mantiene la remuneración cuando el cambio de calidad jurídica de honorario a contrata implique que, una vez efectuados los descuentos legales obligatorios, el funcionario perciba una remuneración mensual equivalente a la que percibía de honorarios luego de efectuada la respectiva retención. Para efectuar este cálculo, sólo se considerarán en la remuneración aquellas asignaciones del sector público que se otorguen de forma mensual.


Para efectuar los traspasos señalados, a partir del 1 de enero de 2018, a solicitud de los respectivos servicios e instituciones del Sector Público, la Dirección de Presupuestos podrá modificar el límite máximo de la dotación de personal fijada en las respectivas glosas presupuestarias, con cargo a una compensación equivalente en el número de personas contratadas a honorarios, fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los Subtítulos 21 y 24.


Los ajustes derivados de la aplicación de este artículo serán establecidos por medio de  decretos del Ministerio de Hacienda, dictados conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263 de 1975, y deberán ser informados mensualmente, dentro de los treinta días siguientes al mes respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Artículo 25.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2018, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria. Esta ley podrá ser publicada en su integridad para su distribución.


Artículo 26.- Los gastos en publicidad y difusión que podrán ejecutarse con cargo a cada Partida presupuestaria durante el año 2018, no podrán superar la suma fijada en el respectivo presupuesto.


Al respecto, en el mes de diciembre de 2017, cada ministerio deberá distribuir estos recursos, por Programa presupuestario, mediante decreto expedido por el ministerio respectivo, el cual deberá llevar además la firma del Ministro de Hacienda. Copia de este decreto, totalmente tramitado, deberá ser enviada a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


No obstante, por decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá aumentarse el monto asignado a un Programa presupuestario para gastos en publicidad y difusión, con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda en ningún caso, aumentarse, por esta vía, el monto total fijado para la Partida.


Cada ministerio deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el monto ejecutado, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


Artículo 27.- Toda información que de acuerdo a lo establecido en esta ley deba ser remitida a cualquiera de las comisiones del Congreso Nacional se entenderá que debe ser remitida también a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Esta información deberá ser proporcionada en formato digital legible, que no consista solamente en imagen de la respectiva documentación, cuando corresponda.


Toda glosa de información que no señale una fecha de entrega deberá ser remitida antes del comienzo de la tramitación de la ley de presupuestos del sector público para el año siguiente.


Durante el año 2018, la obligación de remitir los informes exigidos en las diversas glosas de las partidas de la ley de presupuestos al 31 de marzo, se entenderá prorrogada hasta el 30 de abril del precitado año.

Artículo 28.- Para el año 2018 los gastos que autoriza la ley 19.863 se sujetarán a las siguientes reglas complementarias:

1) Los Ministerios y entidades a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 19.863 identificarán mediante decreto fundado de carácter reservado las unidades operativas que requerirán, para su operación, el uso de los gastos que en él se señalan. Los jefes de dichas unidades deberán rendir cuenta de manera reservada de la utilización de dichos recursos al ministro respectivo semestralmente y con carácter secreto.

2) De los gastos reservados se rendirá cuenta semestral, en forma secreta, a la Contraloría General de la República, directamente a través del Contralor General. Dicha  rendición deberá efectuarse con la mayor desagregación posible, con el sólo límite de no afectar la naturaleza reservada de dichos gastos, debiendo acompañarse una declaración jurada que acredite que se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 6 de la ley N° 19.863.

El examen y juzgamiento de las cuentas corresponderá al Contralor General de la República, quien lo efectuará expresando al Presidente de la República, de manera secreta, su opinión sobre el destino otorgado a estos gastos. La autoridad fiscalizadora conservará, en todo caso, la responsabilidad que le corresponde por la mantención del secreto.




Esta regla se aplicará en reemplazo del artículo 4 de la ley N° 19.863.


Dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley que incorpore modificaciones permanentes a la ley N° 19.863, en materia de rendición de cuentas de los gastos reservados.

Artículo 29.- Los organismos del Estado que tenga el carácter de autónomos, sea porque así está establecido en la Constitución Política de la República o en sus respectivas leyes orgánicas constitucionales, deberán disponer las normativas internas que sean necesarias para resguardar los derechos laborales de los trabajadores sujetos al Código del Trabajo que en ellos se desempeñen.

Artículo 30.- Autorízase al Ministerio de Hacienda para transferir, con cargo a la Partida del Tesoro Público, a la Partida del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de diciembre del año 2017, los recursos para realizar las compensaciones por los servicios de transporte público de pasajeros prestados por las empresas Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A.; Trenes Metropolitanos S.A. en su servicio de trenes en el tramo Alameda; Ferrocarriles Suburbanos de Concepción S.A. en su servicio Biotren; y Metro Regional de Valparaíso S.A., los días de las elecciones generales realizadas y por realizarse, el 19 de noviembre y el 17 de diciembre, ambos del presente año, respectivamente, en el marco de la ley N° 18.700.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones transferirá un monto que no podrá superar los $1.300 millones, de la siguiente forma:


a) Para los servicios de transporte público de pasajeros prestados por la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A. y por Trenes Metropolitanos S.A. para su servicio de trenes en el tramo Alameda-Nos: a las cuentas del Sistema de Transporte Público de la Provincia de Santiago y las comunas de San Bernardo y Puente Alto, administradas por el Administrador Financiero de Transantiago S.A., en base a los pasajeros transportados.


b) Para los servicios prestados por las empresas Ferrocarriles Suburbanos de Concepción S.A. para su servicio Biotren; y Metro Regional de Valparaíso S.A.: directamente a las mismas empresas, en base a los costos de provisión de los respectivos servicios de transporte público y a los pasajeros transportados. Las empresas serán responsables de remitir la información pertinente para requerir las compensaciones que correspondan al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


La realización de las transferencias antes señaladas serán informadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y el Ministerio de Hacienda al Congreso Nacional, a más tardar el día 28 de febrero de 2018.”.


Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 80ª, ORDINARIA, EN MARTES 16 DE ENERO DE 2018

Presidencia del titular del Senado Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, Patricio.

Concurre, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; de Desarrollo Social, señor Barraza; y, de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 34.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 78ª y 79ª, ordinarias, del 9 y 10 de enero de 2018, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA
Mensajes

Cuatro de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo al cumplimiento de penas y medidas de seguridad (Boletín N° 11.569-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con el segundo, manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excmo. Tribunal Constitucional.


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley sobre universidades del Estado (Boletín N° 11.329-04).


Con el último, retira la urgencia del inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para la tramitación del oficio de Su Excelencia, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (Boletín N° S 1.940-05).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, para tipificar como delito la extracción no autorizada de tierra de hoja (Boletín N° 11.168-12).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Con el segundo, señala que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.070, que Aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, para otorgar fuero laboral a los dirigentes gremiales de los profesores (Boletín N° 11.362-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín N° 9.689-21).


Remite copia de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad relativos a las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 196 ter de la ley N°18.290, de Tránsito.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a las obras inconclusas del contrato de demolición del puente viejo de San Pedro, sobre el río Biobío.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la agilización del decreto de emergencia para otorgar recursos para el sector de la quebrada Las Petras en Concón, ante el inminente riesgo de derrumbe.


Envía datos sobre consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa a la adopción de medidas de mantención de la Ruta E-781, en la Región de Valparaíso.


Responde sendas peticiones, enviadas en nombre del Honorable Senador señor García, en cuanto a dos proyectos de asfaltado de la Región de La Araucanía: tramo entre Puente Quepe y Camino Nuevo, de la comuna de Padre Las Casas, y Ruta Faja 20.000, en la comuna de Cunco.

De la señora Ministra de Salud


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de las medidas adoptadas por el brote de fiebre Q en las Regiones de La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos.


Atiende petición relativa a las acciones aplicadas para atender a los usuarios de la Posta Rural de Melinka; materia solicitada en nombre del Honorable Senador señor Horvath.

Del señor Ministro (S) de Agricultura


Complementa respuesta, enviada ante consulta del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la red de administración de bancos de recursos zoogenéticos para el resguardo de especies nativas.

De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones


Expresa pronunciamiento sobre peticiones del Honorable Senador señor García, sobre lo siguiente:


- Solicitud de los vecinos de Vilcún, relativa al bus que realiza los viajes con subsidio de transporte rural en esa localidad.


- Subsidio de transporte para el tramo Los Quilantos-Temuco.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Informa requerimiento, manifestado en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, en cuanto a la destinación de recursos del Fondo de Administración Pesquero al programa de capacitación, apoyo social y reconvención laboral para los tripulantes desplazados de la ley N° 19.713.

Del señor Superintendente de Pensiones


Consigna antecedentes para el requerimiento expedido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de la aplicación del Convenio de Seguridad Social entre Chile-Argentina a la solicitud de pensión de la persona individualizada.

Del señor Gobernador de Chiloé


Atiende preocupación, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al aseo y ornato en el sector de Molulco de Quellón.

Del señor Alcalde de la comuna de Coronel


Envía antecedentes relativos al aseo y ornato del sector de Villa Los Jardines de esta localidad; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile


Da cuenta de los motivos de la no continuidad de ciertas personas en el proceso de selección señalado; consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Tuma.

Del señor Director Nacional de la ONEMI


Adjunta datos sobre instituciones ubicadas en áreas de inundación; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Director Nacional (S) de la CONADI


Informa sobre el procedimiento para finalizar el proceso de asignación de espacio marino costero de pueblos originarios para la comunidad individualizada; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Secretario Regional Ministerial 
de Bienes Nacionales de Antofagasta


Remite antecedentes sobre el estado de la solicitud de un particular para el otorgamiento de un terreno en comodato en la comuna de Taltal; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Araya.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Contesta petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con robos perpetrados en estacionamientos, en el período indicado.

De la señora Directora (S) del Servicio de Salud de Talcahuano


Comunica informe sobre accidentes cerebrovasculares sufridos por jóvenes en los últimos años; materia requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Jefe del Departamento de Asistencia y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Seguridad Social


Anexa datos relativos a las apelaciones de las licencias médicas de la persona individualizada, de la comuna de Antofagasta; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Araya.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016 (Boletín N° 11.167-10).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.687-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del país a contar del día 15 de enero.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:
Oficio
De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que señala que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

Informe


De las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre universidades del Estado (Boletín N° 11.329-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Queda para Tabla.

- - -

ACUERDOS DE COMITES


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de hoy, el asunto signado con el número 8, esto es, el Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República. (Boletín Nº S 1.961-06).


2.- Incorporar a la Tabla de la sesión ordinaria de hoy, en cuanto se dé cuenta, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández (Boletín N° 11.444-06).


3.- Citar a sesión especial mañana miércoles 17, de 12:00 a 14:00 horas, para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre universidades del Estado (Boletín N° 11.329-04).

- - -


La Sala acuerda que el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (Boletín N° 11.175-01), sea discutido en general en la Sala del Senado solamente con el informe de la Comisión de Agricultura.

- - -


El Honorable Senador señor Tuma solicita que se fijen nuevos plazos para formular indicaciones, a los siguientes proyectos de ley: el que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (Boletín N° 10.372-03) y el que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (Boletín Nº 10.785-03), hasta las 18:00 horas del mismo día de hoy, las que deberán ser presentadas en las Secretarías de las Comisiones de Economía y de Hacienda, respectivamente.


La Sala así lo acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DIA

Oficio de S. E. la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.
(Boletín Nº S 1.961-06)


El Presidente de conformidad al acuerdo de los Comités, pone en discusión el oficio de la referencia.


El Secretario General informa que la Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro, acordó recomendar a la Sala la aprobación de la solicitud de autorización.


El Presidente, previa consulta de la Sala, declara aprobada la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado al Ejecutivo es del siguiente tenor:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy y, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 25, inciso tercero, y 53, N° 6), de la Constitución Política de la República, ha otorgado su acuerdo para que Su Excelencia pueda ausentarse del territorio nacional desde el 21 al 27 de febrero de 2018.”.

- - -
Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias suscitadas en la tramitación del proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo.

(Boletín N° 10.314-06)


El Presidente pone en segunda discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que a la iniciativa se le hizo presente la urgencia calificándola de “simple”.


Recuerda que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en aprobar, con modificaciones, los números 3 y 10, nuevos, introducidos por la Cámara de Diputados, proposición que acordó con las votaciones que consigna en su informe.


Por último hace presente que la Comisión Mixta consigna que las normas en controversia revisten carácter orgánico constitucional por lo que para su aprobación requieren 19 votos favorables.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Espina.


Luego pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


El resultado es de 29 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor Quinteros, señora Von Baer y señores Letelier, Montes, Quintana  y Guillier.


El Presidente declara aprobado el informe de la Comisión Mixta.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


Enseguida interviene el Ministro de Desarrollo Social, quien agradece el despacho del proyecto.

- - -


Queda concluida la tramitación del proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.530:


1) Modifícase el artículo 1° en los siguientes términos:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Asimismo, el Ministerio de Desarrollo Social velará por los derechos de los niños con el fin de promover y proteger su ejercicio de acuerdo con el Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez y en conformidad con la Constitución Política de la República y las leyes.”.


b) Agrégase en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, después de la palabra “vulnerables”, la siguiente expresión: “, y niños”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 3° bis:


“Artículo 3° bis.- El Ministerio velará por los derechos de los niños, para cuyo efecto tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Asesorar al Presidente de la República en las materias relativas a la promoción y protección integral de los derechos de los niños. 


b) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción, informar sobre su ejecución y recomendar las medidas correctivas que resulten pertinentes, según lo dispuesto en la letra a) del artículo 16 bis.


c) Administrar, coordinar y supervisar los sistemas o subsistemas de gestión intersectorial que tengan por objetivo procurar la prevención de la vulneración de los derechos de los niños y su protección integral, en especial, la ejecución o la coordinación de acciones, prestaciones o servicios especializados orientados a resguardar los derechos de los niños y de las acciones de apoyo destinadas a los niños, y sus familias y a quienes componen su hogar, definidas en la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción, el que deberá contener los programas, planes y acciones que incluirá en su ejecución, sin perjuicio de las competencias que tengan otros organismos públicos.


d) Impulsar acciones de difusión, capacitación o sensibilización destinadas a la prevención de la vulneración de los derechos de los niños y a su promoción o protección integral.


e) Promover el fortalecimiento de la participación de los niños en todo tipo de ámbitos de su interés, respetando el derecho preferente de sus padres de orientación y guía, considerando, además, su edad y madurez.


f) Colaborar en las funciones señaladas en las letras e); s), párrafo primero; t), y w) del artículo 3° a fin de incorporar las adaptaciones necesarias para la medición y seguimiento de las condiciones de vida de los niños.


g) Desarrollar estudios e investigaciones sobre la niñez, entre otros. Adicionalmente, elaborar un informe anual sobre el estado general de la niñez a nivel nacional y regional. En dicho informe deberá realizar, si corresponde, recomendaciones para avanzar en la implementación efectiva de un sistema de protección integral de los derechos de los niños.


h) Colaborar con el Ministerio de Relaciones Exteriores, dentro del ámbito o esfera de sus competencias respectivas, en la elaboración de los informes vinculados a los derechos de los niños y sus familias, que el Estado de Chile deba presentar a los órganos y comités especializados de la Organización de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, en especial, al Comité de los Derechos del Niño.”.


3) Intercálase, a continuación del artículo 3 bis, el siguiente artículo 3 ter:


“Artículo 3 ter.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Desarrollo Social y suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Justicia y Derechos Humanos fijará estándares para los organismos colaboradores y los programas de las líneas de acción contempladas en el numeral 3 del artículo 4 de la ley N° 20.032, sea que dichos programas se ejecuten por los mencionados organismos colaboradores o directamente por órganos del Estado. Para tales efectos, la Subsecretaría de la Niñez será la encargada de proponer los mencionados estándares. 


Este reglamento no será aplicable para los programas de reinserción para adolescentes infractores de la ley penal.”.


4) Intercálase, en el inciso primero del artículo 4°, la siguiente letra d), nueva, pasando el actual literal d) a ser e):


“d) La Subsecretaría de la Niñez.”.


5) Agrégase, en el inciso primero del artículo 6°, a continuación de la expresión “letra ñ),”, la siguiente frase: “a excepción del Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo”, establecido en el Título II de la ley N° 20.379,”.


6) Incorpórase el siguiente artículo 6° bis:


“Artículo 6° bis.- La Subsecretaría de la Niñez estará a cargo del Subsecretario de la Niñez, quien será su jefe superior. En particular, le corresponderá colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones contenidas en las letras a) y ñ), especialmente en lo relacionado con el Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo”, y en las letras e), t), u) y w), todas del artículo 3°, sólo en las materias vinculadas a la niñez. Le corresponderá, además, colaborar con el Ministro en el ejercicio de las funciones establecidas en el artículo 3º bis.”.


7) Sustitúyese el artículo 7°, por el que sigue:


“Artículo 7°.- El Ministro de Desarrollo Social será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Evaluación Social. En caso de ausencia o impedimento de éste, el Ministro será subrogado por el Subsecretario de Servicios Sociales. En caso de ausencia o impedimento del Subsecretario de Servicios Sociales, subrogará al Ministro de Desarrollo Social el Subsecretario de la Niñez.


Sin embargo, en caso de ausencia o impedimento del Ministro de Desarrollo Social para presidir el Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez en los casos del artículo 16 bis, lo subrogará el Subsecretario de la Niñez.


Lo anterior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.


8) Agrégase, en el inciso segundo del artículo 8º, la siguiente letra l):


“l) Colaborar con la Subsecretaría de la Niñez en la coordinación de la implementación a nivel regional de la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción, del Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo”, creado por la ley N° 20.379, y en las demás funciones que le corresponden conforme con la presente ley.”.


9) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis:


“Artículo 16 bis.- El Comité Interministerial de Desarrollo Social pasará a denominarse “Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez” cuando le corresponda conocer de las materias establecidas en el artículo 1°, relacionadas con los derechos de los niños, y en el artículo 3° bis. Sin perjuicio de las atribuciones que de conformidad a esta ley le correspondan, el Comité tendrá las siguientes funciones:


a) Aprobar la propuesta de Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción, y sus actualizaciones, presentadas por la Subsecretaría de la Niñez.


b) Acordar mecanismos de coordinación y articulación de las acciones de los órganos de la Administración del Estado, en sus diferentes niveles, en materia de infancia, velando por su pertinencia e integridad de acuerdo a la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción.


c) Aprobar las directrices, orientaciones e instrumentos necesarios para garantizar la protección integral de los derechos de la niñez en conformidad con la Constitución y las leyes.


d) Conocer los informes anuales elaborados por la Subsecretaría de la Niñez sobre el estado general de la niñez a nivel nacional y regional.


El Comité Interministerial de Desarrollo Social, para efectos de constituirse en Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez, se conformará por los Ministros señalados en el artículo 12 de la presente ley, incorporándose, además, los Ministros de Justicia y Derechos Humanos y del Deporte.


El Comité así constituido requerirá un quórum de cinco miembros para sesionar. Los acuerdos serán vinculantes y se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate decidirá el voto del ministro presidente, o de quien lo reemplace.


10) Intercálase a continuación del artículo 16 bis, el siguiente título tercero, nuevo, pasando el actual a ser título cuarto: 

“TÍTULO III

Del Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez.


Artículo 16 ter.- De conformidad a lo establecido en la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública, existirá un Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez que será especialmente oído en las materias establecidas en las letras b) y g) del artículo 3 bis de esta ley.


Los miembros del consejo señalado en este artículo ejercerán sus funciones ad-honorem.”.


Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.379, que Crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la infancia “Chile Crece Contigo”:


1) En el artículo 9 agrégase el siguiente inciso: 


“Asimismo, el subsistema podrá acompañar el proceso de desarrollo de los niños y niñas que se encuentren matriculados en los establecimientos educacionales públicos hasta el primer ciclo de enseñanza básica, a través de los programas incorporados en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año.”.


2) En el artículo 11 intercálase entre las palabras “señalados en el” y la expresión “artículo 9°” la frase “inciso primero del”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Desarrollo Social y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de la Niñez y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de ésta. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera y aquéllos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Asimismo, se determinarán las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, se establecerán las disposiciones para el encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir a los funcionarios que se traspasen desde las Subsecretarías de Servicios Sociales y de Evaluación Social. Toda contratación de personal, ya sea en calidad de planta o a contrata, deberá cumplir con requisitos mínimos de concursabilidad, idoneidad, objetividad, imparcialidad y transparencia, sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.


2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde las Subsecretarías de Servicios Sociales y de Evaluación Social a la Subsecretaría de la Niñez. Además, determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiendo establecer el plazo en que se llevará a cabo este proceso. 


La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social.


A contar de la fecha del traspaso se suprimirán, por el solo ministerio de la ley, en las plantas del personal de las Subsecretarías de Servicios Sociales y de Evaluación Social, según corresponda, los cargos de planta que se traspasen. Desde esa misma data se rebajará la dotación máxima de personal de las Subsecretarías antes señaladas, en el mismo número de cargos que se traspasen a la Subsecretaría de la Niñez.


Además, a partir de la fecha indicada en el párrafo anterior se traspasarán desde las Subsecretarías de Servicios Sociales y de Evaluación Social, los recursos presupuestarios liberados por el traspaso del personal señalado en los párrafos anteriores.


3) Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaría de la Niñez, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.


4) Determinar la o las fechas para la entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique, y de la iniciación de actividades de la Subsecretaría de la Niñez.


5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles a los funcionarios que sean traspasados a la Subsecretaría de la Niñez, para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquéllos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se aplicará el reajuste general antes indicado.


c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7) Además, podrá traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine desde las Subsecretarías de Servicios Sociales y de Evaluación Social para que sean destinados a la Subsecretaría de la Niñez.


8) Dictar las normas necesarias para el adecuado traspaso del Subsistema de Protección Integral de la Infancia “Chile Crece Contigo”, del Sistema Intersectorial de Protección Social establecido en la ley N° 20.379, a la Subsecretaría de la Niñez, en especial, establecerá la o las fechas de entrada en vigencia de dicho traspaso y todas aquellas necesarias para efectos administrativos, financieros y presupuestarios del mismo.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que derive del ejercicio de la facultad del artículo primero transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $ 1.062 millones.


Artículo tercero.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Subsecretaría de la Niñez, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al del Ministerio de Desarrollo Social.


Artículo cuarto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de la Niñez necesario para que cumpla sus funciones, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Desarrollo Social y, en lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar los fondos con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

- - -
Oficio de S. E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Directivo de la Academia Judicial, al señor Gonzalo Berríos Díaz y a la señora Carmen Domínguez Hidalgo.

(Boletín Nº S 1.960-05)


El Presidente pone en segunda discusión el oficio de la referencia.


El Secretario General informa que a la sesión en que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consideró este asunto asistieron la señora Domínguez y el señor Berríos.


Agrega que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Espina, De Urresti y Larraín, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los integrantes del Consejo Directivo de la Academia Judicial.


Enseguida el Presidente ofrece la palabra e intervienen los Honorables Senadores señores Larraín y Harboe.


Puesta en votación la proposición del Ejecutivo el resultado es de 23 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Araya y Espina.


El Presidente declara aprobada la proposición.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado al Ejecutivo es el siguiente:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar al señor Gonzalo Berríos Díaz y a la señora Carmen Domínguez Hidalgo, como miembros del Consejo Directivo de la Academia Judicial, por el período de cuatro años.”.

- - -
Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales

(Boletín N° 10.125-15)


El Presidente reanuda la discusión del proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General recuerda que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones hace presente que de acuerdo a lo resuelto por el Presidente de la Comisión, Senador señor Letelier, sólo procedió a tomar conocimiento de las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, a la iniciativa legal en referencia. De este modo, la Comisión no se manifestó ni a favor ni en contra respecto de tales enmiendas, ya que se interpretó que ello debía ser resuelto por la Sala del Senado.


Reitera, asimismo, que las enmiendas consistentes en la incorporación de un nuevo inciso séptimo al artículo 88 bis propuesto en el numeral 4) del artículo 1 y en la incorporación de un nuevo inciso cuarto al artículo 22 quáter contemplado en el número 3) del artículo 2 requieren 18 votos favorables para ser aprobadas, por ser normas de quorum calificado.


El Presidente pone en discusión las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 4 y al artículo 2 numeral 3.


Ofrece la palabra a la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia, quien hace uso de ella.


Enseguida pone en votación las indicadas enmiendas y el resultado es de 26 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Coloma, Harboe, Letelier y Guillier.


Funda su abstención el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -

Durante la votación, con la anuencia de la Sala, interviene la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.

- - -

El Presidente declara aprobadas las enmiendas.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de quórum calificado, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 1, nuevo.


El resultado es de 15 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García Huidobro, Harboe, Larraín, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobadas las enmiendas.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 3. (Artículo 88 bis)


El resultado es de 15 votos de aprobación y 1 abstención.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Espina, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la enmienda.


Al término de la votación manifiestan su intención de voto a favor los Honorables Senadores señores Lagos y Quinteros.

- - -


El Presidente pone en discusión las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 3. (Artículo 88 ter).


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella el Honorable Senador señor De Urresti y la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.


Puesta en votación la enmienda el resultado es de 18 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 3. (Artículo 88 quáter).


El resultado es de 18 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 4., que pasó a ser 5. (Artículo 196 quáter).


El resultado es de 18 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 4., que pasó a ser 5. (Artículo 196 quinquies).


El resultado es de 18 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la modificación.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 4., que pasó a ser 5. (Artículo 196 septies).


El resultado es de 17 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti y Pizarro.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


La Mesa pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 1º numeral 5, que pasó a ser 6.


El resultado es de 17 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la modificación.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 2º numeral 2.


El resultado es de 17 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 2º numeral 3. 


Con excepción del siguiente texto: “Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas. En ningún caso su consulta podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios o de acceso a diversos beneficios, entre otros.”; incorporado en el inciso segundo del artículo 22 bis, por solicitud de votación separada del Honorable Senador señor Pizarro.


Exceptuándose, asimismo, la enmienda que modifica el artículo 22 quáter


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella el Honorable Senador señor De Urresti, la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia; y los Honorables Senadores señores Pizarro y Harboe


Puesta en votación el resultado es de 15 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan por la aprobación las Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Harboe, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti y Guillier.


El Presidente declara aprobada las enmiendas.

- - -


El Presidente pone en votación el texto precedentemente indicado cuya consideración solicitara el Honorable Senador señor Pizarro.


El resultado es 13 votos a favor, 1 voto en contra y 3 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Harboe, Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


Vota en contra el Honorable Senador el señor Pizarro.


Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti, Guillier y Walker, Patricio.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Letelier y Larraín.


El Presidente declara aprobada la enmienda.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas al artículo 2º numeral 3, que recaen sobre el artículo 22 quáter.


El resultado es de 14 votos a favor y 3 abstenciones


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti, Pizarro y Walker, Patricio.


El Presidente declara aprobada las enmiendas.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados relativas a las disposiciones transitorias.


El resultado es de 15 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor De Urresti.


El Presidente declara aprobada las enmiendas.

- - -


Queda terminada la tramitación del proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.290, sobre Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009:


1) Modifícase el artículo 4 del siguiente modo: 


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero, y así sucesivamente:


“Con la finalidad de hacer más eficaces las labores de supervigilancia de las disposiciones de transporte y tránsito, las personas señaladas en el inciso anterior podrán cumplir dichas labores manteniendo en reserva su identificación. Con todo, para efectuar el control, cursar la infracción y efectuar la denuncia ante el juzgado competente y solicitar la documentación respectiva al infractor, deberán identificarse en su calidad funcionaria.”.


b) Reemplázase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “del inciso anterior”, por la siguiente: “de lo dispuesto en los incisos precedentes”. 


c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso sexto, el texto “conductores los sectores en que se usan estos equipos; y adoptará medidas tendientes a asegurar el respeto y protección a la vida privada, tal como la prohibición de que las imágenes permitan individualizar a los ocupantes del vehículo”, por el siguiente: “conductores o pasajeros los sectores o vehículos en que se usan estos equipos. Cuando éstos se utilicen para controlar vehículos, se adoptarán las medidas necesarias para asegurar el respeto y protección a la vida privada, tales como la prohibición de que las imágenes permitan individualizar a los ocupantes de los vehículos”.


d) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser octavo:


“Los equipos que se utilicen para registrar y detectar las infracciones de evasión contenidas en el número 4 del artículo 199 y en el número 42 del artículo 200 permitirán la individualización de los pasajeros infractores. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para tratar la información que obtenga mediante el uso de estos equipos con la finalidad de cursar las respectivas infracciones y efectuar las citaciones al juzgado de policía local competente. Asimismo, podrá emplear la información recogida para mejorar la calidad de los servicios de transporte público, incrementar la eficiencia y eficacia de los controles de fiscalización, y efectuar el levantamiento, clasificación, comparación y análisis de información estadística agregada.”. 


e) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso noveno, la frase “policial o el Director del Tránsito”, por la siguiente: “policial, el director del tránsito o el inspector fiscal del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones”.


f) Reemplázase en el inciso final la frase “el vehículo transcurrieren más de cuarenta y cinco”, por la siguiente: “el vehículo o al pasajero infractor, según corresponda, transcurrieren más de cuarenta y cinco”.


2) Elimínase, en el epígrafe del Título VI, la expresión “Y DE LOS PASAJEROS DE VEHÍCULOS DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA”.


3) Reemplázase la denominación del Párrafo §2 del Título VI, por la siguiente: “§2. DE LAS OBLIGACIONES DE LOS PASAJEROS”.


4) Agréganse, a continuación del artículo 88, el siguiente Párrafo §3, nuevo, y los artículos 88 bis, 88 ter y 88 quáter que lo componen:

“§3. DEL ACCESO AL TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS Y SU CONTROL


Artículo 88 bis.- Al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones le corresponde definir y regular la confección, entrega, condiciones y procedimiento de uso, supervisión, vigencia, caducidad, retiro y reposición de cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros. Cuando se trate de instrumentos o mecanismos destinados a estudiantes, tales como el pase escolar o pase de educación superior, dicha reglamentación corresponderá conjuntamente a los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Educación.


Para estos efectos, el o los Ministerios, según corresponda, podrán, por sí o a través de terceros, emitir instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público remunerado por plazos diarios, semanales, mensuales o anuales, los cuales podrán, a través de tarifas fijas o diferenciadas, incentivar su adquisición por parte de los pasajeros. 


Asimismo, el o los Ministerios, según corresponda, podrán celebrar todo acto o contrato orientado a proveer de los instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público remunerado a través de otros medios de común utilización, como tarjetas de crédito, prepago o débito de bancos o instituciones financieras, e instituciones no bancarias autorizadas por la ley; tarjetas o instrumentos magnéticos, electrónicos o cualquier sistema análogo emitido por privados para fines particulares, tales como proveer de transporte a los trabajadores, funcionarios o usuarios de un establecimiento, y homologarlos para su utilización como medio que permita el acceso al sistema de transporte público remunerado de pasajeros.


En el momento de la entrega de un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, podrá solicitarse la individualización y el domicilio del requirente, quien lo entregará de forma voluntaria, para el solo efecto de acreditar su calidad de beneficiario o usuario frecuente, por medio de la exhibición de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Con todo, sólo podrán acceder a los beneficios quienes estén incorporados al “Registro de Usuarios”.


Los antecedentes requeridos de conformidad a lo establecido en el inciso precedente serán incorporados en un “Registro de Usuarios”, a cargo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cuyas finalidades serán velar por el correcto otorgamiento de los beneficios derivados del uso del transporte público, constatar el debido uso de los referidos mecanismos o instrumentos y verificar el uso frecuente del transporte público por parte de los usuarios, así como para propósitos estadísticos y para el desarrollo de políticas públicas asociadas al transporte público remunerado de pasajeros.


Los órganos del Estado podrán efectuar, en el marco de sus atribuciones, el tratamiento de los datos personales contenidos en el “Registro de Usuarios”, en la medida que lo hagan de manera adecuada y pertinente con las finalidades del mismo. Con todo, la información que provenga de instrumentos como el pase escolar, o de cualquier otro instrumento o mecanismo que pertenezca a un niño, niña o adolescente, deberá ser especialmente protegida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, extremando las medidas de seguridad adecuadas y velando por que su tratamiento sólo se efectúe atendiendo al interés superior de todas las personas menores de 18 años.


La información contenida en el “Registro de Usuarios” será reservada, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, por afectarse con su publicidad los derechos de las personas. Sin perjuicio de ello, los titulares de los datos consignados en el Registro podrán acceder gratuitamente a éstos y ejercer los demás derechos establecidos en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Tratándose de solicitudes de información efectuadas de conformidad con lo dispuesto en la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley Nº 20.285, los datos de carácter personal del “Registro de Usuarios” que en ellas se requieran estarán protegidos por la causal de reserva establecida en el numeral 2 del artículo 21 de dicho cuerpo legal.


Para todos los efectos legales, el pase escolar, pase de educación superior y cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con una franquicia, exención o rebaja tarifaria, es un instrumento de carácter público, personal e intransferible. Por pase escolar o pase de educación superior se entiende aquél regulado por el decreto N° 20, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 1982, y todas sus modificaciones, o la normativa que lo reemplace.


Artículo 88 ter.- Carabineros de Chile, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles que preste servicios de transporte de pasajeros podrán retener o solicitar la inutilización del instrumento o mecanismo que permita el acceso del transporte público, en el caso de constatarse el uso indebido de éste, debiendo efectuar la denuncia respectiva y, cuando corresponda,  entregar al infractor constancia de la retención, con la individualización de quien efectúa el control y el organismo al que se remitirá la denuncia. El instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros será puesto luego a disposición del organismo que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cuando se trate de la infracción establecida en el número 4 del artículo 199 de la presente ley.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, existe uso indebido del instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, cuando se acceda a éste utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros, sin ser su titular, de conformidad a lo dispuesto en el número 4 del artículo 199 de la presente ley.


Para los efectos señalados en este artículo, Carabineros de Chile, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles que preste servicios de transporte de pasajeros, debidamente identificados, deberán consignar los datos de la persona que, sin ser el titular, utilice un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, requiriendo a la entidad competente la inutilización para su uso en estos servicios. Con el objeto de consignar los datos del infractor, Carabineros de Chile, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles de servicio metropolitano podrán solicitar que el portador del instrumento o mecanismo de pago respectivo acredite su identidad o la titularidad del mismo o la adquisición del saldo o cuotas de transporte contenidas en ellos.


Con la finalidad de obtener información de los pasajeros infractores para citarlos o para efectuar las denuncias ante los juzgados competentes, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá celebrar convenios con otros órganos del Estado y requerirles información, debiendo éstos dar las facilidades necesarias para su acceso. Para estos efectos podrán utilizarse medios tecnológicos que optimicen la obtención de la referida información.


Todos los datos que consignen los funcionarios en cumplimiento de las obligaciones descritas en los incisos precedentes estarán protegidos por la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, y deberán ser tratados sólo con la finalidad de efectuar la denuncia de las respectivas infracciones cometidas por los usuarios a las autoridades competentes. Los datos consignados deberán ser destruidos dentro del plazo máximo de tres años, contado desde su consignación.


Artículo 88 quáter.- Los concesionarios de uso de vías, los propietarios de buses y, en general, los prestadores de servicio de transporte público remunerado de pasajeros o quienes sean autorizados por éstos podrán constatar el cumplimiento de la obligación del pago de la tarifa por parte de los pasajeros, para lo cual podrán exigir la exhibición del instrumento o mecanismo que permita el acceso del transporte público remunerado de pasajeros.


En caso que el pasajero se rehúse a exhibir el instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros o si se constatare el uso de los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin el pago de la tarifa correspondiente, las personas señaladas en el inciso anterior podrán disponer que los infractores hagan abandono del vehículo de transporte público remunerado de pasajeros.


Si Carabineros de Chile constatare el no pago de la tarifa por parte del pasajero, cursará las infracciones administrativas dispuestas para el caso del número 42 del artículo 200 y, cuando corresponda, la del inciso tercero del artículo 204. Para el evento de que la persona no indique su domicilio, Carabineros, dentro de sus competencias, podrá conducir al pasajero a una unidad policial, para el solo efecto de verificar su domicilio y proceder a efectuar la respectiva citación ante el juzgado de policía local.”.


5) Agréganse los siguientes artículos 196 quáter, 196 quinquies, 196 sexies, 196 septies y 196 octies:


“Artículo 196 quáter.- Será sancionado con la pena de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de once a quince unidades tributarias mensuales, el que falsificare cualquier instrumento o dispositivo de pago de tarifa, de acreditación de dicho pago y,o de rebaja tarifaria u otros beneficios, que permita acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.


Para estos efectos, se entenderá especialmente que comete falsificación el que:


1°. Modifique o altere cualquier dato de fabricación del medio de pago.


2°. Altere las fechas verdaderas.


3°. Haga en un documento verdadero cualquiera alteración o intercalación que varíe su sentido.


4°. Dé copia en forma fehaciente de un documento supuesto, o manifestando en ella cosa contraria o diferente de la que contenga el verdadero original.


5º. Copie, parcial o totalmente, la información de los datos contenidos en el medio de acceso, sin estar debidamente facultado para ello.


Al autor del delito previsto en este artículo se le impondrá el grado máximo de la pena corporal señalada, según el caso, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:


a) Cuando se falsifiquen instrumentos o dispositivos para uso masivo.


b) Cuando se trate de un empleado público, que comete falsificación abusando de su oficio.


Artículo 196 quinquies.- Se entenderá que comete falsificación el que maliciosamente hiciere uso de un instrumento o dispositivo falsificado para acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros. El que incurra en esta conducta será sancionado con la pena establecida en el artículo precedente.


Artículo 196 sexies.- Será sancionado con la pena agravada del artículo 196 quáter el que comercialice o distribuya los referidos instrumentos o dispositivos falsificados.


Artículo 196 septies.- Será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, según las circunstancias:


a) El que indebidamente se apodere, comercialice, encargue, exporte, transmita, importe o distribuya la información contenida en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros.


b) El que indebidamente y de cualquier modo altere, modifique, dañe o destruya los datos contenidos en un medio tecnológico de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros en perjuicio del Sistema de Transporte Público remunerado de pasajeros.


Para los efectos de este artículo, se entenderá por medios tecnológicos de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros, aquellos elementos o dispositivos tecnológicos autorizados por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o la autoridad competente, que permitan acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y pagar la tarifa correspondiente.


Las penas establecidas en este artículo se aumentarán en un grado si quien incurre en las conductas:


1º Las realiza maliciosamente, siendo responsable de la información con ocasión del ejercicio de su oficio.


2º Las realiza sobre datos del sistema de información relativos a medios de acceso a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros y pago de la tarifa correspondiente, contenidos en el sistema de tratamiento de información de dichos servicios.


Artículo 196 octies.- El que lesione, en razón del ejercicio de sus funciones a un inspector fiscal del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, al personal de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado y sus filiales, o de Metro S.A., que realicen servicios de fiscalización, o a quienes sean contratados por empresas operadoras de servicios de transporte público para realizar labores de verificación de pago de tarifa, será sancionado con la pena asignada al delito correspondiente, aumentada en un grado.


Asimismo, el que amenace a las personas señaladas en el inciso anterior, en los términos de los artículos 296 o 297 del Código Penal, en razón del ejercicio de sus funciones, será sancionado con la pena asignada al delito correspondiente, aumentada en un grado.”.


6) Modifícase el artículo 199 de la siguiente manera:


a) Reemplázase en su numeral 1 la expresión “, y” por un punto y aparte.


b) Agrégase el siguiente numeral 4:


“4.- Acceder a los servicios de transporte público remunerado de pasajeros utilizando un pase escolar, pase de educación superior o cualquier instrumento o mecanismo que permita el uso del transporte público remunerado de pasajeros con beneficios, sin ser su titular, o alterándolo con el fin de aparentar la titularidad sobre éstos, para el exclusivo uso de quien efectúe tal alteración.”.


7) Efectúanse, en el artículo 200, las siguientes enmiendas:


a) Reemplázase, en el numeral 41, la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Sustitúyese el numeral 42 por el siguiente:


“42. Usar los servicios de transporte público remunerado de pasajeros sin pagar la tarifa correspondiente, y”.


c) Agrégase el siguiente numeral 43:


“43. Infringir lo dispuesto en el artículo 86.”.


8) Intercálase, en el artículo 204, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto y así sucesivamente:


“Las personas que indiquen un domicilio falso o inexistente en un procedimiento de fiscalización donde sean citadas al juzgado de policía local serán sancionadas con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.”.


9) Modifícase el artículo 211 del siguiente modo: 


a) Sustitúyese, en el numeral 6, la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Reemplázase, en el numeral 7, el punto final por la siguiente expresión: “, y”.


c) Agrégase el siguiente numeral 8:


“8.- Registrar las anotaciones que consten en el “Registro de Pasajeros Infractores”.”.


Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 18.287, que Establece Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, en los siguientes términos:


1) Intercálase, en el artículo 3º, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“En caso de infracciones o contravenciones a una norma de tránsito cometidas por un pasajero o un peatón en el contexto del uso del transporte público de pasajeros, los denunciantes señalados en el inciso primero podrán solicitar que se cite al infractor para que concurra a la audiencia respectiva informando de ello al juez de la forma más expedita posible. Para tales efectos, el último domicilio que el pasajero o peatón hubiere registrado o informado, por medios legales, al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones o al Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación, será lugar hábil para dirigirle la correspondiente notificación o citación.”.


2) Reemplázase el inciso noveno del artículo 22, por el siguiente: 


“Quienes incurran en la infracción contemplada en el número 4 del artículo 199 o en el número 42 del artículo 200, ambos de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009, para efectos de lo dispuesto en el inciso cuarto del presente artículo, tendrán derecho a que se les reduzca en un 50% el valor de la multa, que se deducirá de la cantidad a pagar, si dicho pago se realiza hasta el quinto día hábil inmediatamente anterior a la fecha de la citación efectuada por los denunciantes, presentando la copia de la citación.”.


3) Agréganse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter:


“Artículo 22 bis.- Los infractores que fueren condenados en virtud de lo dispuesto en el número 4 del artículo 199 o en el número 42 del artículo 200, ambos de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009, serán anotados en un “Registro de Pasajeros Infractores”.


La operación y administración permanente del Registro corresponderá al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones a través de la Subsecretaría de Transportes, en la forma que determine un reglamento que al efecto dicte dicho Ministerio. Respecto al tratamiento de los datos personales contenidos en el “Registro de Pasajeros Infractores” deberá respetarse el principio de finalidad en el tratamiento de los mismos, el que será exclusivamente el registro y certificación de hallarse o no una persona incorporada como infractor para efectos del procedimiento de cobro y pago de multas asociadas, la suspensión de entrega de documentos o certificados que se relacionen con temas de transporte y la persecución del delito establecido en el artículo 22 quáter. El reglamento a que se refiere el presente inciso deberá garantizar que el procedimiento de transferencia de los datos contemple los mecanismos de seguridad y de protección de éstos que sean necesarios, a fin de resguardar su adecuado tratamiento. Asimismo, deberá garantizar a los titulares de los datos contenidos en el Registro el legítimo ejercicio de los derechos que les correspondan respecto de sus datos. Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas. En ningún caso su consulta podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios o de acceso a diversos beneficios, entre otros.


El Secretario del Tribunal, cada dos meses, individualizará a los infractores sancionados que no hayan pagado las multas aplicadas y lo comunicará, para su anotación, al referido Registro. El procedimiento de anotación y eliminación de los infractores sancionados se establecerá en el reglamento a que se refiere el inciso anterior. La anotación se eliminará, por el solo ministerio de la ley, si el sancionado paga el total de la multa infraccional aplicada o transcurridos tres años contados desde su efectiva anotación en el Registro si el pago no se hubiere verificado.


Si el pago de una multa ya registrada se efectuare en la Tesorería Municipal correspondiente al lugar en que se cometió la infracción o en la entidad recaudadora con la que haya celebrado convenio dicha municipalidad, ésta informará al “Registro de Pasajeros Infractores” ese hecho dentro de los sesenta días siguientes.


Artículo 22 ter.- Las resoluciones posteriores que acrediten el pago, modifiquen la cuantía de la multa o absuelvan de ella serán comunicadas al Registro para que la anotación que se hubiera practicado sea eliminada o modificada, según corresponda.


Artículo 22 quáter.- Cualquier persona natural podrá solicitar que se le informe si una persona determinada se encuentra o no anotada en el referido Registro, para lo cual deberá identificarse con su nombre, apellidos y cédula de identidad, formulando para estos efectos una solicitud de acceso a la información pública según el artículo 10 de la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285. Dichas solicitudes no podrán exceder de ocho en un período de doce meses contado desde la primera solicitud, por parte de un mismo requirente. Para el titular no existirá dicha limitación. Un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones regulará las condiciones técnicas de acceso y demás elementos que sean necesarios para la correcta operación del Registro. Para estos efectos, deberán establecerse las medidas técnicas y organizativas que aseguren la calidad y vigencia de los datos, así como las medidas de seguridad necesarias para evitar el mal uso de la información.


Los titulares de los datos consignados en el Registro podrán acceder gratuitamente a éstos y ejercer los demás derechos establecidos en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Con todo, en ningún caso estas personas podrán acceder a las bases de datos contenidas en el Registro ni a los datos personales que en él figuren, distintos de la sola identificación de la persona y de encontrarse ésta anotada en el indicado Registro. Declárase como reservada, en consecuencia, toda aquella información contenida en la base de datos que sea distinta a la antes señalada. De ese modo, cuando en virtud de la ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley Nº 20.285, sea requerida información del “Registro de Pasajeros Infractores” que contenga datos personales, la autoridad competente aplicará lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 21 de dicha ley.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, establécese la reserva de la identificación de los menores de edad, así como toda aquella información contenida en la base de datos que sea distinta de la identificación del pasajero infractor mayor de edad y de encontrarse éste anotado en el Registro, por afectarse con su publicidad los derechos de las personas.


Los órganos del Estado podrán efectuar, en el marco de sus atribuciones, el tratamiento de los datos personales contenidos en el Registro, en la medida que lo hagan de manera adecuada y pertinente con la finalidad establecida para el mismo.


Los órganos del Estado cuyas competencias comprendan el otorgamiento de documentos o certificados que se relacionen con temas de transporte suspenderán la entrega de éstos, tales como licencia de conductor, permiso de circulación, cuando el infractor sea propietario de un vehículo motorizado; pases escolares o de educación superior, o cualquier documento que permita una exención de pago o rebaja tarifaria en el transporte público, a los infractores que se encuentren en el “Registro de Pasajeros Infractores”, mientras figuren en él.


Será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de doce a veinte unidades tributarias mensuales, quien comercialice las bases de datos contenidas en el “Registro de Pasajeros Infractores”. La misma sanción se aplicará a quien, indebidamente, confeccione, almacene, ceda, comunique o transfiera la información contenida en el “Registro de Pasajeros Infractores”. Será considerada una circunstancia agravante de responsabilidad penal si las conductas antes descritas fueran ejecutadas por un funcionario público o por un servidor público a honorarios con agencia pública. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que les cupiera, de conformidad con la normativa vigente.


La Tesorería General de la República podrá acceder a este Registro para el efecto de retener de la devolución de impuestos a la renta que correspondiera anualmente, las multas impagas producto de las infracciones a que se refieren el número 4 del artículo 199 y el número 42 del artículo 200, ambos de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009. En todo caso, tendrá preferencia la retención prevista en el artículo 9° de la ley N° 19.848 y aquélla establecida en el número 1 del artículo 16 de la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, del año 2000.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar los derechos y valores de los certificados de información del “Registro de Pasajeros Infractores” que se otorguen, cuyo monto se determinará por decreto supremo del Ministerio de Hacienda. Los recursos provenientes de estos cobros constituirán ingresos propios de la Subsecretaría de Transportes.”.


4) Modifícase el inciso primero del artículo 23, del modo que sigue:


a) Reemplázase la referencia al “artículo anterior” por otra al “artículo 22”.


b) Agrégase la siguiente oración final: “Con todo, si el tribunal constatare que quien no ha pagado la multa dentro del plazo antes indicado es un infractor que figura en el “Registro de Pasajeros Infractores” deberá de inmediato decretar, por vía de sustitución y apremio, alguna de las medidas antes señaladas.”.


Artículo 3°.- Los inspectores fiscales del Programa Nacional de Fiscalización del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, cualquiera sea su modalidad de contratación, tendrán la calidad de ministros de fe. Los inspectores contratados bajo la modalidad de honorarios encargados de ejecutar dicho Programa tendrán la calidad de agente público para todos los efectos legales y estarán facultados para efectuar las denuncias en las materias de su competencia ante las autoridades correspondientes.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia sesenta días corridos después de su publicación en el Diario Oficial. Durante dicho plazo se transferirá la información desde el actual “Sub Registro de Pasajeros Infractores” a cargo del Servicio Nacional del Registro Civil e Identificación al “Registro de Pasajeros Infractores” a que se refiere el artículo 22 bis de la ley N° 18.287 que contempla el numeral 3) del artículo 2° de la presente ley. Efectuado el referido traspaso quedará sin efecto el “Sub Registro de Pasajeros Infractores”.


Artículo segundo.- Las atribuciones contempladas en el inciso séptimo del artículo 4 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009, incorporado por la letra d) del numeral 1) del artículo 1° de la presente ley, deberán ser ejercidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en la medida que los equipos de registro de infracciones y los programas informáticos asociados que se utilicen para detectar infracciones de evasión e identificación de los pasajeros infractores, sean probados en uno o más programas piloto. Los referidos programas piloto tendrán por objeto verificar, entre otros, los grados de confiabilidad, seguridad, certeza y costos de las tecnologías disponibles. Los resultados del o de los programas piloto serán verificados y evaluados por entidades externas que el referido ministerio contrate al efecto. En caso de que la evaluación sea favorable, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución que aprobará la tecnología analizada y autorizará su utilización.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito con el objeto de tipificar como falta grave la conducción por el costado izquierdo de la calzada de manera constante en carreteras de dos o más pistas.

(Boletín Nº 10.495-15)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de noviembre de 2016, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, y efectúa una sola enmienda al proyecto aprobado en general, la cual fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto.

- - -


La enmienda propuesta por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones al texto aprobado en general por el Honorable Senado es la siguiente:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1


- Reemplazarlo por el siguiente


“1.- Agrégase al artículo 200, un nuevo numeral, del siguiente tenor:


“43.- En carreteras de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido, transitar por la pista izquierda de manera constante o más allá del tiempo necesario para efectuar la maniobra de adelantamiento, impidiendo el sobrepaso de otros vehículos.”.”.

- - -


El Presidente pone en votación la enmienda.


El resultado es de 17 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, García Huidobro, Guillier, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Lagos.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores De Urresti, Letelier y García Huidobro.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Lagos.


El Presidente declara aprobado en particular el proyecto.

- - -


Queda terminada la tramitación del proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 200 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, promulgado el año 2007 y publicado el año 2009, un numeral 44 del siguiente tenor:


“44. En carreteras de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido, transitar por la pista izquierda de manera constante o más allá del tiempo necesario para efectuar la maniobra de adelantamiento, impidiendo el sobrepaso de otros vehículos.”.”.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, De Urresti y Navarro dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 81ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 17 DE ENERO DE 2018

Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García Huidobro, Guillier, Harboe, , Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, Patricio.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Eyzaguirre; Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; de Educación, señora Delpiano, y del Medio Ambiente, señor Mena. También lo hace la Subsecretaria de Educación, señora Quiroga.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 34.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre universidades del Estado.

(Boletín N° 11.329-04)


El Presidente pone en discusión el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.


Agrega que el principal objetivo del proyecto es establecer un marco jurídico que permita a las Universidades del Estado fortalecer sus estándares de calidad académica y de gestión institucional, contribuir de forma permanente en el desarrollo integral del país, de conformidad a la especificidad de su misión, funciones y principios, y regular su naturaleza, organización y funcionamiento desde una visión sistémica, estructurada y de largo plazo.


Añade que las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas, discutieron el proyecto en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del reglamento de la Corporación, y aprobaron la idea de legislar por ocho votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Coloma.


Señala luego que en cuanto a la discusión en particular, las Comisiones unidas realizaron diversas enmiendas, las cuales fueron aprobadas con las distintas votaciones que se consignan en su informe.


Hace presente que los artículos 2, 3, 13, 16, 17, 20, 21, inciso segundo, 23, 25, 28, inciso final, 29, 41, 43, 53 y 56, inciso final, son de rango orgánico constitucional y requieren de 19 votos favorables para su aprobación.


Consigna finalmente que el artículo 63 de la iniciativa legal es de quórum calificado, y debe ser aprobado con 18 votos a favor.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella la Ministra de Educación, señora Delpiano y los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Letelier.

- - -


El Presidente pone en votación general la iniciativa y la declara aprobada por la unanimidad de 19 senadores presentes.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


Respecto de las disposiciones aprobadas por unanimidad en las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas, el Presidente propone que se den por aprobadas.


La Sala así lo acuerda.

- - -


El Presidente pone en discusión todas las disposiciones del proyecto que requieren rango orgánico constitucional para su aprobación.


Enseguida ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Bianchi.


Puesta en votación las disposiciones señaladas el resultado es de 26 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García Huidobro, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Montes.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Lagos.

- - -


El Presidente declara aprobadas las disposiciones indicadas.

- - -


Durante la votación con la anuencia de la Sala interviene el Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 63.


El resultado es de 22 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, De Urresti, García Huidobro, Guillier, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Lagos.

- - -


El Presidente declara aprobada la disposición.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de quórum calificado, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


El Presidente pone en discusión los siguientes artículos: 4, 5, 6, 10, 11, 12, 14, 15, 22, 27, 33, 34, 35, 39, 40, 42, 46, 52, 54, 55, 56 inciso 1º, 57, 58, 59, 60, 61, 62 números 1, 2,4 5, 6 y 7; 1 y 7 transitorios.


Ofrece luego la palabra y hacen uso de ella el Honorable Senador señor Letelier y el Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre.


Puestas en votación las disposiciones el resultado es de 27 votos favorables.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín , Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio  y Zaldívar.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Guillier, García Huidobro, Montes y Quintana.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente pone en votación los artículos 51, inciso segundo, y 62 número 3.


El resultado es de 17 votos a favor, 9 votos en contra y 2 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Espina, García Huidobro, Larraín, Ossandón y Pérez Varela.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Prokurica y Walker, Patricio.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Letelier, Montes, Quintana, Pizarro, Guillier y Lagos.


Fundan su voto negativo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Pérez Varela y Larraín.

- - -


Intervienen durante la votación el Honorable Senador señor Coloma y, con la anuencia de la Sala, la Ministra de Educación, señora Delpiano.

- - -


El Presidente declara aprobadas las dos disposiciones.

- - -


Durante la votación la Mesa solicita el acuerdo de la Sala para extender el término del Orden del Día hasta el despacho de la iniciativa. Así se acuerda.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 60 del proyecto de ley.


El resultado es de 22 votos a favor, 2 votos en contra y 1 un pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar. 


Votan por el rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Larraín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.


Fundamentan su voto favorable los Honorables Senadores señores Quinteros, Montes, De Urresti y Quintana.


Fundan su voto de rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Larraín.

- - -


Durante la votación, con la autorización de la Sala, interviene el Ministro de Hacienda, señor Eyzaguirre.

- - -


El Presidente declara aprobada la disposición.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Párrafo 1°

Definición, autonomía y régimen jurídico de las universidades del Estado


Artículo 1.- Definición y naturaleza jurídica. Las universidades del Estado son instituciones de Educación Superior de carácter estatal, creadas por ley para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión, vinculación con el medio y el territorio, con la finalidad de contribuir al fortalecimiento de la democracia, al desarrollo sustentable e integral del país y al progreso de la sociedad en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura.


Estas instituciones universitarias son organismos autónomos, dotados de personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio, que forman parte de la Administración del Estado y se relacionan con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Tendrán su domicilio en la región que señalen sus estatutos.


Para el cumplimiento de sus funciones, las universidades del Estado deben orientar su quehacer institucional de conformidad a la misión, principios y normas establecidas en la presente ley y en sus respectivos estatutos.


Los estatutos de cada universidad podrán establecer un ámbito territorial preferente de su quehacer institucional, en razón de su domicilio principal y la misión específica de estas instituciones.


Artículo 2.- Autonomía universitaria. Las universidades del Estado gozan de autonomía académica, administrativa y económica.


La autonomía académica confiere a las universidades del Estado la potestad para organizar y desarrollar por sí mismas sus planes y programas de estudio y sus líneas de investigación. En las instituciones universitarias estatales dicha autonomía se funda en el principio de libertad académica, el cual comprende las libertades de cátedra, de investigación y de estudio.


La autonomía administrativa faculta a las universidades del Estado para estructurar su régimen de gobierno y de funcionamiento interno de conformidad a sus estatutos y reglamentos universitarios, teniendo como única limitación las disposiciones de esta ley y las demás normas legales que les resulten aplicables. En el marco de esta autonomía, las universidades del Estado pueden, especialmente, elegir a su máxima autoridad unipersonal y conformar sus órganos colegiados de representación.


La autonomía económica autoriza a las universidades del Estado a disponer y administrar sus recursos y bienes para el cumplimiento de su misión y de sus funciones, sin la intervención de autoridades u órganos públicos ajenos a la universidad. Con todo, el ejercicio de esta autonomía no exime a las universidades del Estado de la aplicación de las normas legales que las rijan en la materia.


Artículo 3.- Régimen jurídico especial. En virtud de la naturaleza de sus funciones y de su autonomía académica, administrativa y económica, las universidades del Estado no estarán regidas por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, salvo lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de dicho cuerpo legal.

Párrafo 2°

Misión y principios de las universidades del Estado


Artículo 4.- Misión. Las universidades del Estado tienen como misión cultivar, generar, desarrollar y transmitir el saber superior en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura, por medio de la investigación, la creación, la innovación y de las demás funciones de estas instituciones.


Como rasgo propio y distintivo de su misión, dichas instituciones deben contribuir a satisfacer las necesidades e intereses generales de la sociedad, colaborando, como parte integrante del Estado, en todas aquellas políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, con una perspectiva intercultural.


En el marco de lo señalado en el inciso anterior, los estatutos de las universidades del Estado podrán establecer una vinculación preferente y pertinente con la región en que tienen su domicilio o en que desarrollen sus actividades.


Asimismo, como elemento constitutivo e ineludible de su misión, las universidades del Estado deben asumir con vocación de excelencia la formación de personas con espíritu crítico y reflexivo, que promuevan el diálogo racional y la tolerancia, y que contribuyan a forjar una ciudadanía inspirada en valores éticos, democráticos, cívicos y de solidaridad social, respetuosa de los pueblos originarios y del medio ambiente.


Las universidades del Estado deberán promover que sus estudiantes tengan una vinculación necesaria con los requerimientos y desafíos del país y sus regiones durante su formación profesional.


En las regiones donde existen pueblos originarios, las universidades del Estado deberán incluir en su misión el reconocimiento, promoción e incorporación de la cosmovisión de los mismos.


Artículo 5.- Principios. Los principios que guían el quehacer de las universidades del Estado y que fundamentan el cumplimiento de su misión y de sus funciones son el pluralismo, la laicidad,  esto es, el respeto de toda expresión religiosa, la libertad de pensamiento y de expresión; la libertad de cátedra, de investigación y de estudio; la participación, la no discriminación, la equidad de género, el respeto, la tolerancia, la valoración y el fomento del mérito, la inclusión, la equidad, la solidaridad, la cooperación, la pertinencia, la transparencia y el acceso al conocimiento.


Los principios antes señalados deben ser respetados, fomentados y garantizados por las universidades del Estado en el ejercicio de sus funciones, y son vinculantes para todos los integrantes y órganos de sus comunidades, sin excepción.


Artículo 6.- Perfil de los profesionales y técnicos. Las universidades del Estado deberán propender a que sus graduados, profesionales y técnicos dispongan de capacidad de análisis crítico y valores éticos.


Asimismo, deberán fomentar en sus estudiantes el conocimiento y la comprensión empírica de la realidad chilena, sus carencias y necesidades, buscando estimular un compromiso con el país y su desarrollo, a través de la generación de respuestas innovadoras y multidisciplinarias a estas problemáticas.

Párrafo 3°

Rol del Estado


Artículo 7.- Derecho a la educación superior. El Estado reconoce el derecho a la educación superior en conformidad a lo dispuesto en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Para estos efectos, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para proveer el ejercicio de este derecho a través de sus instituciones de educación superior, las que deberán garantizar sistemas de acceso sobre la base de criterios objetivos fundados en la capacidad y el mérito de los estudiantes, sin importar su situación socioeconómica, y fomentar mecanismos de ingreso especiales de acuerdo a los principios de equidad e inclusión.


Artículo 8.- Provisión de educación superior de excelencia. El Estado debe fomentar la excelencia de todas sus universidades, promoviendo su calidad, la equidad territorial y la pertinencia de las actividades docentes, académicas y de investigación, de acuerdo con las necesidades e intereses del país, a nivel nacional y regional.


El aumento de matrícula de las universidades del Estado deberá velar por el desarrollo de áreas pertinentes y estratégicas para el país y la región en la que se emplace la universidad, de acuerdo a sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.


Lo establecido en los incisos anteriores es sin perjuicio de la obligación del Estado de velar por la calidad y el correcto funcionamiento del sistema de educación superior en su conjunto.


Artículo 9.- Visión sistémica. El Estado debe promover una visión y acción sistémica, coordinada y articulada en el quehacer de sus instituciones de educación superior, a fin de facilitar la colaboración permanente de estas instituciones en el diseño e implementación de políticas públicas y proyectos de interés general, de acuerdo a los requerimientos del país y de sus regiones, con una perspectiva estratégica y de largo plazo.


Artículo 10.- Diversidad de proyectos. El Estado promoverá que sus universidades elaboren y desarrollen, en el marco de los fines y objetivos generales, proyectos educativos diversos, de acuerdo a los requerimientos y necesidades de los distintos territorios y realidades del país.


Artículo 11.- Acceso al conocimiento. El Estado debe promover el acceso al conocimiento que se genera en el interior de sus instituciones con el objeto de contribuir al desarrollo social, económico, deportivo, artístico, tecnológico, científico y cultural del país.

TÍTULO II

Normas comunes a las universidades del Estado

Párrafo 1°

Del gobierno universitario


Artículo 12.- Órganos superiores. El gobierno de las universidades del Estado será ejercido a través de los siguientes órganos superiores: Consejo Superior, Rector y Consejo Universitario. A su vez, la responsabilidad del control y de la fiscalización interna estará a cargo de la Contraloría Universitaria.


Las universidades del Estado deberán constituir los referidos órganos superiores y de control en sus estructuras de gobierno; sin perjuicio de las demás autoridades unipersonales y colegiadas de la universidad, y de las respectivas unidades académicas, que puedan establecer en sus estatutos.


Asimismo, en virtud de su autonomía administrativa, las universidades del Estado podrán establecer en su organización interna facultades, escuelas, institutos, centros de estudios, departamentos y otras unidades académicas y administrativas necesarias para el cumplimiento de sus funciones. Los estatutos de cada universidad deberán señalar las autoridades facultadas para ejercer dicha potestad organizadora en los niveles correspondientes.


Artículo 13.- Consejo Superior. El Consejo Superior es el máximo órgano colegiado de la universidad. Le corresponde definir la política general de desarrollo y las decisiones estratégicas de la institución, velando por su cumplimiento, de conformidad a la misión, principios y funciones de la universidad.


Los estatutos de cada universidad podrán establecer una denominación distinta para el máximo órgano colegiado.


Artículo 14.- Integrantes del Consejo Superior. El Consejo Superior estará integrado por los siguientes miembros:


a) Tres representantes nombrados por el Presidente de la República, quienes serán titulados o licenciados de reconocida experiencia en actividades académicas o directivas.


b) Cuatro miembros de la universidad nombrados por el Consejo Universitario de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución. De ellos, dos deben ser académicos investidos con las dos más altas jerarquías, y los dos restantes deben corresponder a un funcionario no académico y a un estudiante, respectivamente, de acuerdo a los requisitos que señalen los estatutos de cada universidad.


c) Un titulado o licenciado de la institución de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional con la región en que la universidad tiene su domicilio, nombrado por el Consejo Universitario a partir de una terna propuesta por el Gobierno Regional.


d) El rector, elegido de conformidad a lo señalado en el artículo 21.


Los consejeros señalados en los literales a) y c) durarán cuatro años en sus cargos. Por su parte, los consejeros individualizados en la letra b) durarán dos años en sus funciones. En ambos casos, los citados consejeros podrán ser designados por un período consecutivo por una sola vez.


Los consejeros precisados en los literales a) y c) no deberán desempeñar cargos o funciones en la universidad al momento de su designación en el Consejo Superior. Los representantes indicados en la letra b) no podrán ser miembros del Consejo Universitario una vez que asuman sus funciones en el Consejo Superior, siendo incompatibles ambos cargos.


La coordinación de la oportuna designación y renovación de las vacantes, y la supervisión del ejercicio de las funciones de los representantes del Presidente de la República señalados en la letra a), estarán a cargo del Ministerio de Educación. A su vez, la remoción de estos representantes por parte del Presidente de la República deberá ser por motivos fundados.


El Consejo Superior se renovará por parcialidades, de acuerdo a las normas internas que establezcan las respectivas universidades. En ningún caso los consejeros podrán ser reemplazados en su totalidad.


La inasistencia injustificada de los consejeros señalados en los literales a), b) y c), a tres o más sesiones del Consejo Superior, durante el año académico, será causal de cesación de sus cargos de consejeros. Las demás causales, así como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los consejeros indicados en los literales b) y c), serán reguladas por los estatutos de cada universidad. En el caso de los consejeros señalados en el literal a), su régimen de inhabilidades e incompatibilidades se regirá por lo dispuesto en el artículo 16.


El Consejo Superior será presidido por uno de los consejeros indicados en los literales a) o c), el que deberá ser elegido por los miembros del Consejo. Su mandato durará dos años sin posibilidad de reelección para un nuevo período consecutivo.


Los integrantes del Consejo Superior señalados en el literal b) contarán, cuando les sea aplicable, con fuero hasta seis meses después de haber cesado en el ejercicio de sus funciones de consejeros.


Artículo 15.- Dieta de consejeros que no pertenezcan a la universidad. Los integrantes señalados en los literales a) y c) del artículo 14 percibirán como única retribución la suma de ocho unidades tributarias mensuales por su asistencia a cada sesión del Consejo Superior, con un tope mensual máximo de treinta y dos unidades tributarias mensuales, independientemente del número de sesiones a las que asistan en el mes respectivo. Esta retribución tendrá el carácter de honorarios para todos los efectos legales.


Artículo 16.- Calidad jurídica de consejeros que no pertenezcan a la universidad. Los miembros del Consejo Superior que no tengan la calidad de funcionario público tendrán el carácter de agente público.


En virtud de lo anterior, les serán aplicables las normas establecidas en el título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y los párrafos 1° y 5° del título III y el título V del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan.


Artículo 17.- Funciones del Consejo Superior. El Consejo Superior tendrá, a lo menos, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Aprobar las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad, elaboradas por el Consejo Universitario, que deba presentar al Presidente de la República para su respectiva aprobación y sanción legal.


b) Aprobar, a proposición del Consejo Universitario, el Plan de Desarrollo Institucional de la universidad, así como sus modificaciones, y verificar periódicamente su estado de avance y cumplimiento.


c) Aprobar las políticas financieras y la contratación de empréstitos señalados en las pautas anuales de endeudamiento.


d) Aprobar el presupuesto y sus modificaciones, debiendo pronunciarse, a lo menos, semestralmente sobre su ejecución.


e) Conocer las cuentas periódicas del rector y pronunciarse respecto de ellas de forma trimestral.


f) Autorizar la enajenación o el gravamen de activos de la universidad cuando correspondan a bienes inmuebles o a bienes que hayan sido previamente declarados de especial interés institucional, en conformidad con los procedimientos que defina cada institución en sus estatutos.


g) Ordenar la ejecución de auditorías internas.


h) Nombrar al contralor universitario y aprobar su remoción, de acuerdo a las causales señaladas en los estatutos de la universidad.


i) Proponer al Presidente de la República la remoción del rector, de acuerdo a las causales señaladas en los estatutos de la universidad y lo dispuesto en el artículo 22 de la presente ley.


j) Ejercer las demás funciones y atribuciones que señalen los estatutos y que digan relación con las políticas generales de desarrollo de la universidad.


Artículo 18.- Normas sobre quórum de sesiones y de aprobación de materias del Consejo Superior. El Consejo Superior deberá sesionar con la asistencia de, a lo menos, seis de sus miembros. Los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto del presidente del Consejo.


Sin embargo, para la aprobación de las materias señaladas en los literales a), b), c), f), h) e i) del artículo 17, se requerirá el voto conforme de dos tercios de sus miembros en ejercicio. En el caso del literal i), dicho acuerdo se adoptará excluyendo de la votación al afectado. A su vez, el rector no tendrá derecho a voto respecto de las materias señaladas en los literales b), d) y h) del artículo anterior.


Artículo 19.- Funcionamiento interno del Consejo Superior. Las universidades del Estado definirán a través de reglamentos, y previo acuerdo del Consejo Superior, las normas sobre el funcionamiento interno de este consejo, en todo aquello que no esté previsto en la presente ley.


Artículo 20.- Rector. El rector es la máxima autoridad unipersonal de la universidad y su representante legal, estando a su cargo la representación judicial y extrajudicial de la institución.


Tiene la calidad de jefe superior del servicio, pero no estará sujeto a la libre designación y remoción del Presidente de la República. Le corresponde dirigir, organizar y administrar la universidad; supervisar el cumplimiento de sus actividades académicas, administrativas y financieras; dictar los reglamentos, decretos y resoluciones de la institución de conformidad a sus estatutos; ejercer la potestad disciplinaria respecto de los miembros de la universidad; responder de su gestión y desempeñar las demás funciones que la ley o los estatutos le asignen.


Los estatutos de cada universidad definirán las atribuciones específicas del rector en el marco de las responsabilidades y funciones señaladas en los incisos precedentes. De la misma forma, los estatutos deberán establecer las causales de remoción que le sean aplicables e indicarán las normas para su subrogación.


El rector deberá realizar, al menos una vez al año, una cuenta pública detallando la situación financiera y administrativa de la universidad, los avances en el cumplimiento del Plan de Desarrollo Institucional y los logros obtenidos en cada una de las áreas sujetas al proceso de acreditación a que se refiere la ley N° 20.129.


Artículo 21.- Elección del rector. El rector se elegirá de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 19.305. No obstante, las universidades del Estado deberán garantizar que en esta elección tengan derecho a voto todos los académicos con nombramiento o contratación vigente y que desempeñen actividades académicas de forma regular y continua en las respectivas instituciones.


El Tribunal Electoral Regional respectivo conocerá de las reclamaciones que se interpongan con motivo de la elección de Rector, las que deberán ser formuladas por a lo menos diez académicos con derecho a voto, dentro de los diez días hábiles siguientes al acto electoral. Contra la sentencia del Tribunal Electoral Regional procederá el recurso de apelación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el que deberá interponerse directamente dentro de cinco días hábiles contados de la respectiva notificación. Contra la sentencia del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno.


El rector durará cuatro años en su cargo, pudiendo ser reelegido, por una sola vez, para el período inmediatamente siguiente.


Una vez electo, será nombrado por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.


Artículo 22.- Causales de remoción del rector. Los estatutos de cada universidad definirán las causales de remoción del cargo de rector. Dichas causales deberán considerar, al menos:


a) Las faltas graves a la probidad.


b) El notable abandono de deberes.


c) El haber incurrido en comportamientos que afecten gravemente el prestigio de la universidad.


d) El resguardo a lo señalado en el artículo 2 de la presente ley y de los principios del sistema de educación superior nacional.


e) Los resultados de los procesos de acreditación.


f) Los estados financieros de la institución.


Artículo 23.- Consejo Universitario. El Consejo Universitario es el órgano colegiado representativo de la comunidad universitaria, encargado de ejercer funciones resolutivas en las materias relativas al quehacer académico e institucional de la universidad. 


Este órgano podrá recibir una denominación distinta en los estatutos de cada universidad.


Artículo 24.- Integrantes del Consejo Universitario. El Consejo Universitario estará integrado por académicos, funcionarios no académicos y estudiantes, todos ellos con derecho a voto, de acuerdo al número y a la proporción que definan sus estatutos. Con todo, la participación de los académicos en este consejo no podrá ser inferior a dos tercios del total de sus integrantes.


El Consejo Universitario será presidido por el rector.


Artículo 25.- Funciones del Consejo Universitario. El Consejo Universitario ejercerá, entre otras, las siguientes funciones y atribuciones:


a) Elaborar y definir las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad que deban ser presentados al Presidente de la República para su respectiva aprobación y sanción legal, previa aprobación del Consejo Superior. Estas propuestas deberán realizarse mediante un proceso público y participativo que involucre a los distintos estamentos de la comunidad universitaria.


b) Elaborar el Plan de Desarrollo Institucional de la universidad que deba ser presentado al Consejo Superior para su respectiva aprobación.


c) Nombrar a los miembros de la comunidad universitaria que deben integrar el Consejo Superior de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución.


d) Nombrar al titulado o licenciado de la institución que debe integrar el Consejo Superior, a partir de una terna propuesta por el respectivo Gobierno Regional.


e) Aprobar los reglamentos referidos al quehacer académico e institucional de la universidad que señalen los respectivos estatutos.


f) Aprobar o pronunciarse sobre todas aquellas materias académicas e institucionales que señalen los respectivos estatutos, y que no contravengan las atribuciones de las demás autoridades colegiadas y unipersonales de la institución.


Artículo 26.- Organización y funcionamiento interno del Consejo Universitario. Los estatutos de cada universidad determinarán las reglas sobre el procedimiento de elección y designación de los integrantes del Consejo Universitario, la duración de sus funciones y el quórum para sesionar y aprobar las materias de su competencia.


Asimismo, los estatutos de cada institución deberán establecer un quórum mínimo de participación por cada estamento respecto de la elección de los consejeros que corresponda, a fin de garantizar el pluralismo y la representatividad de sus integrantes.


Las normas sobre el funcionamiento interno de este consejo serán establecidas en reglamentos dictados por cada institución.


Artículo 27.- Contraloría Universitaria. La Contraloría Universitaria es el órgano responsable de ejercer el control de legalidad de los actos administrativos de las autoridades de la universidad, y de auditar la gestión y el uso de los recursos de la institución, sin perjuicio de las demás funciones de control interno que le encomiende el Consejo Superior.


Artículo 28.- Contralor universitario. La Contraloría Universitaria estará a cargo del contralor universitario, quien deberá tener el título de abogado, contar con una experiencia profesional de, a lo menos, ocho años y poseer las demás calidades establecidas en los estatutos de la universidad. Será nombrado por el Consejo Superior por un período de seis años, pudiendo ser designado, por una sola vez, para el período siguiente.


Los estatutos de cada institución deberán establecer el procedimiento de selección y las causales de remoción del contralor e indicarán las normas para su subrogación.


El contralor universitario será nombrado por el Consejo Superior a partir de una terna elaborada mediante el Sistema de Alta Dirección Pública, con el propósito de garantizar la idoneidad de los candidatos y la imparcialidad del proceso de selección.


Artículo 29.- Dependencia técnica. El contralor universitario estará sujeto a la dependencia técnica de la Contraloría General de la República, de conformidad a lo establecido en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda.


Artículo 30.- Estructura interna de la Contraloría Universitaria. A través de un reglamento interno, cada institución definirá la estructura de la Contraloría Universitaria, debiendo garantizar que las funciones de control de legalidad y de auditoría queden a cargo de dos unidades independientes dentro del mismo organismo.

Párrafo 2º

De la calidad y acreditación institucional


Artículo 31.- De la calidad institucional. Las universidades del Estado deben orientar su quehacer institucional de conformidad a los criterios y estándares de calidad del sistema de educación superior, en función de las características específicas de cada institución, la misión reconocida en sus estatutos y los objetivos estratégicos declarados en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.


Artículo 32.- Del aseguramiento de la calidad y procesos de acreditación. Las universidades del Estado deberán determinar un órgano o unidad responsable y mecanismos que permitan coordinar e implementar los procesos de gestión, evaluación y aseguramiento de la calidad, así como los procesos de acreditación de la institución y de sus respectivas carreras y programas académicos.


Los estatutos de cada universidad determinarán la forma en que se implementará lo señalado en el inciso anterior. Asimismo, mediante reglamentos dictados por las respectivas instituciones se regulará la organización interna para el ejercicio de esta función.


Artículo 33.- Planes de tutoría. En caso que una universidad del Estado pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a cuatro años, el Ministerio de Educación designará a otra universidad del Estado para que se desempeñe como institución tutora.


Para estos efectos, el Ministerio solicitará al Consejo de Coordinación de Universidades del Estado, establecido en el artículo 53, que proponga a una universidad estatal, con al menos cinco años de acreditación institucional, para desempeñarse como institución tutora. El Ministerio de Educación la designará mediante decreto supremo.


La institución tutora presentará al Ministerio de Educación un plan de tutoría, el que tendrá carácter vinculante para ambas instituciones de educación superior, y cuyas medidas serán financiadas con cargo a los recursos establecidos para la universidad tutorada en su respectivo Aporte Institucional Universidades Estatales. Este plan deberá comprender el fortalecimiento integral de las actividades de la universidad tutorada, con especial énfasis en aquellas materias que fueron objeto de observaciones por parte de la Comisión Nacional de Acreditación.


El plan de tutoría será aprobado por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, dicho decreto deberá establecer las medidas que se implementarán y los instrumentos que se utilizarán con el fin de que la institución tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años.


Tanto el régimen de tutoría, como el plan de tutoría, cesarán cuando la universidad tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años. Este plan durará como máximo seis años.


Si transcurrido el plazo máximo señalado en el inciso anterior la universidad tutorada no obtuviere una acreditación institucional de a lo menos cuatro años, el Ministerio de Educación nombrará directamente un administrador provisional con las facultades establecidas en los artículos 13, 17 y 18 de la ley Nº 20.800, quien se desempeñará en sus funciones hasta que entre en vigencia la ley referida en el inciso siguiente.


Dentro del plazo de seis meses contados desde la designación del administrador provisional, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que defina el destino de la respectiva institución, pudiendo considerar, entre otras medidas, su reorganización interna o formas de administración especial dirigidas a recuperar su calidad académica y a garantizar la continuidad de los estudios de sus alumnos. De ser necesario, dicho proyecto de ley podrá contemplar la reestructuración de la institución, el término de sus actividades o un procedimiento mediante el cual pueda ser fusionada o absorbida por otra universidad del Estado.


Artículo 34.- Continuidad del servicio público educacional. Las universidades del Estado que se sometan al plan de tutoría señalado en el artículo precedente, recibirán un apoyo financiero destinado a garantizar la prestación regular y continua de las actividades de docencia de pregrado de la institución, en especial los recursos que se requieran para otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes que cumplan los requisitos para beneficiarse de la política de acceso gratuito a la educación superior.


Dichos recursos estarán contemplados en el Aporte Institucional Universidades Estatales de la universidad tutorada, mientras dure el régimen de tutoría.

Párrafo 3°

De la gestión administrativa y financiera


Artículo 35.- Régimen jurídico de la gestión administrativa y financiera. En el ejercicio de su gestión administrativa y financiera, las universidades del Estado deberán regirse especialmente por los principios de responsabilidad, eficiencia, transparencia y rendición de cuentas, así como por las normas de derecho público que regulan los actos de los órganos de la Administración del Estado.


En cumplimiento de lo anterior, las universidades del Estado deberán llevar contabilidad completa de sus ingresos y gastos, conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, siguiendo las orientaciones de la Contraloría General de la República.


En razón de la especificidad de sus funciones, la autonomía propia de su quehacer institucional y la necesidad de propender a una gestión administrativa y financiera más expedita y eficiente, las universidades del Estado dispondrán de un régimen especial en las materias señaladas en los siguientes artículos del presente párrafo.


Artículo 36.- Normas aplicables a los contratos administrativos de suministro y prestación de servicios. Los contratos que celebren las universidades del Estado, a título oneroso, para el suministro de bienes muebles y de los servicios que se requieran para el desarrollo de sus funciones, se regirán por el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; y por las disposiciones de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y de su reglamento.


Artículo 37.- Convenios excluidos de la ley N° 19.886. No obstante lo señalado en el artículo anterior, quedarán excluidos de la aplicación de la ley Nº 19.886 los convenios que celebren las universidades del Estado con los organismos públicos que formen parte de la Administración del Estado y los convenios que celebren dichas universidades entre sí.


De la misma manera, estarán excluidos de la aplicación de la citada ley los contratos que celebren las universidades del Estado con personas jurídicas extranjeras o internacionales para el suministro de bienes muebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones y que, por sus características específicas, no puedan ser adquiridos en Chile.


Artículo 38.- Licitación privada o trato directo. Las universidades del Estado, de forma individual o conjunta, podrán celebrar contratos a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, y, además, cuando se trate de la compra de bienes o la contratación de servicios, incluida la contratación de créditos, que se requieran para la implementación de actividades o la ejecución de proyectos de gestión institucional, de docencia, de investigación, de creación artística, de innovación, de extensión o de vinculación con el medio de dichas instituciones, en que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la respectiva actividad o proyecto.


En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de adquisiciones y contratación de servicios.


Artículo 39.- Ejecución y celebración de actos y contratos. Las universidades del Estado podrán ejecutar y celebrar todos los actos y contratos que contribuyan al cumplimiento de su misión y de sus funciones.


En virtud de lo anterior, dichas instituciones estarán expresamente facultadas para:


a) Prestar servicios remunerados, conforme a la naturaleza de sus funciones y actividades, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, nacionales, extranjeras o internacionales.


b) Emitir estampillas y fijar aranceles por los servicios que presten a través de sus distintos organismos.


c) Crear fondos específicos para su desarrollo institucional.


d) Solicitar las patentes y generar las respectivas licencias que se deriven de su trabajo de investigación, creación e innovación.


e) Crear y organizar sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos digan directa relación con el cumplimiento de la misión y de las funciones de la universidad.


f) Contratar empréstitos y emitir bonos, pagarés y demás documentos de crédito con cargo a sus respectivos patrimonios, de acuerdo a los límites que establece la ley.


g) Castigar en sus contabilidades los créditos incobrables, siempre que hayan sido contabilizados oportunamente y hubieren prescrito las acciones judiciales para su cobro.


h) Celebrar avenimientos judiciales respecto de las acciones o derechos que le correspondan.


i) Celebrar pactos de arbitraje, compromisos o cláusulas compromisorias, para someter a la decisión de árbitros de derecho las controversias que surjan en la aplicación de los contratos que suscriban.


j) Aceptar donaciones, las que estarán exentas del trámite de la insinuación.


Artículo 40.- Exención de tributos. Las universidades del Estado estarán exentas de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos. Lo anterior, sin perjuicio de determinarse previamente las sumas afectas a impuestos que resulten exentas.


Artículo 41.- Control y fiscalización de la Contraloría General de la República. Las instituciones de educación superior del Estado serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su Ley Orgánica Constitucional. 


Con todo, quedarán exentas del trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:


a) Contrataciones, modificaciones y terminaciones de contratos del personal a honorarios académico y no académico. 


b) Designaciones a contrata por plazos no superiores a seis meses. 


c) Nombramientos y ceses en calidad de suplente.


d) Designaciones en consejos internos de la institución, efectuados por las autoridades universitarias.

e) Contrataciones bajo el Código del Trabajo cuya remuneración mensual bruta no supere las 35 unidades tributarias mensuales.


f) Sobreseimientos, absoluciones y aplicación de medidas disciplinarias no expulsivas, con excepción de aquellas dispuestas en procedimientos disciplinarios instruidos u ordenados instruir por la Contraloría General de la República, o cuya instrucción haya sido confirmada en un informe de auditoría emitido por esta. 


g) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.


h) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.


i) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.


j) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.


k) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.


l) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.


m) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.


n) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.


o) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.


p) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.


q) Las operaciones de endeudamiento o créditos por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales, siempre que no comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.

Párrafo 4°

De los académicos y funcionarios no académicos


Artículo 42.- Régimen jurídico de académicos y funcionarios no académicos. Los académicos y funcionarios no académicos de las universidades del Estado tienen la calidad de empleados públicos. Los académicos se regirán por los reglamentos que al efecto dicten las universidades y, en lo no previsto por dichos reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Por su parte, los funcionarios no académicos se regirán por las normas del decreto con fuerza de ley precitado y por las demás disposiciones legales que les resulten aplicables.


Artículo 43.- Carrera académica. La carrera académica en las universidades del Estado se organizará en razón de requisitos objetivos de mérito y estará sustentada en los principios de excelencia, pluralismo, no discriminación, publicidad y transparencia. 


A través de un reglamento de carrera académica, las universidades del Estado deberán establecer las funciones, los derechos y las obligaciones de sus académicos. Este reglamento deberá contener las normas sobre la jerarquía, el ingreso, la permanencia, la promoción, la remoción y la cesación de funciones, así como los respectivos procedimientos de evaluación y calificación de los académicos, de acuerdo a las exigencias y principios señalados en el inciso precedente.


El reglamento, además, establecerá metas y objetivos concretos relacionados con las áreas de docencia, investigación y vinculación con el medio, acorde a los Planes de Desarrollo de las Instituciones; y señalará, asimismo, las políticas de estímulos e incentivos tendientes a fomentar su cumplimiento.


Artículo 44.- Máxima jerarquía académica nacional. Sin perjuicio de los requisitos internos para acceder a las jerarquías académicas de Instructor, Profesor Asistente, Profesor Asociado y Profesor Titular, u otras equivalentes, las universidades del Estado podrán establecer, de consuno, una jerarquía máxima nacional situada por sobre la jerarquía de Profesor Titular, que disponga de requisitos comunes y pueda ser aplicable y oponible a todas las instituciones universitarias estatales en el quehacer propio de sus funciones de educación superior.


Artículo 45.- Comisiones de servicio en el extranjero. Las comisiones de servicio de los funcionarios académicos y no académicos que deban efectuarse en el extranjero se regirán por los reglamentos universitarios dictados por cada institución.


Artículo 46.- Actividades de académicos extranjeros. Los académicos, investigadores, profesionales, conferencistas o expertos extranjeros, y que tengan residencia o domicilio permanente fuera del territorio nacional, estarán exentos de solicitar la autorización para desarrollar actividades remuneradas, señalada en el artículo 48, inciso primero, del decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, siempre que dichas labores correspondan a actividades académicas organizadas por instituciones universitarias y no se extiendan más allá de treinta días o del término del respectivo permiso de turismo.


Artículo 47.- Capacitación y perfeccionamiento de funcionarios no académicos. Las universidades del Estado deberán promover la capacitación de sus funcionarios no académicos, con el objeto de que puedan perfeccionar, complementar o actualizar sus conocimientos y competencias necesarias para el eficiente desempeño de sus funciones.


Artículo 48.- Contratación para labores accidentales y no habituales. Las universidades del Estado podrán contratar, sobre la base de honorarios, sólo la prestación de servicios o labores accidentales y que no sean las habituales de la institución. Las personas contratadas a honorarios se regirán por las cláusulas del respectivo contrato de conformidad a la legislación civil y no les serán aplicables las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 49.- Actos atentatorios a la dignidad de los integrantes de la comunidad universitaria. Las prohibiciones para el personal académico y no académico de las universidades del Estado, relativas a actos atentatorios a la dignidad de los demás funcionarios, incluido el acoso sexual, el acoso laboral y la discriminación arbitraria, se entenderán referidas también a conductas del mismo tipo que resulten atentatorias a la dignidad de estudiantes, y de toda persona vinculada, de cualquier forma, a las actividades de la respectiva institución.


Además, en los procedimientos instruidos para determinar la responsabilidad administrativa en este tipo de casos, las víctimas y personas afectadas por las eventuales infracciones tendrán derecho a aportar antecedentes a la investigación, a conocer su contenido desde la formulación de cargos, a ser notificadas e interponer recursos en contra de los actos administrativos, en los mismos términos que el funcionario inculpado.

TÍTULO III

DE LA COORDINACIÓN DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 1°

Principio basal y objetivos


Artículo 50.- Principio de coordinación. En el cumplimiento de su misión y de sus funciones, las universidades del Estado deberán actuar de conformidad al principio de coordinación, con el propósito de fomentar una labor conjunta y articulada en todas aquellas materias que tengan por finalidad contribuir al progreso nacional y regional del país, y a elevar los estándares de calidad de la educación pública en todos sus niveles, con una visión estratégica y de largo plazo.


Artículo 51.- Colaboración con los órganos del Estado. Las universidades reguladas en la presente ley deberán colaborar, de conformidad a su misión, con los diversos órganos del Estado que así lo requieran, en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, contribuyendo a satisfacer los intereses generales de la sociedad y de las futuras generaciones.


En este marco, el Ministerio de Educación podrá solicitar a una o más universidades del Estado directamente, o al Consejo de Coordinación establecido en el artículo 53, que elaboren planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula cada vez que se requiera apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En el diseño y ejecución de los mismos, las universidades deberán cautelar y preservar su calidad académica y fomentar, de manera particular, el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones. Estos planes no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro de Hacienda.


La implementación de estos planes se establecerá mediante convenios que las universidades del Estado deberán firmar con el Ministerio de Educación, los que deberán ser visados por la Dirección de Presupuestos.


Artículo 52.- Colaboración entre las universidades del Estado y con otras instituciones de educación. Las universidades del Estado deberán colaborar entre sí y con otras instituciones de educación con el propósito de desarrollar, entre otros, los siguientes objetivos: 


a) Promover la conformación de equipos de trabajo interdisciplinarios entre sus comunidades académicas, así como con otras instituciones de educación superior, para realizar actividades de pregrado y posgrado, investigación, innovación, creación artística, extensión y vinculación con el medio, de acuerdo a criterios de pertinencia y equidad territorial.


b) Fomentar relaciones institucionales de cooperación y colaboración con universidades y entidades nacionales y extranjeras, en el ámbito propio de las funciones de educación superior.


c) Promover criterios y requisitos comunes para el establecimiento de una carrera académica nacional aplicable y oponible a todas las universidades del Estado.


d) Promover la movilidad académica entre sus docentes.


e) Facilitar la movilidad estudiantil entre ellas, y entre las instituciones técnico profesionales y las universidades del Estado.


f) Propender a un crecimiento equilibrado y pertinente de su oferta académica, de conformidad a lo previsto en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional, pudiendo considerar las propuestas del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado.


g) Promover acciones colaborativas destinadas al aseguramiento de la calidad de las universidades del Estado, de manera que alcancen o mantengan los más altos estándares en este ámbito.


h) Colaborar con otras instituciones de educación superior del Estado que requieran asesoría en el diseño y ejecución de proyectos académicos e institucionales, y con aquellas instituciones estatales que presenten dificultades en sus procesos de acreditación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 33 de la presente ley.


i) Vincular sus actividades con los centros de formación técnica estatales.


j) Colaborar con el Ministerio de Educación en los procesos de reubicación de los estudiantes provenientes de instituciones de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado.


k) Impulsar programas dirigidos a alumnos de establecimientos educacionales públicos, a fin de fomentar su acceso a la educación superior de acuerdo a criterios de equidad y mérito académico.


l) Vincular sus actividades con el aseguramiento de la calidad de las escuelas y liceos públicos, contribuyendo de manera activa en la innovación pedagógica y en el desarrollo de los profesionales de la educación de estos establecimientos.


m) Establecer procedimientos y protocolos de acción conjunta en materia de compras públicas, con el objeto de promover la eficacia y eficiencia de los contratos que celebren las universidades del Estado para el suministro de bienes muebles y de los servicios que requieran para el desarrollo de sus funciones, de conformidad a la ley N° 19.886.


n) Compartir las buenas prácticas de gestión institucional que propendan a un mejoramiento continuo de las universidades del Estado y que permitan elevar progresivamente sus estándares de excelencia, eficiencia y calidad.

Párrafo 2°

Del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado


Artículo 53.- Del Consejo. Existirá un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante también “el Consejo”), el que tendrá por finalidad promover la acción articulada y colaborativa de las instituciones universitarias estatales, con miras a desarrollar los objetivos y proyectos comunes señalados en el párrafo 1° del presente Título, además de la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por las universidades del Estado que se financien en virtud del Plan de Fortalecimiento establecido en el párrafo 2º del Título IV de esta ley.


Corresponderá particularmente a este Consejo de Coordinación asesorar al Ministerio de Educación en el diseño de proyectos conjuntos entre el Estado y sus universidades en torno a objetivos específicos que atiendan los problemas y requerimientos del país y sus regiones. Además, elaborará propuestas para la conformación de redes de cooperación en áreas de interés común para las universidades del Estado, especialmente en gestión institucional, docencia, investigación, extensión y vinculación con el medio.


Artículo 54.- Integración del Consejo y Secretaría Técnica. El Consejo estará integrado por los rectores de las universidades del Estado, por el Ministro de Educación y por el Ministro de Estado a cargo del sector de Ciencia y Tecnología.


El Consejo de Coordinación será presidido y convocado por el Ministro de Educación. Contará con el apoyo de una Secretaría Técnica, radicada en la Subsecretaría del Ministerio de Educación con competencia sobre educación superior, que le prestará respaldo material y técnico a su gestión administrativa, y le facilitará la infraestructura necesaria para desempeñar sus tareas.


El Consejo podrá autoconvocarse a requerimiento escrito de dos tercios de sus integrantes.


Sin perjuicio de los representantes del Gobierno que integrarán el Consejo de Coordinación, podrán ser invitados a sus sesiones otras autoridades o representantes gubernamentales sectoriales, así como autoridades o representantes de otros órganos del Estado, para tratar temas, iniciativas o propuestas que digan relación con materias de su competencia. 


Artículo 55.- Organización del Consejo y comités internos. La organización y las tareas específicas del Consejo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 53 y siguientes de la presente ley, serán establecidas mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.


El Consejo funcionará a través de comités internos. Estos comités estarán integrados por cinco rectores de universidades del Estado y por dos autoridades de Gobierno, una de las cuales será del Ministerio de Educación, según se defina en el decreto señalado en el inciso anterior.

TÍTULO IV

DEL FINANCIAMIENTO DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 1º

Fuentes de financiamiento


Artículo 56.- Aporte Institucional Universidades Estatales. En su calidad de instituciones de educación superior estatales, creadas para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión y vinculación con el medio, de acuerdo a la misión y a los principios que les son propios, señalados en el Título I de esta ley, las universidades del Estado tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Institucional Universidades Estatales”. 


Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. A su vez, los criterios de distribución de dichos recursos serán fijados mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Dicha distribución deberá basarse en criterios objetivos, considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Convenio Marco Universidades Estatales” establecido en la ley N° 20.882.


Las universidades del Estado sólo deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.


Artículo 57.- Otras fuentes de financiamiento. Lo expresado en el artículo anterior es sin perjuicio de los aportes que les corresponda percibir a las universidades del Estado, de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija las Normas sobre Financiamiento de las universidades; de los recursos públicos a los que puedan acceder a través de fondos concursables u otros instrumentos de financiamiento que disponga el Estado para sus universidades, los que deberán incorporar criterios de apoyo especial para las universidades estatales de regiones; y de los ingresos que señalen sus respectivos estatutos por derechos de matrícula, aranceles, impuestos universitarios, prestación de servicios, frutos de sus bienes, donaciones, herencias o legados, entre otros.


Los recursos señalados en el inciso anterior deberán ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia y no discriminación arbitraria.

Párrafo 2º

Plan de Fortalecimiento


Artículo 58.- Objetivo y vigencia. Con el propósito de apoyar el desarrollo institucional de las universidades del Estado, se implementará un Plan de Fortalecimiento de carácter transitorio, que tendrá una duración de 10 años contados desde el año de entrada en vigencia de la presente ley, destinado a los usos y ejes estratégicos que serán estipulados en los convenios que, para estos efectos, se suscriban entre el Ministerio de Educación y cada una de las universidades referidas. 


La aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos que se financien en virtud del Plan, estará a cargo de un Comité interno del Consejo, integrado por cinco rectores de universidades del Estado, un representante del Ministro de Educación, un representante del Ministro a cargo del sector de Ciencia y Tecnología y un representante de la Dirección de Presupuestos. Dichas iniciativas y proyectos serán propuestas por el Consejo de Coordinación o por una o más instituciones, considerando tanto el trabajo en conjunto o en red de las universidades del Estado como líneas de acción específicas de cada institución. Por su parte, la gestión y administración de los recursos asignados y la rendición de cuentas de los mismos será de responsabilidad de cada universidad.


Artículo 59.- Evaluación internacional. El Plan de Fortalecimiento será evaluado cada 5 años por un panel de expertos internacionales, de acuerdo a los términos de referencia que propongan, de manera conjunta, los Ministerios de Hacienda y de Educación.


Artículo 60.- Recursos del Plan de Fortalecimiento. Los recursos destinados al financiamiento del Plan de Fortalecimiento ascenderán a $300.000.000 miles. Dicha cantidad se dividirá en montos anuales, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos del Sector Público correspondientes, que considerarán al menos los recursos de la asignación “Plan de Fortalecimiento universidades Estatales” establecida en la ley N° 20.981. Con todo, dentro de los primeros 5 años de vigencia del Plan se deberán destinar al menos $150.000.000 miles.


Artículo 61.- Aprobación y visación del Comité. Los recursos señalados en el artículo anterior deberán ejecutarse en conformidad a las iniciativas y proyectos que apruebe el Comité a que hace referencia el artículo 58 de la presente ley. 


El Comité será el encargado de evaluar el nivel de cumplimiento de dichas iniciativas y proyectos, y otorgar la visación para que el Ministerio de Educación realice las siguientes transferencias.


Artículo 62.- Líneas de acción del Plan. A través del Plan de Fortalecimiento, las universidades del Estado podrán desarrollar, entre otras, las siguientes iniciativas:


1) Desarrollo institucional. Las universidades del Estado podrán actualizar su Plan de Desarrollo Institucional con el fin de concordar sus iniciativas de fortalecimiento con dicho Plan.


2) Fortalecimiento de la gestión institucional. Las universidades del Estado podrán implementar programas de mejoramiento y actualización de los procesos internos de gestión institucional y de recursos humanos, con especial énfasis en la modernización y fortalecimiento de sus respectivas contralorías universitarias.


3) Crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Las universidades del Estado podrán establecer planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Dichos planes deberán obedecer a necesidades estratégicas del país y sus regiones, basarse en indicadores objetivos, considerar mecanismos de equidad e inclusión para el acceso de los nuevos estudiantes y estar contemplados, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional. A su vez, los referidos planes de crecimiento no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro de Hacienda.


4) Fortalecimiento de la calidad académica y la formación profesional. Las universidades del Estado podrán diseñar e implementar acciones destinadas a preservar o elevar su calidad académica, incluyendo planes de evaluación y rediseño curricular. Asimismo, podrán fomentar la incorporación de académicos e investigadores con grado de Doctor con el objetivo de potenciar especialmente las actividades de docencia e investigación.


5) Fortalecimiento de la investigación e incidencia en la elaboración e implementación de políticas públicas. Las universidades del Estado podrán crear o fortalecer centros de investigación destinados a profundizar el conocimiento o la innovación y aportar en la elaboración de políticas públicas de relevancia estratégica para el país o sus regiones, en materias tales como: desarrollo sustentable, cambio climático, sismología, cuidado y protección de niños y adultos mayores, inclusión y no discriminación, y planificación urbana sostenible. 


6) Vinculación con el medio y el territorio. Las universidades del Estado podrán elaborar programas y acciones de vinculación con el medio que promuevan el desarrollo regional, la interculturalidad, el respeto de los pueblos originarios y el cuidado del medio ambiente. En este marco, dichas universidades podrán promover actividades académicas y formativas destinadas a vincular a los estudiantes con su ámbito profesional en el territorio en que se emplace la respectiva institución.


7) Otras líneas de acción. Sin perjuicio de lo señalado en los numerales precedentes, a través del Plan de Fortalecimiento se podrán destinar recursos para conservar y mejorar la infraestructura de las universidades del Estado, crear o fortalecer planes de apoyo para la permanencia y titulación de estudiantes, y apoyar la obtención de la acreditación institucional de las universidades creadas por la ley Nº 20.842.

TÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 63.- Política de propiedad intelectual e industrial. Las universidades del Estado deberán establecer, a través de reglamentos, una política de propiedad intelectual e industrial que permita fomentar las actividades de investigación, creación e innovación de sus académicos, resguardando los derechos de estas instituciones. Asimismo, dichos reglamentos establecerán las formas de acceso público al conocimiento creado en las universidades del Estado, debiendo en todo caso respetar los derechos de terceros en virtud de la legislación vigente.


Artículo 64.- Relevancia de los planes de desarrollo de la región. Las universidades del Estado deberán considerar especialmente para la elaboración de sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional, los planes de desarrollo de la región a la que pertenezcan, a fin de que exista entre ellos la debida correspondencia y armonía.


Artículo 65.- Modificación del Estatuto Administrativo. Incorpórase en el inciso final del artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, entre la expresión “Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” y la conjunción “y”, la frase “, la Ley sobre Universidades del Estado”.


Artículo 66.- Modificación de la ley N° 20.800. Modifícase el artículo 24 de la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, incorporando en su inciso quinto, a continuación de la expresión “ley N° 20.129” la frase “, preferentemente una universidad del Estado”.


Artículo 67.- Mayor gasto fiscal. El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en el momento de su publicación.


Para los efectos de adecuar los actuales estatutos de las universidades del Estado a las disposiciones del Título II de esta ley que así lo exijan, dichas instituciones deberán proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Educación, la modificación de sus respectivos estatutos dentro del plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia del referido texto legal.


Sin perjuicio de lo anterior, las universidades del Estado cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990 no tendrán la obligación señalada en el inciso precedente, en la medida que propongan al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Educación y en el plazo establecido en el referido inciso, un mecanismo institucional permanente que asegure la participación y corresponsabilidad del Estado en la aprobación del Plan de Desarrollo Institucional y del presupuesto de la universidad.


Si una universidad del Estado no cumpliere con las obligaciones establecidas en los incisos anteriores, dentro del plazo máximo allí señalado, al vencimiento del mismo regirán, por el solo ministerio de la ley, las normas estatutarias relativas a la organización, gobierno, funciones y atribuciones de las universidades del Estado establecidas en el estatuto general que, mediante decreto con fuerza de ley, haya dictado el Presidente de la República. Para estos efectos, facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación y suscritos también por el Ministro de Hacienda, un estatuto general para las universidades del Estado, el cual, vencidos los plazos establecidos en los incisos anteriores, sustituirá íntegramente las normas de los estatutos vigentes de las universidades del Estado en todo aquello que sea incompatible con las disposiciones del estatuto general. El ejercicio de esta facultad deberá respetar estrictamente la misión, principios y normas que se establecen en la presente ley, y en especial, ajustarse a las regulaciones de su Título II.


Artículo segundo.- Las universidades del Estado deberán adoptar procesos públicos y participativos, en que intervengan los distintos estamentos de la comunidad universitaria, para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo primero transitorio, según corresponda.


Con todo, la propuesta de modificación de estatutos que efectúen dichas instituciones al Presidente de la República deberá realizarse a través de sus órganos competentes, según lo dispuesto en sus estatutos vigentes.


Artículo tercero.- Se considerará como primer período del cargo, para la aplicación del artículo 21, aquel que haya asumido el rector bajo la vigencia de la presente ley. A su vez, a partir de la entrada en vigencia de esta ley serán aplicables las disposiciones de dicho artículo.


Artículo cuarto.- A las instituciones de educación superior creadas por la ley N° 20.842 no les serán exigibles los requisitos de acreditación institucional y de carreras, de conformidad a la ley N° 20.129, para efectos de acceder a fondos otorgados por el Estado o que cuenten con su garantía, mientras esté pendiente el plazo máximo para obtener la acreditación institucional de conformidad a la ley N° 20.842.


Asimismo, los estudiantes matriculados en las instituciones de educación superior antedichas podrán acceder a los recursos y becas otorgados por el Estado o que cuenten con su garantía y que se encuentren contempladas en la normativa vigente, operando respecto de estas instituciones la misma exención.


Artículo quinto.- El plazo para dictar el decreto supremo que regulará el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado será de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo sexto.- En tanto no entren en vigencia las normas estatutarias y reglamentos internos que deban dictarse en virtud de esta ley, las universidades del Estado seguirán rigiéndose por las respectivas normas estatutarias y reglamentos internos que actualmente les son aplicables.


Artículo séptimo.- Las universidades del Estado estarán adscritas a la política de gratuidad universal, de conformidad a las reglas transitorias de progresión para los deciles de más altos ingresos que se establecen en la Ley sobre Educación Superior o en la Ley de Presupuestos, según corresponda.”.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 82ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 17 DE ENERO DE 2018


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros y Tuma.


Concurre, asimismo, el Ministro de Desarrollo Social, señor Barraza.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Labbé y Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 34.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 78ª y 79ª, ordinarias, del 9 y 10 de enero de 2018, respectivamente, que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Mensajes

Veinte de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira la urgencia que hiciera presente para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04).


Con los once siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


2) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


3) El que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (Boletín N° 10.054-12).


4) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


5) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


6) El que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.526-06).


7) El que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.687-06).


8) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


9) El que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (Boletín N° 11.175-01).


10) El que moderniza la legislación bancaria (Boletín N° 11.269-05).


11) Sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (Boletín N° 11.430-13).


Con los siete últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


2) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


3) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


4) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


5) Proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (Boletín N° 10.372-03).


6) Proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (Boletín Nº 10.739-07).


7) Proyecto de ley que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín N° 11.120-05)


-- Se tienen presentes el retiro y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha aprobado, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (Boletín N° 11.257-04) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.


Con el segundo, señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, para otorgar un ascenso póstumo de carácter honorífico al personal de las ramas que las conforman (Boletín N° 9.992-02).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Con el tercero, indica que ha aprobado el proyecto de ley que designa al Instituto Nacional de Derechos Humanos como el mecanismo nacional de prevención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (Boletín N° 11.245-17).


-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y a la de Hacienda, en su caso.


Con el cuarto, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.529, sobre el Sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, para ampliar las atribuciones del administrador provisional (Boletín N° 11.266-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca los delitos de violación denunciados en el período indicado.


Envía respuesta a petición de los Honorables Senadores señores Lagos, Girardi y Quintana, para que el Ejecutivo presente un proyecto de ley que confiera facultades a la autoridad sanitaria y municipal para tomar medidas en caso de focos de salubridad en espacios privados. 


Responde consulta, expedida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca de datos relativos a los delitos de robo con violencia o intimidación con sustracción de vehículo motorizado (“portonazos”).


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Lagos, en cuanto a la creación de la nueva comuna de Placilla de Peñuelas en la Región de Valparaíso.

De la señora Ministra de Salud


Da cuenta de la situación de salud de la menor individualizada, a requerimiento del Honorable Senador señor Navarro.

Del Subsecretario de Bienes Nacionales


Adjunta datos sobre la licitación del centro de esquí de Pucón, en respuesta a consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor García.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado, para autorizar la permanencia de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), por el plazo de doce meses (Boletín   S 1.962-05) (con la urgencia del inciso segundo del N°5° del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de discriminación e igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres (Boletín N° 9.322-13).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones (Boletín N° 11.175-01) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga incentivo por retiro voluntario a los funcionarios del Poder Judicial, según se indica (Boletín N° 11.467-07) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández (Boletín N° 11.444-06) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señor Chahuán, señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Harboe y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 3° del decreto ley N° 321, que establece la libertad condicional para los penados, con el objetivo de incluir el delito de robo con violación entre los delitos de mayor gravedad para efectos del cómputo del cumplimiento mínimo de su condena (Boletín Nº 11.573-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán y Guillier, con la que comienzan un proyecto de ley sobre utilización de vigilancia electrónica y otras tecnologías por parte de las municipalidades (Boletín Nº 11.574-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que inicia un proyecto de ley que modifica el Fondo de Apoyo Regional contemplado en la ley N° 20.387, que crea un subsidio nacional para el transporte público remunerado de pasajeros (Boletín N° 11.575-15). 


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios

Tres de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo (Boletín N°10.314 -06).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.


Con el segundo, señala que ha aprobado el proyecto de ley que traspasa el establecimiento de salud de carácter experimental, Hospital Padre Alberto Hurtado, a la red del Servicio de Salud Metropolitano Sur Oriente y delega facultades para la modificación de las plantas de personal del mencionado Servicio (Boletín N° 11.484-11) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Salud y a la de Hacienda, en su caso.


Con el tercero, informa que ha aprobado el proyecto de ley que distribuye rezagos del sistema de capitalización individual (Boletín N° 11.545-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Pasa a Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.

- - -


A petición del Honorable Senador señor Harboe, la Sala acuerda ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín Nº 11.174-07), hasta el día lunes 5 de marzo a las 12:00 horas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández.

(Boletín  N° 11.444-06)


El Presidente pone en discusión el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, y la calificó de “suma”.


Agrega que el objetivo de la iniciativa es conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta. 


Señala luego que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Navarro y Ossandón, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, dejando constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Acosta, por su destacado aporte y entrega a nuestro país es merecedor de ese reconocimiento.


El Presidente previa consulta a la Sala declara aprobada la iniciativa en general y en particular por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -

Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández.”.

- - -
ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas.

(Boletín N° 10.687-06)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho calificándola de “suma”.


Agrega que su principal objetivo es crear el Ministerio de Pueblos Indígenas como el órgano encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, y transformar la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas.


Señala luego que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Pizarro y Quinteros.


Hace presente que los artículos 1 a 11; 14; 15, números 3, 6 y 21; 17, y 19 permanentes; más el artículo tercero transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de 19 votos favorables.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Quinteros, Tuma y Pizarro.


Enseguida pone en votación en general la iniciativa.


El resultado es de 23 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Coloma, Quintana y Larraín.

- - -

Terminada la votación manifiesta su intención de votar a favor el Honorable Senador señor Guillier.

- - -

El Presidente declara aprobado en general el proyecto.

- - -


Enseguida ofrece la palabra al Ministro de Desarrollo Social, señor Barraza, quien agradece el despacho de la iniciativa.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 34 senadores en ejercicio.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto hasta el día 8 de marzo próximo siguiente.

- - -

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016.

(Boletín N° 11.167-10)


El Presidente, previo acuerdo de la Sala para modificar el orden de la Tabla, pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es establecer cielos abiertos con Guyana.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.


Previa consulta a la Sala el Presidente da por aprobado el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


Queda terminado el trámite de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016.”.

- - -

Oficio de S. E. la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado, para autorizar la permanencia de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), por el plazo de doce meses.

(Boletín   S 1.962-05)


El Presidente, previo acuerdo de la Sala para modificar el orden de la Tabla, pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para requerir el acuerdo del Senado respecto de la participación de Chile en la MINUSCA, para lo cual se solicita la autorización para la permanencia de cuatro oficiales chilenos en la República Centroafricana.


Agrega que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recibieron al Ministro de Defensa Nacional, al Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante y a diversos representantes de ambas carteras de Estado, y luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia acordaron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por S. E. la Presidenta de la República, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Chahuán, Lagos, Larraín, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.


Previa consulta a la Sala el Presidente da por aprobada la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


Queda terminado el trámite de este asunto.


El texto despachado por el Senado al Supremo Gobierno es el que sigue:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha acordado autorizar la permanencia de las tropas nacionales en los Cuarteles Generales de la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA), por el plazo de doce meses, a partir del 10 de febrero de 2018 y hasta el 10 de febrero de 2019.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley General de Servicios Eléctricos para imponer a la empresa distribuidora de energía la obligación de solventar el retiro y reposición del empalme y medidor en caso de inutilización de las instalaciones por fuerza mayor.

(Boletín N° 10.331-08).

El Presidente, con el acuerdo de la Sala, pone en discusión el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro, Pizarro y Prokurica, con las modificaciones que consigna en su informe.


El Presidente pone en votación general la iniciativa.


El resultado es de 14 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Guillier, Larraín, Letelier, Pizarro, Prokurica y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores García Huidobro, Prokurica y Coloma.


El Presidente declara aprobada en general la iniciativa y, asimismo, en particular por no haberse presentado indicaciones ni haberse pedido plazo para formularlas.

- - -


Queda terminado el trámite de este proyecto de ley.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Incorpórase en el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley General de Servicios Eléctricos, el siguiente artículo 139 bis:


“Artículo 139° bis.- El empalme y el medidor son parte de la red de distribución y, por tanto, de propiedad y responsabilidad de la concesionaria del servicio público de distribución o de aquel que preste el servicio de distribución. Los decretos tarifarios a que se refieren los artículos 120°, 184° y 190°, o el que los reemplace, determinarán la forma de incluir en sus fórmulas tarifarias la remuneración de estas instalaciones, así como las condiciones de aplicación de las tarifas asociadas a ellas.”.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- Para efectos de lo dispuesto en la presente ley, los usuarios que a la fecha de su publicación en el Diario Oficial sean propietarios de medidores o empalmes, mantendrán dicha titularidad hasta que se produzca el cambio de alguna de estas instalaciones por parte de la concesionaria del servicio público de distribución o de aquel que preste el servicio de distribución, de acuerdo a los requerimientos de la red eléctrica para el debido cumplimiento de la normativa vigente o lo dispuesto en el inciso siguiente.


Respecto de usuarios que sean propietarios del medidor o empalme, la concesionaria del servicio público de distribución o aquel que preste el servicio de distribución, a partir de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, deberá asumir íntegramente el costo del retiro o desmantelamiento del empalme y del medidor, así como la ejecución o instalación del empalme y del medidor cuando sea necesaria su reposición, siempre que la inutilización o destrucción de dichas instalaciones se haya producido por fuerza mayor, como terremoto, salida de mar, temporal u otra calamidad, y que la autoridad competente haya decretado estado de catástrofe, de conformidad con la normativa vigente. El retiro o desmantelamiento y la ejecución o instalación del empalme y del medidor señalados en este inciso no estarán condicionados a la inexistencia de servicios impagos, ya sea total o parcialmente, al momento en que se produzca la fuerza mayor y se decrete estado de catástrofe por la autoridad competente.


Artículo segundo.- Los decretos tarifarios a que se refieren los artículos 120°, 184°, 187° y 190° de la Ley General de Servicios Eléctricos, podrán ser modificados para incorporar los mayores costos asociados a esta ley y a los estándares y exigencias de calidad y seguridad de servicio y de suministro que establezca la normativa técnica dictada por la Comisión Nacional de Energía, debiendo evitar en todo momento el doble pago de servicios o infraestructura. Las fórmulas resultantes tendrán una vigencia hasta completar el período tarifario del respectivo decreto modificado. Para la aplicación de lo dispuesto en este inciso, no regirá lo prescrito en los artículos 120°, inciso final; 183°; 184°, inciso final, y 187° de la Ley General de Servicios Eléctricos.


Artículo tercero.- Las obligaciones establecidas en la presente ley, salvo lo dispuesto en el inciso segundo del artículo primero transitorio, entrarán en vigencia a partir de la publicación y vigencia de los decretos tarifarios que incorporen los mayores costos en la prestación del servicio público eléctrico asociados a las exigencias de esta ley.”.

- - -


El Presidente informa que ha terminado el Orden del Día.

- - -
Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz; señores Bianchi y Navarro; y una conjunta del Honorable Senador señor De Urresti con los Honorables Senadores señora Allende y señores Letelier, Montes y Quinteros, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 237 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL PARA IMPEDIR LA APLICACIÓN DE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO RESPECTO DE CIERTOS DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONARIOS PÚBLICOS

(11.586-07)

El estudio de cualquier texto normativo, que incluya un análisis de las disposiciones de derecho positivo, debe, a lo menos, considerar los principios que lo fundamentan y también, analizar cuáles son los objetivos que se tuvieron en cuenta para la dictación de una ley.
Bajo esta perspectiva podemos darnos cuenta que a medida que transcurre el tiempo, las leyes pueden ir variando, o no, de acuerdo a la realidad misma en que fueron pensadas y cómo ha cambiado la sociedad desde su promulgación. Esta es una manera de darle dinamismo a un modelo de ordenamiento jurídico basado en leyes, muy rígido, como el que nos regula a nosotros.
Así las cosas, por un lado, tenemos leyes que se van adaptando muy bien a los nuevos tiempos, muchos ejemplos de este tipo de leyes "moldeables" las encontramos en el Código Civil, redactado por don Andrés Bello en el año 1856, promulgado al año siguiente, y que han tenido una particular sobrevivencia. En este orden de cosas vemos cómo las normas que regulan el sistema de protección de bienes inmuebles casi se ha mantenido sin modificaciones, debido a la gran astucia de Bello utilizada para reglamentar el sistema de inscripciones no solo pensando en su presente, sino que también en el futuro de la institución.
En la vereda del frente, encontramos las normas que habiendo sido dictadas con el objeto de regular ciertas materias de la sociedad, estas últimas, ya no existen o derechamente su valoración por parte de la misma ha cambiado. Ejemplo de lo anterior son las múltiples leyes que se han derogado en nuestro Código Penal, v.gr. la pena de muerte, adulterio, entre otros.

En esta misma línea de ideas, encontramos un fenómeno de adecuación de cierto tipo de norma, las cuales si bien regulan instituciones del derecho vigente, su alcance no está correctamente delimitado, surgiendo la necesidad imperiosa por parte del legislador para definir de mejor manera cada uno de los alcances que tienen.
Una de estas instituciones es la que este proyecto de ley trata de regular, nos referimos a la SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO en materia penal.
La suspensión condicional del procedimiento se encuentra dentro de lo que el derecho penal denomina como "salidas alternativas", lo anterior enmarcado en la posibilidad que se le reconoce al sistema procesal penal de consagrar respuestas estatales frente a la comisión de hechos punibles que trasuntan un menor nivel de represión o de fuerza de la intervención penal en la vida o los derechos de los ciudadanos1.
Luego, la institución propiamente tal la podemos definir de la siguiente manera: Mecanismo alternativo de solución del conflicto que exige un acuerdo entre el órgano de persecución penal y el imputado en orden a suspender el ejercicio de la acción penal, bajo la condición de que el inculpado se someta a un régimen de control determinado por el juez de garantía por un tiempo determinado. Y en Chile sus requisitos de pertinencia tienen que ver expresamente con a) Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en el evento de dictarse sentencia condenatoria, no excediere de tres años de privación de libertad; b) Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito; y c) Si el imputado no tuviere vigente una suspensión condicional del procedimiento, al momento de verificarse los hechos materia del nuevo proceso.
En este punto es muy importante percatarse de algo que es trascendental en esta institución, hablamos de la circunstancia de que para ser procedente no es necesario una aceptación de los hechos por los cuales es investigado el imputado, obteniendo como resultado un sobreseimiento definitivo por actos que nunca más serán objeto de alguna investigación, ni tampoco susceptibles de revisión, si es que se cumple la condición impuesta en un espacio temporal.
Lo anterior, en la mayoría de los casos no tiene una justificación negativa, más son las veces en que las condiciones aplicadas al caso concreto tienen una correcta justificación y logran obtener el objetivo trazado por el legislador.
Ahora bien, ¿dónde podemos encontrar precisamente este objetivo? Una de las fuentes es el propio Mensaje con el cual se da comienzo a la tramitación de un proyecto de ley, en el cual se define cuáles son los fines del derecho penal en nuestro país, "además de constituir una garantía, el juicio público y su realización por el método oral, constituyen un mecanismo indispensable para que la administración de justicia cumpla con las demás funciones que la sociedad le encomienda. Una de ellas es la de resolver los conflictos, en este caso penales, de un modo que sea percibido como legítimo por la comunidad, con miras a reforzar la confianza de la ciudadanía en el sistema jurídico. Esta función difícilmente puede ser cumplida si los actos constitutivos del proceso no son accesibles o no resultan comprensibles al conjunto de la comunidad. (...) también el proceso penal está llamado a desempeñar un importante efecto preventivo general, que normalmente se atribuye a la etapa de ejecución de la pena. El enjuiciamiento público de los delitos permite socializar más directamente el mensaje de que existe una respuesta estatal rigurosa a los actos que la sociedad considera inaceptables, inhibiendo con ello a quienes pudieren pretender llevarlos a cabo en el futuro y reafirmando ante el conjunto de la comunidad la vigencia de los valores del sistema jurídico. También el juicio oral favorecerá la producción de este efecto que parece tan necesario en el tiempo actual".

El párrafo anteriormente transcrito tiene la característica de recordarnos cuales son los objetivos más simples del procedimiento penal y de los cuales no podemos alejarnos al momento de definir las funciones que tendrán cada una de las instituciones que de él son parte.
Así, en la regulación de la Suspensión Condicional del Procedimiento no podemos olvidar que ella siempre debe apuntar a que el modo de resolver un conflicto debe ser respaldado por una percepción de legitimidad por parte de la comunidad.

Esta percepción legítima está configurada por el bien jurídico protegido, de esta manera podemos aceptar como legítima una suspensión por un robo o hurto en el cual el imputado devuelve lo hurtado y se compromete al seguimiento por parte de alguna institución del Estado, en torno a corregir su actuar.

Contrariamente, es intuitivamente correcto pensar en que se afecta esta pretensión de legitimidad al pactarse una suspensión condicional cuando el bien jurídico protegido es de carácter "supra individual".
Es el fundamento del artículo 235 de nuestro Código Penal un buen ejemplo: El empleado que, con daño o entorpecimiento del servicio público, aplicare a usos propios o ajenos los caudales o efectos puestos a su cargo, sufrirá las penas de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio y multa de diez al cincuenta por ciento de la cantidad que hubiere sustraído.
No verificado el reintegro, se le aplicarán las penas señaladas en el art. 233. 
Si el uso indebido de los fondos fuere sin daño ni entorpecimiento del servicio público, las penas serán suspensión del empleo en su grado medio y multa del cinco al veinticinco por ciento de la cantidad sustraída, sin perjuicio del reintegro.
En el artículo antes señalado lo que se está buscando proteger es algo más profundo que solamente el dinero, sino más bien, la probidad, como sinónimo de la legitimidad que venimos hablando.
De esta forma también lo establece la Corte de Apelaciones de Antofagasta: "Los hechos investigados se refieren al delito de malversación de caudales públicos, cuyo bien jurídico protegido no solo es la hacienda pública o el patrimonio del Estado, sino especialmente la probidad funcionaria, pues de otro modo no se entiende la intención del legislador cuando en el artículo 235 del Código Penal configura el ilícito, a pesar de haberse verificado el reintegro y el uso indebido de los fondos fuere sin daño ni entorpecimiento del servicio, habiendo por tanto desaparecido el bien jurídico protegido relativo a las arcas fiscales".
En Argentina, por ejemplo, se ha excluido la posibilidad de llegar a una suspensión condicional del procedimiento sobre hechos cuyos delitos sean investigados a funcionarios en ejercicio de sus funciones, debido al mismo argumento de fondo, existe un bien supra individual que se debe respetar y su sanción siempre se debe buscar.
En nuestro país, estas mismas razones se encuentran graficadas en una institución de características similares a la suspensión condicional del procedimiento, esta es, los "acuerdos reparatorios" en donde se pueden llegar a acuerdos que terminarán con el proceso, sólo cuando ellos tengan relación con bienes jurídicos de carácter patrimonial o consistieren en lesiones menos graves o constituyeren delitos culposos. De nuevo, el fundamento es el mismo, no se puede entregar a los intervinientes en un proceso que afecte a bienes jurídicos supraindividuales la facultad de ponerle término a la investigación penal en su contra.
Es importante destacar que precisamente se evita la posibilidad de que se lleguen a acuerdos en materias de interés nacional debido al riesgo que esto conlleva, ya que, como es posible percatarse, los hechos nunca se esclarecerán, terminando de manera inconclusa la protección a bienes jurídicos que van más allá del solo interés particular.
En un comienzo señalamos la manera en que las normas de nuestro ordenamiento jurídico iban evolucionando con el paso del tiempo y cómo el interés particular no debe interponerse al bien común cuando existan bienes jurídicos que protegen el interés de la sociedad como un todo, en contraposición al beneficio de los intervinientes.
Ahora bien, ¿cuál es el problema manifiesto de la institución de la Suspensión Condicional del Procedimiento en nuestro país? Precisamente el hecho de que se abre la posibilidad a que, producto de un acuerdo entre el Ministerio Púbico y el imputado, se viole el interés superior de la sociedad mediante un pacto entre dos personas, sin siquiera tomarle real importancia a la opinión de la víctima de los hechos, y mucho menos, sin respetar los intereses de la sociedad como un todo.
Nuestro sistema actual ni siquiera obliga a una aceptación de los hechos por parte del imputado en cualquier materia de investigación que sea susceptible de suspensión condicional. O sea, en muchos casos se decretaría el sobreseimiento definitivo de una causa sin siquiera saber cuáles fueron los hechos que motivaron el inicio de una investigación penal.
Lo anterior, como dijimos, no tiene ningún problema cuando se investiguen hechos que son de interés netamente patrimonial, pero existe un riesgo muy alto de descrédito por parte de la sociedad en torno a percibir que no se está entregando una solución "justa" y que se dejen sin condena hechos que a todas luces se oponen al interés público.
Recordemos algo que parece obvio, pero que por obvio no se dice y por no decirse se olvida: la Fiscalía tiene el objetivo de investigar y obtener condenas por esas investigaciones, no investigar para llegar a acuerdos con los imputados.
Por lo antes mencionado, se propone el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Agréguese un nuevo inciso final, al artículo 237 del Código Procesal Penal, en los siguientes términos:
"No procederá la suspensión condicional del procedimiento en imputados por delitos cometidos por un funcionario público, en que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública".

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.


1 Cristian Maturana Miquel - Raúl Montero López. Derecho Procesal Penal, Segunda Edición 2012, pág. 679.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES LETELIER, QUINTANA Y PATRICIO WALKER, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY PARA MODIFICAR EL ARTÍCULO 369 QUÁTER DEL CÓDIGO PENAL CON EL OBJETIVO DE ESTABLECER LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DEL ENCUBRIMIENTO DE DELITOS SEXUALES EN CONTRA DE MENORES DE EDAD

(11.588-07)
I. Antecedentes.

1. La prescripción de los delitos sexuales.

La prescripción de la responsabilidad penal consiste en la extinción de la misma por el cumplimiento de un lapso de tiempo, la cual coarta el ius puniendi del Estado, o facultad para castigar, para perseguir crímenes o delitos, lo cual no tiene como trasfondo la certeza o seguridad jurídica para los ciudadanos. En el caso de los delitos sexuales en las cuales son víctimas menores de edad, desde el año 2007 tiene reglas particulares donde estas se contabilizan desde que este menor alcance la mayoría de edad.

En el año 2010 se ingresó en el Senado una moción por parte de los Senadores Patricio Walker, Jaime Quintana, Fulvio Rossi y la ex senadora Ximena Rincón (Boletín 6956-07), quienes proponen la imprescriptibilidad de los delitos sexuales cuando se trate de este tipo de víctimas. Dicho proyecto se encuentra aprobado en general en la Cámara alta, no continuando su tramitación desde marzo del pasado año, pero el cual tiene un amplio respaldo social por diversas organizaciones.

De todas formas, dicha iniciativa legal no aborda la situación de los encubridores de estos tipo de delitos, ya que dicha reforma sólo se refiere a los casos de delitos sexuales, entendiéndose que ciertas modalidades de encubrimiento configurarían un delito sui generis.
2. El encubrimiento.

Es encubridor, según el artículo 17 del Código penal, quien: "con conocimiento de la perpetración de un crimen o de un simple delito o de los actos ejecutados para llevarlo a cabo, sin haber tenido participación en él como autores ni como cómplice".
En la doctrina penal clásica se entiende el encubrimiento como una forma de participación. La disposición citada establece cuatro modalidades de encubrimiento, dentro de las cuales se encuentran presente como característica el ser posteriores a la ejecución del delito y que el encubridor conozca el hecho perpetrado.
Dentro de los mismos, se encuentra la figura del "favorecimiento personal habitual", que establece como encubridores quienes actúen:
"4° Acogiendo, receptando o protegiendo habitualmente a los malhechores, sabiendo que lo son, aun sin conocimiento de los crímenes o simples delitos determinados que hayan  cometido, o facilitándoles los medios de reunirse u ocultar sus armas o efectos, o suministrándoles auxilio o noticias para que se guarden, precavan o salven."
Este tipo de encubrimiento es una figura que tiene una pena independiente al delito principal, señalada en el inciso  final del artículo 52 como de presidio menor en cualquiera de sus grados, en el cual la doctrina moderna ha reconocido dicha figura como un delito sui generis propiamente tal, donde quien ejecute dicha conducta responde por sus propias acciones, es decir, el sujeto tendría responsabilidad penal autónoma ya que el Código tipificaría la misma.
Según el profesor Juan Bustos,1 los delitos se clasifican según su forma de ejecución como instantáneos o permanentes, siendo los primeros los cuales se ejecutan totalmente de forma inmediata, mientras que los permanentes o continuos son quienes el "momento consumativo se prolonga con el tiempo", como sucede en el secuestro o en las detenciones ilegales. Esto tiene importancia al momento de determinar desde cuándo se computa la prescripción de la responsabilidad penal, ya que la situación de permanencia de la antijurídica permite que mientras dure esta situación, no comience a correr dicho plazo.
A juicio de los autores de la presente moción, el delito de encubrimiento de favorecimiento habitual establecido en el artículo 17 N° 4 y sancionado en el artículo 52, ambos del Código Penal, son un delito permanente, ya que la comisión del mismo se prolonga durante el tiempo en el cual el sujeto activo mantiene la conducta de "acoger, receptar o proteger" a un delincuente.
Para esto, la propuesta legislativa permite esclarecer la situación planteada en los delitos sexuales cuando las víctimas son menores de edad, que corresponde al 70% de los casos, teniendo presente la cantidad de encubridores de estos tipos de delitos que ha salido a la luz pública durante los últimos años.
II.
Contenido.

La moción propone establecer una reforma al artículo 369 quater para incluir un inciso final, con el objeto de los encubridores del Art. 17 N° 4 del Código Penal, puedan ser perseguidos penalmente.
Por esto, es que vengo a presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Para modificar el artículo 369 quater del Código Penal, incluyendo un inciso final en los siguientes términos:
"Con todo, tratándose de las conductas establecidas en el Número 4 del artículo 17 del presente Código, efectuadas respecto de delitos contenidos en los dos párrafos anteriores, los encubridores que hayan mantenido en el tiempo ese actuar, podrán ser perseguidos criminalmente, no obstante haber prescrito el delito efectuado por el autor."

(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador. - Jaime Quintana Leal, Senador. - Patricio Walker Prieto, Senador.

1 Bustos, Juan "Obras Completas- Tomo I- Parte General". Ediciones Jurídicas de Santiago. p. 512
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA QUE APROBÓ LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO PARA INCORPORAR DISPOSICIONES SOBRE CONVIVENCIA DE LOS DISTINTOS MEDIOS DE TRANSPORTE

(10.217-15)
Oficio Nº 13.742

VALPARAÍSO, 24 de enero de 2018

Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte, correspondiente al boletín N° 10.217-15.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DISCREPANCIAS SURGIDAS ENTRE AMBAS CÁMARAS EN LA DISCUSIÓN DEL PROYECTO DE LEY QUE NORMA EL SERVICIO DE RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES

(9.452-09)
HONORABLE SENADO:

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:





La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, propone la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe.

 



El Senado, en sesión de 2 de enero de 2018, designó como integrantes de la Comisión Mixta a las Senadoras y Senadores que conforman la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, Senadoras señoras Isabel Allende Bussi y Adriana Muñoz D’Albora y Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto.

 



La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de 3 de enero de 2018, designó como integrantes de la Comisión Mixta a la Diputada señora Yasna Provoste Campillay y a los Diputados señores Sergio Gahona Salazar, Felipe Letelier Norambuena, Jorge Rathgeb Schifferli y Raúl Saldívar Auger.





Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 16 de enero de 2018, con la asistencia de la Senadora señora Muñoz y de los Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro, y de los Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar, eligiendo como Presidente a la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.





A la sesión de 16 de enero de 2018 asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, el Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, acompañado por el Fiscal, señor Gonzalo Astorquiza y los asesores, señores Gabriel Zamorano y Beltrán Urenda. Los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señores Rodrigo Vega y Daniel Portilla. La asesora del Centro de Estudios Legislativos (CELAP), señora Yasna Bermúdez. La asesora de la Fundación Jaime Guzmán, señora Mikaela Romero y los asesores parlamentarios, del Senador Pizarro, las señoras Catalina Venegas y Kareen Herrera; de la Senadora Allende, el señor Alejandro Sánchez; de la Senadora Muñoz, la señora Andrea Valdés y el señor Luis Díaz y de la Bancada del Partido Por la Democracia, el señor Gabriel Muñoz. 




A la sesión realizada el 24 de enero de 2018, asistieron el Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña, acompañado por el asesor, señor Enrique Álvarez y la asesora en Materia de Aguas, señora Magaly Espinosa; el Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna y los asesores señores Gabriel Zamorano y Beltrán Urenda y la asesora del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señora Jeannette Tapia. Además, estuvieron presentes la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Paola Fabres, la asesora del Centro de Estudios Legislativos (CELAP), señora Yasna Bermúdez; el asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor señor Cristóbal Alzamora. Asesores Parlamentarios: del Senador Pizarro, la señora Catalina Venegas; de la Senadora Allende, el señor Alejandro Sánchez; de la Senadora Muñoz, la señora Andrea Valdés. Del Comité Partido Socialista, el señor Francisco Aedo. De la Bancada Partido por la Democracia, el señor Gabriel Muñoz.

 



A esta sesión también concurrió la Diputada señora Cristina Girardi Lavín.

MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto despachado en el primer trámite constitucional por el Senado.

DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS ADOPTADOS A SU RESPECTO

ARTÍCULO 2, letra g), QUE DEFINE LA INSTALACIÓN DOMICILIARIA DE ALCANTARILLADO DE AGUAS GRISES





El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó la definición de instalación domiciliaria de alcantarillados de aguas grises como aquellas obras necesarias para evacuar las aguas grises del inmueble desde las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios, hasta la planta domiciliaria de tratamiento de aguas grises o hasta la última cámara del sistema de recolección domiciliario de aguas grises, según corresponda.





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó tal como lo consigna la letra a) del artículo 2, otros artefactos además de los lavaderos y lavatorios.





Además, en la discusión del tercer trámite constitucional en el Senado, los representantes del Ejecutivo advirtieron respecto de la existencia de dictámenes de la Contraloría General de la República que estatuyen que no es factible que en una zona de uso habitacional se instale una planta de tratamiento.

-------





El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, presentó una propuesta de redacción para la letra g) del siguiente tenor, con el fin de contribuir a resolver la divergencia entre ambas Cámaras en esta materia. Su tenor es el siguiente:

 



“g) “Instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises”: obras necesarias para evacuar las aguas grises de un inmueble, desde las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios y otros, hasta la planta domiciliaria de tratamiento de aguas grises o hasta la última cámara del sistema de recolección domiciliario de aguas grises, según corresponda. En caso que estas instalaciones cuenten con una conexión a la red pública de alcantarillado, se entenderá que también forman parte de las instalaciones domiciliarias de alcantarillado de aguas servidas.”.




El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, señaló que esta propuesta guarda coherencia con la letra a) del artículo 2, en lo que respecta a incluir otros artefactos desde los cuales se pueden evacuar las aguas grises, tal como lo había acordado la Cámara de Diputados. Además, precisó que se contempla la conexión al sistema público de alcantarillado, que es un requisito esencial para el sistema de reutilización.

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición que reemplaza la letra g) del artículo 2.


En sesión celebrada el 24 de enero de 2018 y declarada la reapertura del debate, la Diputada señora Provoste sostuvo que la disposición contenida en la letra g) del artículo 2° del proyecto de ley, que contiene el concepto de instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises, puede afectar la aplicación de su artículo 13, que establece que deberá considerarse el menor costo que exista en cada etapa producto de la recolección, tratamiento y disposición separada de las aguas grises, para lo cual los procesos de fijación de tarifas deberán determinar un factor de descuento que dé cuenta del menor uso de las redes y sistemas de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas.

 
En efecto, explicó que el proyecto debe contener mecanismos que permitan incentivar la reutilización de aguas grises, lo que requiere evitar, expresamente, que los usuarios no puedan acceder al menor costo que establece el proyecto.

 
El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, en el mismo sentido, señaló que las instalaciones de los sistemas de reutilización de aguas grises deben estar conectadas a los sistemas de alcantarillado, lo que requerirá el cumplimiento de las normas aplicables a las instalaciones domiciliarias inferiores. Agregó que, en razón de ello, la iniciativa contempla un descuento aplicable a los domicilios que hubieren instalado las respectivas plantas de tratamiento.

 
El Senador señor Pizarro abogó por evitar que, a raíz de la rebaja tarifaria que contempla el proyecto, las empresas sanitarias dificulten la utilización de los sistemas de aguas grises.

 
La Diputada señora Provoste afirmó que dicha problemática se encuentra resuelta por el artículo 7 del proyecto, en cuya virtud el sistema de reutilización de aguas grises debe mantener operativa una conexión a un servicio público de recolección de aguas servidas o un sistema particular de aguas servidas para permitir su evacuación en caso de falla, emergencia u otra situación en que no se requiera para su reutilización.

 
El Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vucuña, propuso incorporar, en la letra g) del artículo 2 del proyecto de ley, que en caso que estas instalaciones cuenten con una conexión a la red pública de alcantarillado, se entenderá que también forman parte de las instalaciones domiciliarias de alcantarillado de aguas servidas, sin afectar el descuento establecido en el artículo 13 del proyecto.
 
-Dicha propuesta fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Mixta, Senadoras señoras Allende y Muñoz, Senadores señores Pérez Varela y Pizarro, Diputada señora Provoste y Diputados señores Gahona, Letelier y Saldívar.
ARTÍCULO 2, letra l), QUE DEFINE LOS SISTEMAS DE INTERÉS PÚBLICO




El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un texto que define los sistemas de interés público como aquellos que satisfacen un interés público por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, calificados expresamente como tales por el proyecto de urbanización, y que sean de propiedad o administración municipal. Además, especifica que los inmuebles que servirán como afluentes de un sistema de tratamiento de aguas grises de interés público estarán definidos en el proyecto de urbanización que servirá de base a la licitación pública.





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó la definición para ampliar el universo de interés público.





En el tercer trámite constitucional en el Senado, los representantes del Ejecutivo manifestaron que la redacción no contempla que la infraestructura sanitaria debe estar incorporada en los instrumentos de planificación territorial.

-------

 



El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, explicó que la propuesta del Ejecutivo, respecto de la letra l) del artículo 2, define los sistemas de interés público como aquellos que satisfacen un interés de esta especie por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, admitidos por el instrumento de planificación territorial aplicable y, en su caso, por el proyecto de urbanización. Asimismo, contempla que deben ser de propiedad o administración municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de cualquier otro órgano de la Administración del Estado.

 



Para efectos de materializar la conexión a que se refiere el numeral 6 del artículo 3 del proyecto, establece que los concesionarios de servicios sanitarios de recolección de aguas servidas estarán obligados a prestar estos servicios dentro de su territorio operacional cuando sea solicitado para un sistema de interés público. Finalmente, prescribe que la solicitud de conexión y los servicios de recolección se realizarán en los términos de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, la ley N° 18.902 y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios.

Acuerdo de la Comisión Mixta de integrar a la propuesta del Ejecutivo, dos párrafos aprobados por la Cámara de Diputados

 



La Senadora señora Muñoz consultó respecto de las razones que explican la eliminación, en la propuesta del Ejecutivo, del inciso introducido por la Cámara de Diputados y rechazada por el Senado, en cuya virtud tendrán el carácter de sistemas de interés público aquellos cuya finalidad sea la recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises generadas por establecimientos educacionales públicos, o en que las aguas grises tratadas se destinen al riego o a cualquier otro destino autorizado que beneficie a un establecimiento educacional público.

 



En el mismo sentido, el Senador señor Pizarro consultó acerca de la eliminación de la norma introducida por la Cámara de Diputados, que establece que tendrán el carácter de sistemas de interés público aquellos que, siendo calificados como tales por el órgano administrativo competente, se destinen a la protección, preservación y/o conservación de Áreas Protegidas con el objeto de asegurar la diversidad biológica, salvaguardar la preservación de la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental. Asimismo, dicha disposición establece que podrán tener la calificación de interés público los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises que, sin estar destinados a un Área Protegida específica, igualmente contribuyan a la conservación y sustentabilidad ambiental, de acuerdo a lo establecido en el numeral 5° del artículo 7 de la ley, que pasará a ser artículo 8.

 



El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, afirmó que la proposición del Ejecutivo resulta más amplia que aquella introducida por la Cámara de Diputados y rechazada por el Senado, toda vez que comprende a cualquier tipo de órgano de la Administración del Estado, además de la administración municipal y del Servicio de Vivienda y Urbanización, lo que permite incorporar, en consecuencia a los establecimientos educacionales. 

 



Agregó que la función de los órganos públicos que pueden impulsar un sistema de interés público, en los términos contenidos en el inciso primero de la letra l) del artículo 2°, considera que los sistemas de interés público satisfacen un interés de esta especie por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, admitidos por el instrumento de planificación territorial aplicable y, en su caso, por el proyecto de urbanización. Asimismo, deben ser de propiedad o administración municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de cualquier otro órgano de la Administración del Estado.

 



En consecuencia, arguyó que dicha disposición incluye el riego en escuelas, parques o recintos en que defina la autoridad que patrocine la instalación de sistemas de tratamiento de aguas grises, lo que da cuenta del tipo de proyectos que pueden ser comprendidos en la noción de interés público.

 



En la misma línea, el asesor de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor Gabriel Zamorano, sostuvo que la propuesta del Ejecutivo comprende cualquier tipo de establecimiento y requiere que sea admitido por el instrumento de planificación territorial aplicable o por el proyecto de urbanización, en su caso, y sean de propiedad o administración municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de cualquier otro órgano de la Administración del Estado. Asimismo, añadió, la propuesta recaída en el artículo 5 del proyecto permite que tales proyectos sean de iniciativa municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de otro órgano de la Administración del Estado con competencia sobre el territorio.




La Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes acordó intercalar, en la propuesta del Ejecutivo, los párrafos segundo y tercero de la letra l) que habían sido aprobados por la Cámara de Diputados, que consideran como sistemas de interés público aquellos cuya finalidad sea la recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises generadas por establecimientos educacionales públicos o en que las aguas grises tratadas se destinen al riego o a cualquier otro destino autorizado que beneficie a un establecimiento educacional público y aquellos que se destinen a la protección, preservación y conservación de Áreas Protegidas, con el objeto de asegurar la diversidad biológica, salvaguardar la preservación de la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental.

-La Comisión Mixta por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición que reemplaza la letra l) del artículo 2, con la inclusión de los párrafos antes aludidos.

ARTÍCULO 2, letra m), QUE DEFINE EL SISTEMA DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES




La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, acordó –con el propósito de aunar criterios para lograr aprobar un texto concordante- revisar la letra m) del artículo 2, a la luz de la proposición del Ejecutivo, que repite la definición del Sistema de reutilización de aguas grises como el conjunto de instalaciones destinadas a la recolección, tratamiento, almacenamiento y conducción de las aguas grises para su uso en la alternativa de reutilización que se proyecte, sistema que incluye, además, las instalaciones para el uso del efluente tratado, el cual debe cumplir con la calidad para el uso previsto definida en la reglamentación. Esta primera parte del texto que propone el Ejecutivo fue ya concordado por las dos Cámaras.

 



La proposición contempla –como nueva materia- que las plantas de tratamiento de aguas grises se entenderán admitidas como uso de suelo para efectos de su emplazamiento, debiendo respetar las condiciones que al efecto establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.




El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, apuntó que la admisión de las plantas de tratamiento como uso de suelo permite de manera efectiva la instalación de estas plantas, independientemente de lo señalado en el instrumento de planificación territorial, quedando sujetas a lo que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

-La Comisión Mixta por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición que reemplaza la letra m) del artículo 2. 

ARTÍCULO 3, EN LO QUE RESPECTA A LOS ANTECEDENTES ADICIONALES QUE SE DEBERÁN ACOMPAÑAR A LAS SOLICITUDES DE APROBACIÓN DEL PROYECTO Y AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA, TOMANDO EN ESPECIAL CONSIDERACIÓN SU APLICACIÓN TANTO PARA ZONA URBANA COMO RURAL





El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un inciso tercero del artículo 3 que dispone que el Ministerio de Salud dictará un reglamento que contendrá las condiciones sanitarias que deberán cumplir los sistemas de reutilización, el que establecerá los requisitos o antecedentes adicionales.





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó que se tomará en especial consideración la aplicación del sistema tanto en zona urbana o en zona rural.





En el tercer trámite constitucional del Senado, los representantes del Ejecutivo opinaron que la expresión “zona urbana como rural” no es la más adecuada, al igual que en el caso del artículo 1 y del número 7 que se agrega al artículo 4, porque el término técnico es el de “área urbana o rural”.

-------

 



El Senador señor Pérez Varela sostuvo que el inciso primero del artículo 3, introducido por la Cámara de Diputados establece que los sistemas de reutilización de aguas grises deberán contar con la aprobación y autorización de funcionamiento de la autoridad sanitaria regional respectiva. Asimismo, contempla que la solicitud que debe presentarse deberá contener la individualización del inmueble en el cual se aplicará el sistema, o la singularización del área verde, parque, centro deportivo o recreativo, en su caso.

 



Con todo, describió que la propuesta del Ejecutivo, respecto del artículo 5 del proyecto, contempla que los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario podrán ser de iniciativa municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de otro órgano de la Administración del Estado con competencia sobre el territorio, establecimientos o respecto de las materias en que incida la declaración.

 



En razón de ello, expuso que, en principio, se podría sostener que, tratándose de parques, jardines u otras zonas de interés público que exceden el ámbito domiciliario -incluyendo parques ubicados en recintos universitarios como aquel de propiedad de la Universidad de Concepción-, los proyectos para la reutilización de aguas grises sólo podrían desarrollarse mediante una iniciativa municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de otro órgano de la Administración del Estado con competencia sobre el territorio, lo que restringiría excesivamente la posibilidad de instalar dichos sistemas.

 



El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, explicó que cuando las aguas que provienen de un domicilio y son tratadas y reutilizadas en él se operarán las normas aplicables al ámbito domiciliario, en los términos que define el artículo 2° del proyecto, a diferencia de aquellos que apuntarán a cumplir fines de interés público en cuyo caso regirá el artículo 5 del proyecto.

 



El asesor de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor Gabriel Zamorano, explicó que, en el ámbito de la regulación sanitaria, la referencia al ámbito domiciliario constituye el factor que distingue entre las instalaciones ubicadas dentro de un predio y aquellas instalaciones de carácter público. En ese sentido, detalló, a modo de ejemplo, que los espacios comunes ubicados al interior de un condominio forman parte del ámbito domiciliario, de modo que dicha noción excluye únicamente a aquellas emplazadas que persiguen fines de interés público. 

 



El Senador señor Pérez Varela afirmó que, en consecuencia, dicha disposición permite distinguir las instalaciones que sirven a un interés público y aquellas que comprenden únicamente el ámbito domiciliario, de tal forma que, a modo de ejemplo, un parque ubicado al interior de un recinto universitario se comprenderá dentro del ámbito domiciliario.

 



La Senadora señora Muñoz destacó que, en cualquier caso, se debe considerar que, en conformidad a la letra n) del artículo 2 del proyecto, son sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios aquellos en que se aprovechan estas aguas al interior del inmueble en que se producen y tratan para los fines que se autorizan, lo que permite distinguir el ámbito domiciliario y aquel en que subyace un fin de interés público, para efectos de distinguir el procedimiento para la autorización y operación de los sistemas de tratamiento de aguas grises.





-La Comisión Mixta por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición que sustituye, en la modificación efectuada por la Cámara de Diputados en el inciso tercero del artículo 3, la palabra “zona” por “área”. Respecto del artículo 1 del proyecto de ley y, con la misma unanimidad, se acordó reemplazar la palabra “zonas” por “áreas”.
ARTÍCULO 4, QUE REGULA LOS ASPECTOS QUE DEBE CONSIDERAR LA RESOLUCIÓN QUE AUTORICE EL SISTEMA DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES. LA MATERIA CONTEMPLADA EN EL NÚMERO 7 SE REFIERE A LA APLICACIÓN DEL SISTEMA EN ZONA URBANA O RURAL.





El Senado, en el primer trámite constitucional, contempló seis aspectos para consignarse en la resolución de autorización del sistema de reutilización de aguas grises, la identificación del titular a cargo del sistema, los inmuebles que lo implementarán o la identificación del área verde, parque, centro deportivo o recreativo, el sistema de tratamiento, el plazo de autorización, la identificación de los fines a los que se podrán destinar las aguas grises y la identificación de la concesionaria de servicios sanitarios o el sistema particular de aguas servidas.





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó como aspecto que debe considerar la resolución de autorización la aplicación del sistema en zona urbana o rural.





En el tercer trámite en el Senado, los representantes del Ejecutivo opinaron que la expresión “zona urbana o rural” debe ser adecuada formalmente como “área urbana o rural”.





-La Comisión Mixta por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición que sustituye, en la modificación efectuada por la Cámara de Diputados en el número 7 del artículo 4, la palabra “zona” por “área”.
ARTÍCULO 5, QUE REGULA LAS ENTIDADES QUE PUEDEN TENER INICIATIVA RESPECTO DE LOS SISTEMAS DE AGUAS GRISES PARA FINES DE INTERÉS PÚBLICO QUE EXCEDEN EL ÁMBITO DOMICILIARIO. 





El Senado, en el primer trámite constitucional, estableció que los sistemas de aguas grises sólo podrán tener iniciativa municipal.





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, acordó que también tendrán iniciativa el servicio de vivienda y urbanización u otro órgano de la administración del Estado.





En el tercer trámite en el Senado, los representantes del Ejecutivo expresaron que se hacía necesario conferir iniciativa a otras entidades que desempeñan actividades públicas, tales como establecimientos educacionales. Asimismo, postularon que sería adecuado especificar el ejercicio de facultades fiscalizadoras e interpretativas de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.

-------





El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, explicó que la proposición establece que los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario podrán ser de iniciativa municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de otro órgano de la Administración del Estado con competencia sobre el territorio, establecimientos o respecto de las materias en que incida la declaración. Agrega que dichas entidades podrán licitar directamente o solicitar a la Superintendencia que realice la licitación pública para la recolección, tratamiento y reutilización de estas aguas. La gestión de estos servicios se otorgará por un plazo determinado, de acuerdo al interés público comprometido y la magnitud de las inversiones según se defina en las bases de licitación.

 



Agregó que la disposición contempla que, una vez adjudicada la licitación el adjudicatario, deberá obtener la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de dicho sistema de la respectiva autoridad sanitaria.

 



Respecto de la autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público, indicó que establece que quedará sometida a los artículos 7 bis, 9, 9 bis, 40, 42, 43, 44, 45 y 46 de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, para lo cual la Superintendencia tendrá las atribuciones fiscalizadoras, interpretativas y demás que le confiere el decreto con fuerza de ley N° 382, ya referido, la ley N° 18.902 y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios, velando porque se cumpla con los parámetros exigidos y autorizados por la autoridad sanitaria, según sus fines.

 



Además, prosiguió explicando, se establece que podrá ser considerado como un criterio de adjudicación el precio a cobrar a los usuarios del agua gris tratada que define esta ley.

 



En el inciso quinto se dispone que el adjudicatario de la recolección, tratamiento y reutilización de las aguas grises deberá convenir con los usuarios los términos y condiciones bajo los cuales se proveerá el servicio según sus fines autorizados, lo que será informado a la Superintendencia, al igual que toda modificación que se realice al mencionado convenio. Los términos de este convenio deberán, en todo caso, ceñirse a las condiciones consideradas para el cálculo del precio.

 



Finalmente, se consigna que si alguno de los órganos del Estado mencionados en el inciso primero decide realizar directamente la licitación del sistema, podrá ser asesorada o coadyuvada por la Superintendencia en dicho procedimiento.




El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, resumió como objetivos principales del artículo 5 propuesto, el que permite la incorporación de otros órganos del Estado para desarrollar iniciativas de reutilización de aguas grises y precisa el alcance de las competencias de fiscalización de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.





-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición del Ejecutivo.
ARTÍCULO 6, REFERIDO A LA PROMOCIÓN EN LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL DEL DESARROLLO DE ESTUDIOS DE FACTIBILIDAD DE IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMAS DE RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo el artículo 6, nuevo, que estatuye que las autoridades propenderán en los instrumentos de planificación y ordenamiento territorial al desarrollo de estudios de factibilidad de implementación de sistemas de recolección y disposición de aguas grises.





La aludida promoción se vinculará especialmente con la implementación de los sistemas de aguas grises en la habilitación de servicios públicos, construcción de establecimientos educacionales, proyectos de conjuntos de viviendas sociales, terminales de buses urbanos, rurales y suburbanos.





En el tercer trámite constitucional en el Senado, los representantes del Ejecutivo postularon ampliar el ámbito de aplicación de la implementación de los sistemas de aguas grises a cualquier tipo de vivienda y no solo a las viviendas sociales.





El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Ronaldo Bruna, especificó que la proposición del Ejecutivo, teniendo como base el artículo 6 aprobado por la Cámara de Diputados, contempla que las autoridades propenderán en los instrumentos de planificación territorial al desarrollo de estudios de factibilidad de implementación de sistemas de recolección y disposición de aguas grises. (El texto de la Cámara de Diputados contemplaba, además, los instrumentos de ordenamiento territorial).





Añadió que la propuesta amplió el ámbito de aplicación de la implementación de los sistemas de aguas grises a cualquier tipo de vivienda (El texto de la Cámara de Diputados se refería a los proyectos de conjuntos de viviendas sociales).





-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición del Ejecutivo.
ARTÍCULO 11, QUE CONSIDERA LA POSIBILIDAD DE QUE LAS AUTORIDADES COMPETENTES ELABOREN PROGRAMAS EDUCATIVOS Y DE CAPACITACIÓN SOBRE EL SISTEMA DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó el artículo 11, nuevo, para disponer que las autoridades competentes puedan elaborar programas educativos y de capacitación sobre el sistema de reutilización de aguas grises, así como diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización en la materia.





El Ejecutivo propuso el mismo texto que aprobó la Cámara de Diputados y en el entendido que se trataría de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, ratificó el contenido por medio de la proposición.

 



-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición del Ejecutivo.

ARTÍCULO 14, QUE ESTABLECE PARA DETERMINADAS ACTIVIDADES LA OBLIGACIÓN DE CONTAR CON SISTEMAS DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES





La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, incorporó un artículo 14, nuevo, que dispone la obligación para los proyectos cuya superficie edificada supere los 5.000 metros cuadrados o que tengan potencial para reutilizar 100 metros cúbicos por día y las faenas mineras o temporales de obras que requieran instalar campamentos o que empleen más de 25 trabajadores estarán obligados a tener sistemas de reutilización de aguas grises.





En el tercer trámite constitucional en el Senado, los representantes del Ejecutivo opinaron que esta norma es inadmisible, porque habiendo sido incorporada por una indicación parlamentaria implica el desembolso de recursos públicos, afectando la administración financiera del Estado.

-------

 



La Comisión discutió la pertinencia de sustituir el artículo 14 del proyecto de ley, cuyo texto fue incorporado por la Cámara de Diputados y rechazado por el Senado durante el tercer trámite constitucional.

 



Al efecto, consideró la posibilidad de establecer que los nuevos proyectos cuya superficie edificada supere los cinco mil metros cuadrados o que tengan potencial para reutilizar cien metros cúbicos por día deberán contar con sistemas de reutilización de aguas grises.

 



Asimismo, analizó la necesidad de disponer que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo pueda exceptuar de la norma del inciso anterior, mediante resolución exenta, a los proyectos de viviendas sociales, por razones presupuestarias o espaciales o cuando el costo del proyecto perjudique su factibilidad económica.

 



Finalmente, abordó la fecha de entrada en vigor de dicha obligación, y, eventualmente, su aplicación en el plazo de un año contado desde su publicación para todo el territorio nacional, con excepción de las regiones del Bío-Bío, la Región de los Ríos, la región de Aysén y la región de Magallanes y de la Antártica Chilena.

 



Dicha propuesta, además, elimina la referencia que el artículo 14 formula respecto de las faenas mineras o temporales de obras que requieran la instalación de un campamento o que empleen más de 25 trabajadores, considerando que, en la práctica, éstas cuentan actualmente con sistemas de tratamiento y reutilización de aguas grises.

 



El Diputado señor Rathgeb consultó las razones que explican la exclusión de la aplicación de la propuesta para las regiones del Bío-Bío, la Región de los Ríos, la región de Aysén y la región de Magallanes y de la Antártica Chilena, considerando que, en cualquier caso, se debe promover la utilización de sistemas de tratamiento de aguas grises, sin desincentivar la construcción de viviendas en dichas regiones del país.

 



El Senador señor Chahuán sostuvo que en las regiones exceptuadas de la propuesta, en los términos que se consigna en un inciso tercero, igualmente existe escasez de recursos, lo que desaconseja establecer un tratamiento diferenciado para la instalación de sistemas de tratamiento de aguas grises.

 



El Senador señor Pizarro afirmó que el carácter obligatorio de la norma propuesta podría afectar el desarrollo de proyectos inmobiliarios de carácter social o la construcción de infraestructura pública, de modo que resulta adecuado permitir que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo pueda exceptuar, mediante resolución exenta, a los proyectos de viviendas sociales, por razones presupuestarias o espaciales o cuando el costo del proyecto perjudique su factibilidad económica.





La Secretaría de la Comisión Mixta opinó que el inciso relativo a la facultad del Ministerio de Vivienda y Urbanismo correspondía a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Mixta estimó que tales facultades ya las tenía dicha Secretaría de Estado.





El Senador señor Pizarro señaló que dicha disposición es constitucionalmente admisible, toda vez que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo cuenta actualmente con facultades en el ámbito normativo para autorizar la construcción en espacios, tales como condominios, o exceptuar la aplicación de determinada normativa.

 



El Senador señor Pérez Varela coincidió con la pertinencia del inciso segundo del artículo 14 propuesto, que otorga cierto grado de flexibilidad en la aplicación de la propuesta legal en estudio.

 



Tratándose de la entrada en vigencia de la iniciativa, sostuvo que la realidad de escasez hídrica en la zona del sur del país requiere evitar cualquier tipo de discriminación arbitraria respecto de su aplicación temporal. 

 



El Diputado señor Saldívar sostuvo que el proyecto apunta a generar una cultura respecto de la optimización del uso de agua, indistintamente del lugar o de las condiciones climáticas de las regiones del país. En consecuencia, comentó que resulta contraproducente establecer excepciones atendiendo únicamente a un factor territorial o geográfico.

 



La Senadora señora Muñoz afirmó que la propuesta contenida en el artículo 14 debe propender a la obligatoriedad en su aplicación, lo que requiere establecer la entrada en vigencia al tercer año de la publicación de la ley para los nuevos proyectos cuya superficie edificada supere los cinco mil metros cuadrados o que tengan potencial para reutilizar cien metros cúbicos por día, los que deberán contar con sistemas de reutilización de aguas grises.





-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición efectuada respecto del artículo 14, con las enmiendas acordadas.




En sesión de 24 de enero de 2018, se reabrió el debate respecto del artículo 14, para analizar una propuesta formulada por el Ejecutivo que entrega a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones el establecer cuáles edificaciones estarán obligadas a contar con sistemas de reutilización de aguas grises, teniendo en consideración la ubicación geográfica, el déficit de recursos hídricos, la carga de ocupación o el uso potencial de agua.





La propuesta del Ejecutivo complementariamente agrega un artículo transitorio para disponer que las modificaciones a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones deberán hacerse en el plazo de un año contado desde la publicación de la ley en el Diario Oficial.





La Senadora señora Allende destacó el carácter obligatorio del artículo 14, donde además no se distingue entre viviendas sociales o en proyectos de gran envergadura, porque el fin último de este proyecto es asegurar una utilización eficiente de los recursos hídricos.





Luego del debate suscitado acerca del contenido de la propuesta ya especificada en cuanto a que pudiera afectar la inversión, los precios de las viviendas y los recursos fiscales, el Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña estimó pertinente agregar en el artículo transitorio que no podrán eximirse las unidades no habitacionales de 5000 metros cuadrados o más, de manera dejar en claro que no se está protegiendo a las empresas grandes y las construcciones habitacionales que les competan a dichas empresas se regularán en función de los criterios consignados en el artículo 14.

 



-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados señores Letelier, Rathgeb y Saldívar aprobó la proposición efectuada respecto del artículo 14, con las enmiendas acordadas.
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

LETRA g) del Artículo 2, QUE DEFINE LA INSTALACIÓN DOMICILIARIA DE ALCANTARILLADO DE AGUAS GRISES





Reemplazarla por la siguiente:

 



“g) “Instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises”: obras necesarias para evacuar las aguas grises de un inmueble, desde las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios y otros, hasta la planta domiciliaria de tratamiento de aguas grises o hasta la última cámara del sistema de recolección domiciliario de aguas grises, según corresponda. En caso que estas instalaciones cuenten con una conexión a la red pública de alcantarillado, se entenderá que también forman parte de las instalaciones domiciliarias de alcantarillado de aguas servidas, sin afectar el descuento establecido en el artículo 13.”.

(Unanimidad 8X0. Senadoras Allende y Muñoz y Senadores Pérez Varela y Pizarro y Diputada Provoste y Diputados Gahona, Letelier, y Saldívar).

LETRA l) del Artículo 2, QUE DEFINE LOS SISTEMAS DE INTERÉS PÚBLICO




Sustituirla por la siguiente:

 
“l) “Sistemas de interés público”: aquellos que satisfacen un interés de esta especie por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, admitidos por el instrumento de planificación territorial aplicable y, en su caso, por el proyecto de urbanización. Asimismo, deben ser de propiedad o administración municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de cualquier otro órgano de la Administración del Estado.

También tendrán el carácter de sistemas de interés público aquellos cuya finalidad sea la recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises generadas por establecimientos educacionales públicos o en que las aguas grises tratadas se destinen al riego o a cualquier otro destino autorizado que beneficie a un establecimiento educacional público.


Tendrán también el carácter de sistemas de interés público aquellos que, siendo calificados como tales por el órgano administrativo competente, se destinen a la protección, preservación y/o conservación de Áreas Protegidas, con el objeto de asegurar la diversidad biológica, salvaguardar la preservación de la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental. De todas formas podrán tener la calificación de interés público sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises que, sin estar destinados a un Área Protegida específica, igualmente contribuyan a la conservación y sustentabilidad ambiental, de acuerdo a lo establecido en el numeral 5 del artículo 8.

 
Para efectos de materializar la conexión a que se refiere el numeral 6 del artículo 3, los concesionarios de servicios sanitarios de recolección de aguas servidas estarán obligados a prestar estos servicios dentro de su territorio operacional cuando sea solicitado para un sistema de interés público. La solicitud de conexión y los servicios de recolección se realizarán en los términos de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, la ley N° 18.902 y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios.


Los inmuebles que servirán como afluentes de un sistema de tratamiento de aguas grises de interés público estarán definidos en el proyecto de urbanización que servirá de base a la licitación pública que contempla el artículo 5.”.

(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

LETRA m) del Artículo 2, QUE DEFINE EL SISTEMA DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES




Reemplazarla por la siguiente:

 
m) “Sistema de reutilización de aguas grises”: conjunto de instalaciones destinadas a la recolección, tratamiento, almacenamiento y conducción de las aguas grises para su uso en la alternativa de reutilización que se proyecte. Incluye, además, instalaciones para el uso del efluente tratado, el cual debe cumplir con la calidad para el uso previsto definida en la reglamentación. Las plantas de tratamiento de aguas grises se entenderán admitidas como uso de suelo para efectos de su emplazamiento, debiendo respetar las condiciones que al efecto establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.”.

(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 3 EN LO QUE RESPECTA A LOS ANTECEDENTES ADICIONALES QUE SE DEBERÁN ACOMPAÑAR A LAS SOLICITUDES DE APROBACIÓN DEL PROYECTO Y AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DEL SISTEMA, TOMANDO EN ESPECIAL CONSIDERACIÓN SU APLICACIÓN TANTO PARA ZONA URBANA COMO RURAL





Sustituir la palabra “zona” por “área”. Asimismo, reemplazar en el artículo 1 la palabra “zonas” por “áreas”.

(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

NÚMERO 7 DEL ARTÍCULO 4, QUE REGULA LOS ASPECTOS QUE DEBE CONSIDERAR LA RESOLUCIÓN QUE AUTORICE EL SISTEMA DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES, EN CUANTO LA APLICACIÓN DEL SISTEMA EN ZONA URBANA O RURAL.





Reemplazar la palabra “zona” por “área”.

(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

ARTÍCULO 5, QUE REGULA LAS ENTIDADES QUE PUEDEN TENER INICIATIVA RESPECTO DE LOS SISTEMAS DE AGUAS GRISES PARA FINES DE INTERÉS PÚBLICO QUE EXCEDEN EL ÁMBITO DOMICILIARIO. 





Sustituirlo por el siguiente:

 
“Artículo 5.- Los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario podrán ser de iniciativa municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de otro órgano de la Administración del Estado con competencia sobre el territorio, establecimientos o respecto de las materias en que incida la declaración. Dichas entidades podrán licitar directamente o solicitar a la Superintendencia que realice la licitación pública para la recolección, tratamiento y reutilización de estas aguas. La gestión de estos servicios se otorgará por un plazo determinado, de acuerdo al interés público comprometido y la magnitud de las inversiones según se defina en las bases de licitación.

 
Adjudicada la licitación, el adjudicatario deberá obtener la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de dicho sistema de la respectiva autoridad sanitaria.

 
La autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público quedará sometida a los artículos 7 bis, 9, 9 bis, 40, 42, 43, 44, 45 y 46 de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, para lo cual la Superintendencia tendrá las atribuciones fiscalizadoras, interpretativas y demás que le confiere el decreto con fuerza de ley N° 382, ya referido, la ley N° 18.902 y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios, velando porque se cumpla con los parámetros exigidos y autorizados por la autoridad sanitaria, según sus fines.

 
Podrá ser considerado como un criterio de adjudicación el precio a cobrar a los usuarios del agua gris tratada que define esta ley.

 
El adjudicatario de la recolección, tratamiento y reutilización de las aguas grises deberá convenir con los usuarios los términos y condiciones bajo los cuales se proveerá el servicio según sus fines autorizados, lo que será informado a la Superintendencia, al igual que toda modificación que se realice al mencionado convenio. Los términos de este convenio deberán, en todo caso, ceñirse a las condiciones consideradas para el cálculo del precio.
 
Si alguno de los órganos del Estado mencionados en el inciso primero decide realizar directamente la licitación del sistema, podrá ser asesorada o coadyuvada por la Superintendencia en dicho procedimiento.”.
(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

ARTÍCULO 6, REFERIDO A LA PROMOCIÓN EN LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL DEL DESARROLLO DE ESTUDIOS DE FACTIBILIDAD DE IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMAS DE RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES





Aprobar el siguiente texto:

 
“Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las autoridades propenderán, en el ámbito de sus competencias, al desarrollo de estudios de factibilidad de implementación de sistemas de recolección y disposición de aguas grises en los instrumentos de planificación territorial.

 
En especial, se promoverá la implementación de sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises en la habilitación de servicios públicos, construcción de establecimientos educacionales, proyectos de conjuntos de viviendas, terminales de buses urbanos, rurales y suburbanos.”.

(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

ARTÍCULO 11, QUE CONSIDERA LA POSIBILIDAD DE QUE LAS AUTORIDADES COMPETENTES ELABOREN PROGRAMAS EDUCATIVOS Y DE CAPACITACIÓN SOBRE EL SISTEMA DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES





Aprobar el siguiente texto:

 
“Artículo 11.- Las autoridades competentes podrán elaborar programas educativos y de capacitación sobre el sistema de reutilización de aguas grises, así como diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización en la materia.”.

(Unanimidad 7X0. Senadora Muñoz y Senadores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro y Diputados Letelier, Rathgeb y Saldívar).

ARTÍCULO 14, QUE ESTABLECE PARA DETERMINADAS ACTIVIDADES LA OBLIGACIÓN DE CONTAR CON SISTEMAS DE REUTILIZACIÓN DE AGUAS GRISES





Aprobar el siguiente texto:

 



“Artículo 14.- La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecerá las edificaciones en que será obligatorio contar con sistemas de reutilización de aguas grises. Dicha determinación tendrá por finalidad asegurar la utilización eficiente de los recursos hídricos en estos proyectos y se hará en consideración a la ubicación geográfica, déficit de recursos hídricos, carga de ocupación o uso potencial de agua.”.
(Mayoría 7 votos a favor, Senadoras Allende y Muñoz y Senador Pérez Varela y Diputada Provoste y Diputados Gahona, Letelier y Saldívar y 1 abstención, Senador Pizarro).

DISPOSICIÓN TRANSITORIA





Aprobar el siguiente texto:

 



“Artículo transitorio.- Las modificaciones a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones a que se refiere esta ley, deberán hacerse en el plazo de un año contado desde su publicación en el Diario Oficial y no podrá exceptuarse a las unidades no habitacionales de cinco mil metros cuadrados o más.”.

(Mayoría 7 votos a favor, Senadoras Allende y Muñoz y Senador Pérez Varela y Diputada Provoste y Diputados Gahona, Letelier y Saldívar y 1 abstención, Senador Pizarro).

-------

TEXTO DEL PROYECTO





En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- La presente ley establece y regula los sistemas de reutilización de las aguas grises, aplicable a áreas urbanas y rurales. 


Artículo 2.- Para los efectos de lo previsto en esta ley se entenderá por:


a) “Aguas grises”: aguas servidas domésticas residuales provenientes de las tinas de baño, duchas, lavaderos, lavatorios y otros, excluyendo las aguas negras.


b) “Aguas grises tratadas”: aquellas que se han sometido a los procesos de tratamiento requeridos para el uso previsto.

c) “Aguas negras”: aguas residuales que contienen excretas.


d) “Aguas residuales”: aquellas que se descargan después de haber sido utilizadas en un proceso o producidas por éste, y que no tienen ningún valor inmediato para dicho proceso.


e) “Aguas servidas domésticas”: aguas residuales que contienen los desechos de una edificación, compuestas por aguas grises y aguas negras.


f) “Aportante”: inmueble edificado del cual provienen las aguas grises para su tratamiento y posterior uso.





g) “Instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises”: obras necesarias para evacuar las aguas grises de un inmueble, desde las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios y otros, hasta la planta domiciliaria de tratamiento de aguas grises o hasta la última cámara del sistema de recolección domiciliario de aguas grises, según corresponda. En caso que estas instalaciones cuenten con una conexión a la red pública de alcantarillado, se entenderá que también forman parte de las instalaciones domiciliarias de alcantarillado de aguas servidas, sin afectar el descuento establecido en el artículo 13.


h) “Planta de tratamiento de aguas grises”: instalaciones y equipamiento destinados al proceso de depuración de éstas, con el objeto de alcanzar los estándares exigidos para su reutilización.


i) “Red pública de recolección de aguas grises”: aquellas instalaciones operadas y administradas por el responsable del servicio público de recolección de aguas grises, a las que se empalman las instalaciones domiciliarias de aguas grises. 


j) “Redes privadas de recolección de aguas grises”: aquella parte de la instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises ubicada aguas arriba de la planta de tratamiento de aguas grises o de la última cámara de la red domiciliaria de alcantarillado de aguas grises, según corresponda, y que sirve a más de un inmueble edificado.


k) “Reutilización de aguas grises”: la aplicación de aquellas, una vez que se han sometido al tratamiento exigido para el uso autorizado.


l) “Sistemas de interés público”: aquellos que satisfacen un interés de esta especie por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, admitidos por el instrumento de planificación territorial aplicable y, en su caso, por el proyecto de urbanización. Asimismo, deben ser de propiedad o administración municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de cualquier otro órgano de la Administración del Estado.


También tendrán el carácter de sistemas de interés público aquellos cuya finalidad sea la recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises generadas por establecimientos educacionales públicos o en que las aguas grises tratadas se destinen al riego o a cualquier otro destino autorizado que beneficie a un establecimiento educacional público.


Tendrán también el carácter de sistemas de interés público aquellos que, siendo calificados como tales por el órgano administrativo competente, se destinen a la protección, preservación y/o conservación de Áreas Protegidas, con el objeto de asegurar la diversidad biológica, salvaguardar la preservación de la naturaleza o conservar el patrimonio ambiental. De todas formas podrán tener la calificación de interés público sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises que, sin estar destinados a un Área Protegida específica, igualmente contribuyan a la conservación y sustentabilidad ambiental, de acuerdo a lo establecido en el numeral 5 del artículo 8.

 
Para efectos de materializar la conexión a que se refiere el numeral 6 del artículo 3, los concesionarios de servicios sanitarios de recolección de aguas servidas estarán obligados a prestar estos servicios dentro de su territorio operacional cuando sea solicitado para un sistema de interés público. La solicitud de conexión y los servicios de recolección se realizarán en los términos de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, la ley N° 18.902 y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios.


Los inmuebles que servirán como afluentes de un sistema de tratamiento de aguas grises de interés público estarán definidos en el proyecto de urbanización que servirá de base a la licitación pública que contempla el artículo 5.


m) “Sistema de reutilización de aguas grises”: conjunto de instalaciones destinadas a la recolección, tratamiento, almacenamiento y conducción de las aguas grises para su uso en la alternativa de reutilización que se proyecte. Incluye, además, instalaciones para el uso del efluente tratado, el cual debe cumplir con la calidad para el uso previsto definida en la reglamentación. Las plantas de tratamiento de aguas grises se entenderán admitidas como uso de suelo para efectos de su emplazamiento, debiendo respetar las condiciones que al efecto establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


n) “Sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios”: aquellos en que se aprovechan estas aguas al interior del inmueble en que se producen y tratan, para los fines que se autorizan.


ñ) “Sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios colectivos”: aquellos en que se aprovechan estas aguas que se producen y tratan al interior de un edificio o conjunto de edificaciones que conforman un condominio o comunidad.


o) “Superintendencia”: Superintendencia de Servicios Sanitarios.


p) “Titular de la autorización”: persona natural o jurídica que obtiene de la autoridad sanitaria la autorización necesaria para la instalación de un sistema de reutilización de aguas grises y se hace responsable ante ella de su funcionamiento, según los fines autorizados.


q) “Usuario del agua gris tratada”: persona natural o jurídica que utiliza el agua gris tratada para el uso previsto.


Artículo 3.- Los sistemas de reutilización de aguas grises deberán contar con aprobación de proyecto y autorización de funcionamiento de la autoridad sanitaria regional respectiva. 


La solicitud de aprobación de proyecto deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes: 


1.- La identificación del peticionario.


2.- La individualización precisa del lugar, área o áreas donde tendrá lugar la reutilización.


3.- El nombre o identificación del operador si fuera un sistema de tratamiento domiciliario. 


4.- La indicación clara y precisa de los fines que se dará a las aguas grises tratadas.


5.- El sistema de tratamiento a emplear.


6.- La acreditación del hecho de contar con conexión a la red pública de alcantarillado, cuando éste exista, o con un sistema particular de aguas servidas, sea este individual o colectivo.

El Ministerio de Salud dictará un reglamento que contendrá las condiciones sanitarias que deberán cumplir los sistemas de reutilización de aguas grises, el que establecerá los requisitos o antecedentes adicionales que se deberán acompañar a las solicitudes de aprobación del proyecto y autorización de funcionamiento, según corresponda, tomando en especial consideración su aplicación tanto para área urbana como rural.

Respecto de las solicitudes, la autoridad requerida se pronunciará de conformidad a lo establecido en el artículo 7° del Código Sanitario. 


Artículo 4.- La resolución que autorice el sistema de reutilización de aguas grises considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1.- La identificación del titular a cargo del sistema.


2.- La individualización precisa del lugar, área o áreas donde tendrá lugar la reutilización.


3.- El sistema de tratamiento a emplear.


4.- El plazo por el cual se otorga la autorización, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° del Código Sanitario.


5.- La identificación de los fines a los que se podrán destinar las aguas grises tratadas y los estándares que se deberán cumplir, según esos mismos fines.

6.- La identificación de la concesionaria de servicios sanitarios o el sistema particular de aguas servidas con el que se mantendrá la conexión a la red de alcantarillado, cuando éste exista, o con un sistema particular de aguas servidas, sea éste individual o colectivo.

7.- Su aplicación en área urbana o rural.

La resolución de la autoridad sanitaria que otorgue la autorización de funcionamiento deberá ser publicada por el titular en extracto en un diario de circulación regional o comunal, correspondiente al lugar donde se encuentre el inmueble o área verde, parque, centro deportivo o recreativo en que opera, dentro de los 15 días siguientes a su notificación. Además, dentro de 30 días contados desde la fecha de dicha publicación, el titular deberá inscribir la resolución en un registro que, para tal efecto, llevará la Superintendencia.


Con todo, la autoridad sanitaria, en el caso de pequeños volúmenes de agua tratada, podrá eximir al titular del requisito de publicación mencionado en el inciso precedente.


La autorización de funcionamiento para los sistemas domiciliarios tendrá la duración a que se refiere el artículo 7° del Código Sanitario, sin perjuicio de que se disponga la clausura del respectivo sistema por la autoridad sanitaria en caso de incumplimiento de la autorización y sus fines.


Artículo 5.- Los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario podrán ser de iniciativa municipal, del Servicio de Vivienda y Urbanización o de otro órgano de la Administración del Estado con competencia sobre el territorio, establecimientos o respecto de las materias en que incida la declaración. Dichas entidades podrán licitar directamente o solicitar a la Superintendencia que realice la licitación pública para la recolección, tratamiento y reutilización de estas aguas. La gestión de estos servicios se otorgará por un plazo determinado, de acuerdo al interés público comprometido y la magnitud de las inversiones según se defina en las bases de licitación.

 
Adjudicada la licitación, el adjudicatario deberá obtener la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de dicho sistema de la respectiva autoridad sanitaria.

 
La autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público quedará sometida a los artículos 7 bis, 9, 9 bis, 40, 42, 43, 44, 45 y 46 de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1988, para lo cual la Superintendencia tendrá las atribuciones fiscalizadoras, interpretativas y demás que le confiere el decreto con fuerza de ley N° 382, ya referido, la ley N° 18.902 y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios, velando porque se cumpla con los parámetros exigidos y autorizados por la autoridad sanitaria, según sus fines.
 
Podrá ser considerado como un criterio de adjudicación el precio a cobrar a los usuarios del agua gris tratada que define esta ley.

 
El adjudicatario de la recolección, tratamiento y reutilización de las aguas grises deberá convenir con los usuarios los términos y condiciones bajo los cuales se proveerá el servicio según sus fines autorizados, lo que será informado a la Superintendencia, al igual que toda modificación que se realice al mencionado convenio. Los términos de este convenio deberán, en todo caso, ceñirse a las condiciones consideradas para el cálculo del precio.

 
Si alguno de los órganos del Estado mencionados en el inciso primero decide realizar directamente la licitación del sistema, podrá ser asesorada o coadyuvada por la Superintendencia en dicho procedimiento.

 
Artículo 6.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las autoridades propenderán, en el ámbito de sus competencias, al desarrollo de estudios de factibilidad de implementación de sistemas de recolección y disposición de aguas grises en los instrumentos de planificación territorial.

 
En especial, se promoverá la implementación de sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises en la habilitación de servicios públicos, construcción de establecimientos educacionales, proyectos de conjuntos de viviendas, terminales de buses urbanos, rurales y suburbanos.


Artículo 7.- Las aguas grises deberán conducirse independientemente de las aguas negras, para su posterior tratamiento y reutilización.


Las aguas grises podrán ser tratadas y reutilizadas dentro de la vivienda, establecimiento o inmueble del aportante o, alternativamente, ser descargadas a la red de recolección de un sistema domiciliario colectivo o de un sistema de interés público.


El sistema de reutilización de aguas grises debe mantener operativa una conexión a un servicio público de recolección de aguas servidas o un sistema particular de aguas servidas para permitir su evacuación en caso de falla, emergencia u otra situación en que no se requiera para su reutilización.


Artículo 8.- El reglamento establecerá el destino que podrá darse a las aguas grises tratadas, los que podrán ser:


1.- Urbanos. En esta categoría se incluyen el riego de jardines o descarga de aparatos sanitarios.

2.- Recreativos. Esta categoría incluye el riego de áreas verdes públicas, campos deportivos u otros con libre acceso al público.


3.- Ornamentales. En esta categoría se incluyen las áreas verdes y jardines ornamentales sin acceso al público.


4.- Industriales. Incluye el uso en todo tipo de procesos industriales no destinados a productos alimenticios y fines de refrigeración no evaporativos.


5.- Ambientales. Incluye el riego de especies reforestadas, la mantención de humedales y todo otro uso que contribuya a la conservación y sustentabilidad ambiental.

Artículo 9.- Se prohíbe la reutilización de aguas grises tratadas para los siguientes usos:


1.- Consumo humano y en general servicios de provisión de agua potable, así como riego de frutas y hortalizas que crecen a ras de suelo y suelen ser consumidas crudas por las personas, o que sirvan de alimento a animales que pueden transmitir afecciones a la salud humana.


2.- Procesos productivos de la industria alimenticia.


3.- Uso en establecimientos de salud en general.


4.- Cultivo acuícola de moluscos filtradores.


5.- Uso en piletas, piscinas y balnearios.


6.- Uso en torres de refrigeración y condensadores evaporativos.


7.- Uso en fuentes o piletas ornamentales en que exista riesgo de contacto del agua con las personas.


8.- Cualquier otro uso que la autoridad sanitaria considere riesgoso para la salud.


Artículo 10.- El reglamento establecerá los requisitos que deberá cumplir el sistema de reutilización de aguas grises para cada uso autorizado, así como las calidades específicas del efluente tratado y las exigencias de control de su funcionamiento.


El agua gris tratada que se destine a varios usos autorizados deberá cumplir los requisitos para el uso más exigente de éstos.

 
Asimismo, el reglamento podrá establecer las protecciones y señalética a utilizar, tanto en los espacios destinados al tratamiento de las aguas como en los sitios o artefactos donde éstas se utilicen, advirtiendo su condición.

 
Artículo 11.- Las autoridades competentes podrán elaborar programas educativos y de capacitación sobre el sistema de reutilización de aguas grises, así como diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización en la materia.


Artículo 12.- El titular de la autorización de funcionamiento del sistema de reutilización de aguas grises será responsable de la calidad del agua tratada y de su control desde la separación y hasta su reutilización para los usos autorizados, así como también de la operación y mantención del sistema de tratamiento y de reutilización de las aguas grises tratadas.


En caso de incumplimiento de esta ley o de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado el año 1988 y publicado el año 1989, según corresponda, se aplicarán las sanciones administrativas que este cuerpo legal o el Libro X del Código Sanitario contemplen, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal a que haya lugar por los daños de cualquier naturaleza provocados por el sistema de reutilización de aguas grises.


Corresponderá a la autoridad sanitaria y a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, dentro de sus respectivas competencias, la fiscalización de las disposiciones que comprende la presente ley.


La autoridad sanitaria podrá cancelar la autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público cuando los titulares no se ajusten a sus términos, conforme a lo dispuesto en el artículo 174 del Código Sanitario. 


El que descargue sustancias químicas o cualquier otra que ponga en peligro la salud de las personas o afecte gravemente el funcionamiento de sistemas de recolección y tratamiento de las aguas grises, sea éste domiciliario o público, o que afecte su destino autorizado, será penado en conformidad con el inciso primero del artículo 315 del Código Penal. 

En el caso de viviendas nuevas que cuenten con un sistema de reutilización de aguas grises, será aplicable lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, promulgado el año 1975 y publicado el año 1976.


Artículo 13.- Incorpórase en el inciso segundo del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado y publicado el año 1988, que contiene la Ley de Tarifas de los Servicios Sanitarios, la siguiente oración final: “Deberá considerarse el menor costo que exista en cada etapa producto de la recolección, tratamiento y disposición separada de las aguas grises, para lo cual los procesos de fijación de tarifas deberán determinar un factor de descuento que dé cuenta del menor uso de las redes y sistemas de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas.”.




Artículo 14.- La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecerá las edificaciones en que será obligatorio contar con sistemas de reutilización de aguas grises. Dicha determinación tendrá por finalidad asegurar la utilización eficiente de los recursos hídricos en estos proyectos y se hará en consideración a la ubicación geográfica, déficit de recursos hídricos, carga de ocupación o uso potencial de agua.

 



Artículo transitorio.- Las modificaciones a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones a que se refiere esta ley, deberán hacerse en el plazo de un año contado desde su publicación en el Diario Oficial y no podrá exceptuarse a las unidades no habitacionales de cinco mil metros cuadrados o más.”.




Acordado en sesión realizada con fecha 16 de enero de 2018, con asistencia de la Senadora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta de la Comisión Mixta), de los Senadores Francisco Chahuán Chahuán, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto, y de los Diputados Felipe Letelier Norambuena, Jorge Rathgeb Schifferli y Raúl Saldívar Auger y en sesión de 24 de enero de 2018, con asistencia de la Senadora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta de la Comisión Mixta), de la Senadora Isabel Allende Bussi y de los Senadores Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto, y de la Diputada Yasna Provoste Campillay, Sergio Gahona Salazar, Felipe Letelier Norambuena y Raúl Saldívar Auger.





Valparaíso, a 24 de enero de 2018.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria Abogada de la Comisión Mixta.- Mauricio Fuentes Díaz, Abogado ayudante.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABLECE UN ESTATUTO DE LOS ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA

(11.536-04)
Oficio Nº 13.745
VALPARAÍSO, 24 de enero de 2018
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que establece un Estatuto de los Asistentes de la Educación Pública, correspondiente al boletín N° 11.536-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO PRELIMINAR


Artículo 1.- La presente ley regula el estatuto laboral de los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante “el servicio local” o “el servicio”).


Lo dispuesto en esta ley, con excepción del Título II, se aplicará también al personal asistente de la educación que se desempeñe en establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, en lo que esta ley señale.

TÍTULO I

De los Asistentes de la Educación Pública

Párrafo 1º

Aplicación


Artículo 2.- Para efectos de esta ley, se entiende por personal asistente de la educación pública (en adelante también “asistentes de la educación” o “asistentes”) aquellos trabajadores que se desempeñen en uno o más establecimientos educacionales públicos y que desarrollen funciones de carácter profesional distintas de la docencia, o bien técnicas, administrativas o auxiliares, que tengan por objeto el desarrollo del proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y la correcta prestación del servicio educacional. También se considerará asistente de la educación al personal que cumpla funciones en internados escolares que dependan de los servicios locales.


Del mismo modo, se entiende por establecimiento educacional público aquél dependiente de un servicio local, incluidos los establecimientos educacionales de nivel parvulario dependientes de dicho servicio y financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


Artículo 3.- Las relaciones laborales entre los servicios locales y los asistentes de la educación de su dependencia se regirán por las disposiciones de esta ley. 


En lo no regulado expresamente por esta ley se aplicará supletoriamente el Código del Trabajo.
Párrafo 2º

Categorías de asistentes de la educación


Artículo 4.- Los asistentes de la educación regidos por esta ley, de acuerdo a la función que desempeñen y a las competencias requeridas para su ejercicio, se clasificarán en alguna de las siguientes categorías: profesional, técnica, administrativa y auxiliar.

Artículo 5.- Serán clasificados en la categoría profesional aquellos asistentes de la educación que, en posesión de un título profesional, desempeñen funciones de apoyo al aprendizaje y otras relacionadas con los proyectos de mejoramiento educativo y de integración de cada establecimiento educacional; de carácter psicosocial o psicopedagógico, desarrolladas por profesionales de la salud y de las ciencias sociales; de administración de un establecimiento educacional; y otras para cuyo ejercicio se requiera contar con un título profesional, exceptuándose los profesionales afectos al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Para ser clasificado en la categoría profesional se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.


Artículo 6.- Serán clasificados en la categoría técnica aquellos asistentes de la educación que desempeñen funciones, dentro o fuera del aula, de apoyo al proceso educativo o desarrollo de labores de administración y otras para cuyo ejercicio se requiera contar con un título técnico. 


Para ser clasificado en la categoría técnica se requerirá estar en posesión de un título de una carrera técnica de nivel superior otorgado por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, de a lo menos cuatro semestres de duración, o estar en posesión de un título técnico de nivel medio.

Artículo 7.- Serán clasificados en la categoría administrativa aquellos asistentes de la educación que desempeñen funciones de apoyo administrativo, que requieren de competencias prácticas y destrezas que pueden ser adquiridas a través de la enseñanza no formal o la educación informal.

Para acceder a esta categoría se deberá contar con licencia de educación media.


Artículo 8.- Serán clasificados en la categoría auxiliar los asistentes de la educación que realizan labores de reparación, mantención, aseo y seguridad en los establecimientos educacionales, y otras funciones de similar naturaleza, excluidas aquellas que requieran de conocimientos técnicos específicos.


Para acceder a esta categoría se deberá contar con licencia de educación media.

Párrafo 3º

Del desarrollo laboral de los asistentes de la educación


Artículo 9.- Las funciones correspondientes a cada una de las categorías señaladas en el párrafo 2° de este título serán reguladas a través de perfiles de competencias laborales, que establecerán los conocimientos, destrezas y habilidades requeridos por aquellos para el desempeño de dichas funciones. 


Cada perfil de competencias laborales, el que se podrá referir a una o más funciones de similar naturaleza, contendrá a lo menos:


1) La descripción de los requisitos de ingreso al cargo o función.


2) Los conocimientos o experiencias requeridos y las competencias necesarias para el desarrollo de la función.


3) El ámbito de desempeño y los objetivos e indicadores de logro correspondientes a cada función.

Artículo 10.- Los perfiles de competencias laborales se elaborarán de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 20.267 y su reglamento. Para efectos de dicha elaboración el Organismo Sectorial de Competencias Laborales establecido en el artículo 14 de la precitada ley estará compuesto por la Dirección de Educación Pública y representantes de los asistentes de la educación, designados de la forma que señale el reglamento, y que deberán incluir, al menos, a representantes de las organizaciones de asistentes de la educación con mayor representatividad nacional.


Artículo 11.- Los perfiles a que se refiere este párrafo deberán ser considerados por los servicios locales en los procesos de reclutamiento y selección de asistentes de la educación regulados en el título II. 


Con todo, previo acuerdo con el Organismo Sectorial señalado en el artículo anterior, los servicios locales podrán efectuar adecuaciones a los perfiles, en función de las necesidades asociadas al proyecto educativo institucional respectivo, al plan de mejoramiento educativo, al contexto cultural y al territorio en el que se emplaza. Dichas adecuaciones deberán ser informadas al señalado organismo sectorial, el que podrá efectuarles recomendaciones.


Artículo 12.- Los asistentes de la educación participarán en actividades formativas, las que deberán ser pertinentes a las funciones que ejercen y al desarrollo de sus competencias laborales o que puedan implicar la adquisición de conocimientos y competencias para asumir funciones de mayor responsabilidad dentro del sistema, de conformidad a las categorías señaladas en el párrafo anterior; y a los perfiles señalados en el presente párrafo.

Los servicios locales y los administradores de establecimientos educacionales podrán colaborar con la formación, perfeccionamiento y capacitación de los asistentes de la educación que se desempeñen en sus respectivos establecimientos, sean estos liceos, escuelas o jardines infantiles vía trasferencia de fondos de su dependencia. Para efectos de desarrollar estas acciones, los servicios locales podrán generar redes de apoyo dentro del Sistema de Educación Pública.

Artículo 13.- El Ministerio de Educación, a través de su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, ejecutará actividades formativas destinadas a asistentes de la educación pública que desarrollen funciones vinculadas directamente al proceso de enseñanza y aprendizaje, tales como asistente de aula, técnico de educación parvularia y otras de similar naturaleza. Estas acciones se ejecutarán de manera directa o mediante la colaboración de instituciones de educación superior acreditadas o instituciones certificadas por el Centro, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12 quáter del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo 14.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará las materias establecidas en el presente párrafo.
El reglamento señalado en el inciso anterior deberá dictarse dentro de los ciento ochenta días posteriores a la publicación de la presente ley, y en su dictación la autoridad tomará conocimiento de la opinión de los asistentes de la educación y sus organizaciones con mayor representatividad nacional.
TITULO II

De los asistentes de la educación que componen una dotación pública

Párrafo 1º

Del ingreso a una dotación pública


Artículo 15.- Se entenderá por dotación de asistentes de la educación (en adelante también “dotación”) al número total de asistentes que se desempeñen en los establecimientos educacionales dependientes de un mismo servicio local, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.


Al establecerse la dotación, deberá indicarse si los asistentes de la educación corresponden a las categorías profesional, técnica, administrativa o auxiliar, según lo establecido en el párrafo 2° del título I de esta ley.


Artículo 16.- Sin perjuicio de los requisitos e inhabilidades para desempeñarse como asistente de la educación, establecidos en el artículo 3 de la ley N° 19.464, para incorporarse a una dotación de asistentes de la educación, será necesario cumplir, además, con lo dispuesto en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo (en adelante “Estatuto Administrativo”). Con todo, los extranjeros que cumplan con los requisitos de los literales c), d), e) y f) de dicho artículo podrán incorporarse a una dotación de asistentes de la educación, si cuentan con residencia definitiva en Chile.


Asimismo, a los asistentes de la educación que formen parte de una dotación pública se les aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en los párrafos 5° y 6° del libro III del Estatuto Administrativo.


Artículo 17.- El ingreso de los asistentes de la educación a una dotación se realizará mediante mecanismos de reclutamiento y selección públicos, inclusivos y transparentes, los que deberán considerar criterios objetivos de ingreso a cada uno de los cargos que se provean, conforme a los perfiles de competencias laborales previamente definidos de acuerdo al párrafo 3° del título I.

En caso de que se provean vacantes que se produzcan dentro de una dotación, ello se realizará mediante mecanismos de selección internos, los que deberán considerar a lo menos criterios de idoneidad para el cargo, resultados de desempeño y antigüedad en el servicio. En caso de que resulten desiertos, se realizarán procesos abiertos al público.


Con todo, la provisión de las vacantes deberá ser ordenada mediante acto fundado del jefe del servicio, en que deberá constar que es necesaria para la correcta prestación del servicio educacional, en relación a las normas sobre fijación de dotación de personal, y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


1) Matrícula total del establecimiento en que se produce la vacante.


2) Niveles y modalidades de la educación provista por dicho establecimiento.


3) Plan de Estudio, Proyecto Educativo Institucional, Planes de Mejoramiento Educativo, Plan de Integración Escolar, Plan de Convivencia Escolar y otros instrumentos análogos.


Artículo 18.- Los asistentes de la educación que ingresen a una dotación podrán ser contratados por un plazo fijo, que no podrá exceder de un año escolar, o uno indefinido.

El contrato de reemplazo es aquel en virtud del cual un asistente de la educación presta servicios en un establecimiento para suplir transitoriamente a otro con contrato vigente que no puede desempeñar su función, cualquiera que sea la causa. Este contrato deberá incluir el nombre del trabajador que se reemplaza y la causa de su ausencia, las funciones que desempeña y su perfil, y se extenderá como máximo por el período de ausencia del trabajador reemplazado.


Artículo 19.- Los contratos de trabajo de los asistentes de la educación regidos por este título deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:


1) Descripción de las funciones encomendadas, de acuerdo a los perfiles de competencias laborales que correspondan, los que se entenderán parte integrante del contrato.


2) Singularización del o los establecimientos educacionales en que el asistente de la educación desempeñará sus funciones.


3) Determinación de la jornada semanal de trabajo, señalando, a lo menos, los horarios de inicio y término de la jornada laboral.


4) Duración del contrato, de conformidad al artículo precedente.


5) Remuneración.


Sin perjuicio de lo señalado en los numerales anteriores, se entenderán incorporadas al contrato de trabajo las condiciones laborales que este estatuto u otras leyes establezcan para estos trabajadores.

Párrafo 2º

Obligaciones funcionarias


Artículo 20.- Los asistentes de la educación deberán cumplir con las obligaciones funcionarias establecidas en el artículo 61 y les será aplicable lo dispuesto en los artículos 62 y 63, todos del Estatuto Administrativo.


Artículo 21.- En todo lo relativo a destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios, se aplicará a los asistentes de la educación lo dispuesto en el párrafo 3° del título III del Estatuto Administrativo.


Las destinaciones deberán fundarse en ajustes a la dotación y efectuarse una vez que ésta haya sido fijada. Con todo, una vez decretada la destinación, aquellos asistentes que consideren que se les ha causado menoscabo podrán reclamar de ello de acuerdo al inciso tercero del artículo 12 del Código del Trabajo, sin perjuicio de su derecho a reclamar. Lo anterior no podrá paralizar la destinación, salvo que el servicio así lo determine.


Salvo expreso acuerdo de las partes, las destinaciones que el servicio local realice a un asistente de la educación sólo podrán realizarse a un establecimiento que se encuentre en la misma comuna del que fue señalado en el contrato de trabajo bajo los términos del numeral 2) del artículo 19 de la presente ley, o en otras comunas del mismo radio urbano.
Párrafo 3º

Derechos funcionarios


Artículo 22.- Los asistentes de la educación tendrán derecho a ser defendidos por el servicio local del que dependan en los términos que señala el artículo 90 del Estatuto Administrativo. Asimismo, gozarán de los derechos establecidos en el artículo 90 A del mismo cuerpo legal.


Artículo 23.- Los asistentes de la educación podrán solicitar la permuta de sus cargos, de conformidad al artículo 92 del Estatuto Administrativo, en tanto se encuentren dentro de la misma categoría.

Artículo 24.- El personal asistente de la educación perteneciente a una dotación pública se regirá en cuanto a permisos y licencias médicas por lo dispuesto en el Estatuto Administrativo. 


En materia de accidentes en actos de servicio y de enfermedades contraídas en el desempeño de sus funciones, se les aplicarán las normas de la ley N° 16.744. Sin perjuicio de lo anterior, los servicios locales podrán afiliar a los asistentes de la educación a mutuales de seguridad.


Los servicios locales podrán afiliar al personal asistente de la educación a cajas de compensación de asignación familiar. El personal asistente podrá, además, afiliarse a los servicios de bienestar que el servicio local haya constituido o de que sea parte.

Los asistentes de la educación regidos por esta ley quedarán afectos al seguro de cesantía establecido en la ley N° 19.728, en las condiciones señaladas en dicha ley. En consecuencia, estarán obligados a cotizar de acuerdo a la misma normativa. En este caso, las prestaciones de cesantía procederán conforme a lo que se indica a continuación:

Tendrán derecho a una prestación por cesantía, en los términos establecidos en el párrafo 3° del título I de la referida ley, siempre que reúnan los siguientes requisitos:

a) Que el contrato de trabajo haya terminado por alguna de las causales señaladas en los artículos 26 y 27 de la presente ley, salvo las señaladas en las letras f), g) y h) del citado artículo 26.
b) Que cumpla con lo dispuesto en las letras b), c) y d) del artículo 12 de la ley N° 19.728.

Si el contrato termina por la causal establecida en el artículo 27 de esta ley, el trabajador tendrá derecho a la indemnización que dicho artículo establece y se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y tercero el artículo 13 de la ley Nº 19.728. 

Si el contrato termina por las causales establecidas en los literales a), c y d) del artículo 26 de esta ley, el asistente de la educación dependiente de un servicio local tendrá derecho al beneficio establecido en el artículo 14 de la ley Nº 19.728, en la forma señalada en dicha norma.

Tratándose de asistentes de la educación dependientes de un servicio local, que cesen su relación laboral por las causales señaladas en el literal e) del artículo 26 y del artículo 27 del presente cuerpo legal, tendrán derecho a lo establecido en el artículo 15 de la ley Nº 19.728.

En caso de terminación de relación laboral por fallecimiento del asistente de la educación dependiente de un servicio local, se aplicará lo establecido en el artículo 18 de la ley Nº 19.728.
Si el contrato termina por la causal establecida en el literal f) del artículo 26 de esta ley, el trabajador tendrá derecho al beneficio establecido en el artículo 19 de la ley Nº 19.728.

Tendrán derecho a recibir prestaciones del Fondo de Cesantía Solidario establecido en el artículo 24 de la ley Nº 19.728, los asistentes de la educación cuya contratación termine por las causales señaladas en la letra e) del artículo 26 y el artículo 27 de la presente ley, siempre que cumpla las demás condiciones establecidas en la ley N° 19.728.

Artículo 25.- Los asistentes de la educación podrán constituir asociaciones de funcionarios de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.296. La afiliación a dichas asociaciones será siempre voluntaria, aplicándose las normas sobre fuero establecidas en dicha ley.
Párrafo 4º

De la terminación de la relación laboral


Artículo 26.- Los asistentes de la educación que formen parte de una dotación dejarán de pertenecer a ella por las siguientes causales: 


a) Por renuncia voluntaria, dando aviso con treinta días de anticipación, a lo menos.


b) Fallecimiento.


c) Falta de probidad o conducta inmoral, establecidas fehacientemente mediante sumario administrativo.

d) Incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia a sus labores, sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.

e) Vencimiento del plazo del contrato.

f) Obtención de jubilación, renta vitalicia o pensión de un régimen previsional, en relación con la función que desempeñen en el establecimiento.
g) Salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo.

h) Inhabilidad sobreviniente para desempeñarse como asistente de la educación, de acuerdo al artículo 3 de la ley N° 19.464.
Para efectos de la aplicación de la causal establecida en la letra g) de este artículo, el jefe del servicio podrá considerar como salud incompatible con el desempeño del cargo, haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, sin mediar declaración de salud irrecuperable. El jefe superior del servicio, para ejercer la facultad antes señalada, deberá requerir previamente a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez la evaluación del funcionario respecto a la condición de irrecuperabilidad de su salud y que no le permite desempeñar el cargo.

No se considerará para el cómputo de los seis meses señalado en el inciso anterior, las licencias otorgadas en los casos a que se refiere el artículo 115 del Estatuto Administrativo y el título II, del libro II, del Código del Trabajo.

Si se hubiere declarado irrecuperable la salud de un asistente de la educación, se le aplicará lo dispuesto en el artículo 152 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, Sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 27.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los servicios locales podrán poner término al contrato de trabajo a consecuencia de los cambios, ajustes y redistribución que se efectúe a la dotación de asistentes de la educación del servicio local, conforme al artículo 46 de la ley N° 21.040, tanto en su tamaño, composición o redistribución entre establecimientos de la misma, a causa de:


a) Variaciones en el número de estudiantes matriculados en los establecimientos dependientes del servicio respectivo.


b) Procesos de reestructuración, fusión o cierre de establecimientos educacionales dependientes de un mismo servicio local.


c) Cambios en los niveles y modalidades de la educación provista por dichos establecimientos.

Los asistentes de la educación que cesen en sus cargos por la causal señalada en este artículo tendrán derecho a una indemnización de cargo del servicio, equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes de vigencia del contrato respectivo, por cada año de servicio, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once. Esta indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.

La resolución de ajuste de dotación será siempre fundada, pudiendo siempre el trabajador reclamar conforme a los artículos 168, y 485 y siguientes del Código del Trabajo.

Título III

Normas generales relativas a las condiciones de desempeño de los asistentes de la educación

Párrafo 1º

De las condiciones laborales


Artículo 28.- Los asistentes de la educación tendrán derecho a que se respeten las funciones para las que fueron contratados, las que podrán desarrollarse en uno o más establecimientos educacionales.


Asimismo, el director del establecimiento educacional podrá encomendar labores determinadas, distintas de las estipuladas en el contrato, a uno o más asistentes de la educación para permitir la normal prestación del servicio educacional o para facilitar el desarrollo de actividades extracurriculares, siempre y cuando estas labores correspondan a la misma categoría de asistentes de la educación en la que se encuentra contratado, correspondan exclusivamente a funciones propias del servicio educacional y se deban ejecutar dentro de la jornada ordinaria de trabajo.


Artículo 29.- La jornada semanal ordinaria de trabajo de los asistentes de la educación regulados en esta ley no podrá exceder de 44 horas cronológicas para un mismo empleador, incluyendo 30 minutos de colación para aquellos trabajadores contratados por 43 horas o más.


Asimismo, en aquellos casos en que la jornada diaria fuere igual o superior a 9 horas, ésta incluirá 30 minutos destinados a colación, aun cuando la jornada semanal sea inferior a 43 horas. El tiempo utilizado para la colación no podrá ser interrumpido, salvo casos de fuerza mayor.


El tiempo que el asistente de la educación utilice en un mismo día para trasladarse de un establecimiento a otro en virtud de una misma relación laboral, se considerará trabajado para todos los efectos de esta ley, y el costo de movilización será de cargo del empleador. Ambas circunstancias deberán señalarse expresamente.


Artículo 30.- Los asistentes de la educación gozarán de feriado por el período de interrupción de las actividades escolares entre los meses de enero y febrero o el que medie entre el término del año escolar y el comienzo del siguiente. Durante dicha interrupción, podrán ser convocados a cumplir actividades de capacitación, hasta por un período de tres semanas consecutivas. 


Sin perjuicio del inciso anterior, tendrán derecho al feriado establecido en el artículo 103 del Estatuto Administrativo, aquellos asistentes de la educación que desarrollen labores esenciales para asegurar la correcta prestación del servicio educacional al inicio del año escolar, las que incluirán, a lo menos, aquellas de reparación, mantención, aseo y seguridad del establecimiento educacional, así como aquellas que determine mediante acto fundado el jefe de servicio.


Para el caso del personal de los jardines infantiles financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos, ésta capacitación podrá ser realizada durante el año.


Artículo 31.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el feriado de los asistentes de la educación de los establecimientos de educación parvularia financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.994.

Párrafo 2º

De las remuneraciones y asignaciones


Artículo 32.- La remuneración de los asistentes de la educación se determinará conforme al Código del Trabajo.


La remuneración bruta mensual del personal asistente de la educación que se desempeñe en establecimientos educacionales que sean dependientes de un Servicio Local de Educación Pública y se encuentren regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, no podrá ser inferior a las cantidades establecidas en el artículo 21 de la ley N° 19.429, para las categorías señaladas en los artículos 6, 7 y 8, según corresponda. Lo anterior, también será aplicable a los asistentes de la educación de los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.


Si se convinieren jornadas parciales de trabajo, la remuneración bruta mensual no podrá ser inferior al mínimo señalado en el inciso anterior para las referidas categorías, proporcionalmente calculada en relación con la jornada semanal ordinaria de trabajo. 


Para completar la remuneración mensual bruta señalada en el inciso segundo, no se considerarán: la asignación de reconocimiento por desempeño en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios establecida en el artículo 33; la bonificación de excelencia académica establecida en el artículo 34; el beneficio del artículo 30 de la ley N° 20.313 a que se refiere el artículo 36; la asignación de experiencia del artículo 37; el componente variable del bono de desempeño laboral que le corresponda percibir de acuerdo al artículo 39, y el aumento de remuneración establecido en el artículo 7 de la ley N° 19.464. Asimismo, se excluirá lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 41 del Código del Trabajo. 


Además de las remuneraciones establecidas en el Código del Trabajo, los asistentes de la educación tendrán derecho a recibir, si cumplen con los requisitos correspondientes, las remuneraciones establecidas en los artículos siguientes.


Artículo 33.- Existirá una Asignación de Reconocimiento por Desempeño en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, de cargo fiscal, la que será imponible y tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración y corresponderá a un monto fijo máximo de $14.620.- mensuales, para un contrato de 44 horas cronológicas semanales o más, el cual se aplicará en proporción a las horas establecidas en los respectivos contratos. Esta asignación se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.


Esta asignación se otorgará a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales públicos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que sean de alta concentración de alumnos prioritarios, entendiendo por ello a aquellos que tengan, al menos, el 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248. Para estos efectos, en escuelas o liceos cárceles se entenderá que la concentración de alumnos prioritarios es igual al 60%.


Los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos que se encuentren ubicados en zonas rurales, y tengan una concentración de alumnos prioritarios inferior al 60% y mayor o igual al 45%, tendrán derecho a una asignación igual al 50% del monto establecido en el inciso primero.


Artículo 34.- Los asistentes de la educación que se desempeñen en un establecimiento educacional que haya sido seleccionado como de Desempeño de Excelencia Académica tendrán derecho a percibir una Bonificación de Excelencia Académica, en los términos establecidos en el artículo 2 de la ley N° 20.244.


Artículo 35.- Los asistentes de la educación percibirán, si corresponde, el beneficio establecido en el artículo 59 de la ley N° 20.883.


A los asistentes de la educación señalados en el inciso segundo del artículo 32 no les será aplicable lo dispuesto en el inciso anterior.


Artículo 36.- Los asistentes de la educación que laboren en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y Antártica Chilena, así como en las Provincias de Palena, Chiloé e Isla de Pascua y en las comunas de Juan Fernández y Cochamó, percibirán el beneficio establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.313, en la forma señalada en dicho artículo y sus normas complementarias.


Artículo 37.- Los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación, y se encuentren regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, tendrán derecho a una asignación de experiencia, por cada dos años de servicios en un mismo servicio local de educación, y se devengará automáticamente desde el primer día del mes siguiente a aquel en que se hubiere cumplido el bienio respectivo.


El monto de la asignación de experiencia se determinará calculando un 2% sobre la remuneración que se indica en el inciso siguiente, por períodos de dos años, con un límite de treinta años.


La remuneración que se utilizará como base de cálculo del porcentaje señalado en el inciso anterior será la remuneración bruta mensual mínima establecida en el inciso segundo del artículo 32 para cada una de las categorías, según corresponda. En el caso de los asistentes de la educación pertenecientes a la categoría del artículo 6, dicho porcentaje se calculará sobre 3,5 veces del sueldo base del grado 23 del estamento de profesionales de la Escala Única Sueldo del decreto ley N° 249, de 1974.

También tendrán derecho a la asignación de experiencia los asistentes de la educación de los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980. En este caso, los años de servicio se computarán en el mismo establecimiento.


En los casos de mejoramiento de las remuneraciones de los trabajadores a que se refiere este artículo, distintos del reajuste general de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público, los bienios se comenzarán a computar nuevamente desde la fecha de dicho mejoramiento.


Los trabajadores a que se refiere el inciso anterior tendrán derecho, en todo caso, a una remuneración no inferior a aquella que tenían producto de la suma entre aquella remuneración bruta previa al incremento y la asignación de experiencia que estuvieren percibiendo. Para este efecto, se les reconocerá en su nueva remuneración aquella asignación de experiencia que les asegura dicha renta.


Si la nueva remuneración, producto de la mejora antes señalada, fuere equivalente o superior a la remuneración que asegura el inciso anterior, se percibirá esta, sin asignación de experiencia.


La asignación de experiencia será imponible, tributable y no constituirá base de cálculo de ninguna otra remuneración.


Artículo 38.- Las remuneraciones de los asistentes de la educación que se desempeñen en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos, dependientes de un servicio local, se determinarán de acuerdo al Código del Trabajo. Sin perjuicio de lo anterior tendrán derecho a las siguientes remuneraciones:


a) La asignación del artículo 3 de la ley N° 20.905, en la medida que cumplan los requisitos para percibirla.


b) La asignación de experiencia del artículo 37, siempre que se encuentren en las categorías técnicas, administrativas y auxiliares de los artículos 6, 7 y 8, respectivamente, y cumplan los demás requisitos.

Párrafo 3º

Del bono de desempeño laboral


Artículo 39.- Los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales públicos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y los regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, y que tengan un contrato vigente al 31 de agosto de cada año podrán recibir, anualmente, un bono de desempeño laboral de hasta diez unidades de fomento, para aquellos trabajadores con una jornada laboral de 44 horas semanales.


El bono de desempeño laboral contendrá los siguientes elementos:


1) Un componente base, que corresponderá a seis unidades de fomento.


2) Un componente variable, que corresponderá a 4 unidades de fomento como máximo.


El monto del componente variable será determinado de acuerdo al grado de cumplimiento de un “indicador general de evaluación”, el cual estará compuesto por las siguientes variables a las cuales se les asignará un porcentaje de cumplimiento: 


a) Años de servicio en el sistema.


b) Escolaridad.


c) Convivencia Escolar.


d) Resultados controlados, por índice de vulnerabilidad escolar, del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) por establecimiento, considerando el último nivel medido entre los dos años inmediatamente anteriores.


A las variables señaladas en el inciso anterior se les asignará un porcentaje de cumplimiento.

Obtendrán el monto máximo del componente variable aquellos asistentes de la educación que, por la sumatoria de las 4 variables indicadas, obtengan el 80% o más del valor del indicador general de evaluación. Si dicho valor del indicador general de evaluación fuere superior al 70% e inferior al 80%, el componente variable será de 2,8 unidades de fomento. Para los asistentes de la educación que obtengan un valor del indicador general de evaluación superior al 50% e inferior o igual al 70%, el componente variable será de 1,4 unidades de fomento. Un valor del indicador general de evaluación igual o menor al 50% no dará derecho al componente variable.


Los beneficiarios del bono de desempeño laboral serán determinados en el mes de octubre de cada año, mediante resolución de la Subsecretaría de Educación, a quien corresponderá su administración, concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar.


El pago del bono de desempeño laboral se realizará en dos cuotas iguales, en pesos, de acuerdo al valor de la unidad de fomento al 1 de diciembre del año en que se otorga, que se pagarán en el señalado mes de diciembre y en febrero del año siguiente. Esta bonificación no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecta a descuento alguno y no será considerada subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595.

Quienes perciban maliciosamente este bono deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las correspondientes sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 40.- Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará el peso relativo de cada una las variables, así como sus ponderaciones de acuerdo al grado de su respectivo cumplimiento, y las normas que sean necesarias para su implementación.

TITULO IV

Modificaciones a otras normas


Artículo 41.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.464:


1) Reemplázase su artículo 2 por el siguiente:


“Artículo 2°. - La presente ley se aplicará al personal asistente de la educación de los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, al regido por el decreto ley N° 3.166, de 1980, que tenga contrato vigente y que realice funciones distintas de la docencia, de aquellas señaladas en el artículo 5 del Estatuto Laboral de los Asistentes de la Educación Pública.


Se aplicará, asimismo, al personal asistente de la educación que cumpla funciones en internados regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación.


Asimismo, lo dispuesto en los artículos 3, 4 bis, 5 y 13 de esta ley se aplicará a los asistentes de la educación de nivel parvulario, dependientes de Servicios Locales de Educación Pública y que se desempeñen en establecimientos financiados mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles”.


2) Reemplázase su artículo 3 por el siguiente:


“Artículo 3°.- Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y en la ley, no podrán desempeñar labores de asistentes de la educación los condenados por alguno de los delitos contemplados en el título V del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia; alguno de los delitos contemplados en las leyes Nos 16.618, 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4, 20.005, 20.066 y 20.357, y en los párrafos II, V, VI, VII del Título Séptimo; en los párrafos I y II, en los artículos 395 a 398 del párrafo III y en el párrafo V bis del Título Octavo, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título Noveno, todos del Libro Segundo del Código Penal.


En caso de que el asistente de la educación sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.

Asimismo, para desempeñarse como asistentes de la educación deberá acreditarse idoneidad sicológica para desempeñar dicha función, sobre la base de un informe que deberá emitir el Servicio de Salud correspondiente y no podrán encontrarse inhabilitados para trabajar con menores de edad o desempeñarse en establecimientos educacionales, de acuerdo a la ley N° 20.594.


El informe de idoneidad sicológica señalado en el inciso anterior deberá referirse exclusivamente a la aptitud del trabajador para relacionarse con menores de edad y no podrá en caso alguno referirse a las competencias laborales del trabajador, las que deberán acreditarse en el correspondiente proceso de selección de personal.


La idoneidad sicológica para desempeñarse como asistente de la educación deberá acreditarse en forma previa a la celebración del respectivo contrato.”.


3) Derógase su artículo 4.


4) Derógase su artículo 6.


5) Reemplázase en su artículo 7 la expresión “enero del año 2018” por “enero de cada año”.


6) Derógase su artículo 9.


Artículo 42.- Reemplázase el inciso quinto del artículo 13 de la ley N° 19.296 por el siguiente:


“No obstante, para aplicar las reglas señaladas en los incisos precedentes al personal asistente de la educación regido por el Estatuto de los Asistentes de la Educación del Sector Público, los quórums a que hace referencia este artículo se calcularán, exclusivamente, en relación con los trabajadores que tengan tal calidad en cada dotación pública.”.


Artículo 43.- Declárase el día 1 de octubre de cada año como el Día Nacional de los Asistentes de la Educación.
Artículo 44.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes los recursos se consultarán en la Ley de Presupuestos respectiva.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Vigencia de la ley. La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación respecto de los servicios locales que se encuentren prestando el servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en los artículos transitorios siguientes.


Artículo segundo.- De los perfiles de competencias laborales. La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales, establecida en la ley N° 20.267, dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley, dará inicio al proceso de identificación de unidades de competencias relativas a los asistentes de la educación, con el objeto de elaborar los perfiles señalados en los artículos 10 y siguientes de esta ley.

El proceso de identificación de competencias, incluyendo la formulación, aprobación e inscripción de perfiles, deberá realizarse en un plazo máximo de veinticuatro meses, prorrogables por doce meses adicionales en casos fundados.


Lo dispuesto en el artículo 11 no será aplicable a los procesos de reclutamiento y selección que los servicios locales efectúen entre la entrada en vigencia de la ley y la inscripción de los perfiles respectivos. Asimismo, en los contratos que dichos servicios celebren en el intertanto, para efectos de lo dispuesto en el número 1) del artículo 19 de esta ley, bastará la descripción de la función encomendada, sin que sea necesario referir al perfil respectivo.


Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 3 de la presente ley, los asistentes de la educación que sean traspasados a un servicio local no perderán sus derechos adquiridos y tendrán derecho a conservar las cláusulas del instrumento colectivo al que se encuentren afectos, según lo dispuesto en el artículo 325 del Código del Trabajo.
En el caso de los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse al personal asistente de la educación que en ellos se desempeña, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación, con excepción de las normas señaladas en el inciso anterior, que se les aplicarán cuando correspondan, en la oportunidad que el mismo inciso señala.

Artículo cuarto.- Las disposiciones de la presente ley comenzarán a aplicarse desde el traspaso del servicio educacional al servicio local respectivo. En consecuencia, dichas disposiciones no producirán efecto respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional. Asimismo, los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos dependientes de éstas continuarán rigiéndose por las normas que actualmente le son aplicables.

No obstante lo señalado en el inciso anterior, las normas que a continuación se indican sí se aplicarán a las entidades señaladas en el inciso anterior y comenzarán a regir a contar de las fechas siguientes: el párrafo 2° del título I y los artículos 12 y 13 entrarán en vigencia desde el 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley; los artículos 29 y 30 regirán a partir del 1 de enero del año siguiente a la publicación de la presente ley; el artículo 31 regirá desde la fecha de publicación de la presente ley; el artículo 39 regirá a contar de la fecha señalada en el artículo séptimo transitorio de la presente ley, y los numerales 2), 5) y 6) del artículo 41 entrarán en vigencia desde la publicación de esta ley.


Artículo quinto.- Normas transitorias aplicables a los Servicios Locales de Educación Pública. Una vez operado el traspaso del servicio educacional desde una municipalidad o corporación municipal a un servicio local, éste procederá en un plazo no superior a tres meses, a entregar al Ministerio de Educación la nómina del personal asistente de la educación traspasado, con indicación de la categoría a que debe acceder cada uno de ellos, de acuerdo a la clasificación establecida en el párrafo 2° del título I.


Artículo sexto.- Del pago de las asignaciones. La Asignación de Reconocimiento por Desempeño en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios establecida en el artículo 33 se pagará a contar del inicio del año escolar siguiente a la publicación de esta ley. Para estos efectos, se entenderá que los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales son establecimientos educacionales públicos.

La bonificación establecida en el artículo 34 y los beneficios establecidos en los artículos 35 y 36, todos de esta ley, serán percibidos por los asistentes de la educación que tengan derecho a ellos, aun cuando el establecimiento educacional en que se desempeñan no haya sido traspasado a un servicio local.

Artículo séptimo.- Transitoriedad del bono de desempeño laboral. El artículo 39 de esta ley regirá desde el año escolar siguiente a aquel en que se encuentre totalmente tramitado el reglamento a que hace referencia el artículo 40 de la misma. 


El reglamento señalado en el inciso anterior deberá dictarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo octavo.- Transitoriedad sobre término de relación laboral. Las causales de término de la relación laboral establecidas en los literales f) y g) del artículo 26 de esta ley no serán aplicables al personal que tenga contrato vigente con una municipalidad o corporación municipal a la fecha de entrada en vigencia de la misma y sea traspasado a un servicio local.


A contar del 1 de enero del año siguiente a la aprobación del Plan de Desarrollo Educativo Municipal que se establezca después de la fecha de publicación de esta ley, no será aplicable lo dispuesto en el inciso primero del artículo 161 del Código del Trabajo a los asistentes de la educación de establecimientos educacionales administrados directamente por las municipales o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal. A contar de dicha fecha, el contrato de trabajo del asistente de la educación de las entidades antes indicadas también podrá terminar a consecuencia de los cambios, ajustes y redistribución que se efectúe a la dotación de asistentes de la educación de la comuna, tanto en su tamaño, composición o redistribución entre establecimientos de la misma, a causa de:


a) Variaciones en el número de estudiantes matriculados en los establecimientos dependientes de la municipalidad o corporación respectiva.


b) Procesos de reestructuración, fusión o cierre de establecimientos educacionales dependientes de un mismo sostenedor municipal.


c) Cambios en los niveles y modalidades de la educación provista por dichos establecimientos. 


Los asistentes de la educación que terminen sus contratos de trabajo por la causal señalada en el inciso anterior tendrán derecho a la indemnización legal establecida en el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo, de cargo del sostenedor, a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 172 de dicho Código.


Artículo noveno.- A partir de la fecha del traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local de Educación Pública, los asistentes de la educación que sean traspasados a éste, y que se desempeñaban a esa fecha en establecimientos municipales regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, tendrán derecho a una asignación mensual, de cargo fiscal, de un monto equivalente a la diferencia entre su remuneración bruta mensual y las cantidades establecidas en el artículo 21 de la ley N° 19.429, según corresponda a las categorías señaladas en los artículos 6, 7 y 8 de la presente ley, la que irá disminuyendo en la medida que la remuneración bruta mensual del asistente de la educación se incremente por cualquier causa.


Para determinar la remuneración bruta mensual señalada en el inciso anterior no se considerará: la asignación de reconocimiento por desempeño en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios establecida en el artículo 33 de la presente ley; la bonificación de excelencia académica establecida en el artículo 34 de la presente ley; el beneficio del artículo 30 de la ley N° 20.313 a que se refiere el artículo 36 de la presente ley; la asignación de experiencia del artículo 37 de la presente ley; el componente variable del bono de desempeño laboral que le corresponda percibir de acuerdo al artículo 39 de la presente ley, y el aumento de remuneración establecido en el artículo 7 de la ley N° 19.464. Asimismo, se excluirá lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 41 del Código del Trabajo. 


También tendrán derecho a la asignación establecida en este artículo los asistentes de la educación de los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación.


Para tener derecho a la asignación de este artículo, los asistentes de la educación deberán encontrarse clasificados en las categorías técnica, administrativa y auxiliar establecidas en los artículos 6, 7 y 8 de la presente ley, respectivamente, a la fecha del traspaso del establecimiento educacional al respectivo Servicio Local de Educación.


La asignación de este artículo será imponible, tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra asignación. Además, dicha asignación será incompatible con el bono contemplado en el artículo 59 de la ley N° 20.883.


Artículo décimo.- A partir de la fecha del traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local de Educación, los asistentes de la educación que sean traspasados a éste, y que se desempeñaban a esa fecha en establecimientos municipales regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, tendrán derecho a la asignación de experiencia establecida en el artículo 37 de la presente ley. Para estos efectos, se computarán los años de servicios como asistente de la educación que tenía con el sostenedor, previo al referido traspaso.


Los asistentes de la educación de los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, a partir de la fecha en que los establecimientos educacionales que correspondan a su territorio sean traspasados al Servicio Local de Educación, tendrán derecho a la asignación de experiencia. Para estos efectos, se computarán los años de servicios como asistente de la educación que tenía en el establecimiento previo al referido traspaso.


Los asistentes de la educación de las categorías técnicas, administrativas y auxiliares de los establecimientos  de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos, tendrán derecho a la asignación de experiencia, a contar de la fecha en que el establecimiento sea traspasado a un Servicio Local de Educación. Para estos efectos, se computarán los años de servicios como asistente de la educación que tenía con el sostenedor previo al referido traspaso.


Artículo undécimo.- El Ministerio de Educación, conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, efectuará, transcurrido un año desde la publicación de esta ley, un estudio sobre la pertinencia y viabilidad de aplicar la Asignación de Zona a los asistentes de la educación que sean traspasados a los Servicios Locales de Educación Pública, y a aquellos regidos por el decreto ley 3.166 de 1980.


Artículo duodécimo.- Norma de protección a trabajadores contratados sin contar con licencia de enseñanza media. La exigencia establecida en el inciso segundo del artículo 8 de esta ley, para el ejercicio de la función auxiliar, no se aplicará a los asistentes de la educación que desempeñen dicha función al 31 de diciembre de 2017.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.070, QUE APROBÓ EL ESTATUTO DE LOS PROFESIONALES DE LA EDUCACIÓN Y DE LAS LEYES QUE LA COMPLEMENTAN Y MODIFICAN, PARA PERFECCIONAR LA CAUSAL DE TÉRMINO DE LA RELACIÓN LABORAL DE LOS DOCENTES MUNICIPALES, DETERMINADA POR SALUD INCOMPATIBLE 

(11.322-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social informa respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción del Diputado señor Osvaldo Andrade Lara, de la Diputada señora Denise Pascal Allende y de los Diputados señores Lautaro Carmona Soto, Marcos Espinosa Monardes, Tucapel Jiménez Fuentes, Cristián Monckeberg Bruner, Manuel Monsalve Benavides, René Saffirio Espinoza, Patricio Vallespín López y Matías Walker Prieto.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

-Establecer en el Estatuto de los Profesionales de la Educación, que la causal de término de su función por salud incompatible requerirá de la calificación previa por parte del juez del trabajo.

-Disponer para aquellos casos en que se hubiere otorgado la calificación de incompatibilidad, y el empleador procediere al despido, que el trabajador tendrá derecho a todas las indemnizaciones legales y convencionales a que haya lugar conforme con las reglas generales.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, los asesores del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señores Francisco del Río y Ariel Rossel, la asesora del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señora Paola Fabres, el asesor del Comité Partido Demócrata Cristiano, señor Gerardo Bascuñán y el periodista del Comité Partido por la Democracia, el señor Gabriel Muñoz.

Especialmente invitados concurrieron el Presidente del Colegio de Profesores, señor Mario Aguilar, acompañado por el Vicepresidente, señor Guido Reyes, el Tesorero, señor Habnel Castillo, la Prosecretaria, señora Magdalena Reyes, la camarógrafa, señora Francisca Silva y el señor Víctor Gómez.
-------
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

-El decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.
-El Código del Trabajo.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que da origen a este proyecto de ley fundamenta su propuesta en los siguientes términos.

En primer lugar, describe que, en nuestro ordenamiento laboral, las causales de terminación del contrato de trabajo han sido establecidas expresamente conforme a un criterio de derecho estricto. 
En efecto, expone que los artículos 159, 160 y 161 del Código del Trabajo señalan una serie de causales, las que se pueden dividir entre aquellas que dan derecho a indemnización, como las del artículo 161, y aquellas que no dan derecho a este beneficio, contenidas en sus artículos 159 y 160.
Por su parte, explica la moción, el Estatuto Docente establece, en su artículo 72, una serie de causales especiales de terminación del contrato de trabajo que resultan aplicables a los docentes, las que derivan de la naturaleza misma de la actividad del profesorado, tales como no impartir los programas y lineamientos educativos señalados o ausencias injustificadas a clases, entre otras. A ellas se agrega la causal de salud incompatible con el cargo, la que, conforme a la legislación vigente, debe ser calificada por el jefe del trabajador sobre la base de un único criterio, consistente en haber hecho uso de licencia médica por seis meses continuos o discontinuos en un lapso de dos años. En cualquier caso, añade que la aplicación de dicha causal no da derecho a indemnización por despido al trabajador.
En razón de ello, la iniciativa sostiene que dicha causal es abiertamente contradictoria con los principios generales de la protección laboral y, particularmente, con el artículo 161 bis del Código del Trabajo, que establece que la invalidez total o parcial del trabajador no es justa causa de despido y que, de producirse éste, el trabajador debe ser indemnizado y la indemnización deberá ser recargada.
Asimismo, la moción expone que la causal contenida en el Estatuto Docente adolece de una serie de incongruencias que generan un gravísimo deterioro en los derechos del trabajador, toda vez que se aplica tanto al trabajador que se encuentra haciendo uso de licencia médica como a aquel que se encuentre recuperado en su salud después de una enfermedad. Del mismo modo, su aplicación deja al trabajador sin la protección mínima de una indemnización, toda vez que la calificación de la salud incompatible la realiza una persona no experta en salud ocupacional, tal como un sostenedor o un Alcalde.
En razón de ello, el proyecto sostiene que la citada causal de término de la relación laboral, en los términos en que se encuentra concebida actualmente, no debe tener cabida en el régimen legal de terminación de contrato de trabajo que impera en nuestro ordenamiento, en cuya virtud el despido que no derive de actos del propio trabajador debe obedecer a una justa causa y debe ser indemnizado. 

En consecuencia, la moción propone la modificación de la norma actualmente vigente, con la finalidad de establecer que el despido por aplicación de la causal de salud incompatible de un trabajador docente deberá ser solicitada por el empleador al tribunal del trabajo, el que deberá – a su vez- pedir un informe médico a los organismos públicos o privados que estime pertinentes, de modo de evitar que la calificación de dicha causal sea realizada por el empleador. Asimismo, contempla que el informe que el tribunal solicite deberá contener, a lo menos, el detalle del diagnóstico del paciente, las circunstancias que rodean su recuperación o bien su irrecuperabilidad y, finalmente, la opinión médica de si su dolencia impide, en forma determinante, la labor docente que el trabajador desempeña.
Finalmente, contempla que, en caso de concederse por el tribunal la autorización al despido por esta causa, el trabajador tendrá derecho a todas las indemnizaciones a que haya lugar en virtud de su contrato de trabajo.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto aprobado por la Cámara de Diputados, mediante un artículo único, reemplaza la letra h) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.
La mencionada letra h), que la Cámara de Diputados ha sustituido, considera dentro de las causales de término de la relación laboral de los profesionales de la educación, la salud incompatible de los funcionarios, debidamente calificada por el juzgado del trabajo. 
Al efecto, dispone que el empleador podrá solicitar, al juzgado del trabajo correspondiente, la calificación de incompatibilidad de la salud del trabajador con la labor docente solamente en caso de que éste haya hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o maternidad.
Asimismo, establece que el tribunal deberá solicitar un informe médico de incompatibilidad, antes de la audiencia preparatoria, al organismo o profesionales que estime pertinente, el que deberá contener, a lo menos, un diagnóstico completo de la salud del trabajador, un informe sobre la recuperabilidad de su dolencia o enfermedad y una opinión médica sobre la compatibilidad o incompatibilidad de dicha enfermedad, sea ésta recuperable o no, con la labor docente que el trabajador ejerce. En caso de otorgarse la calificación de incompatibilidad y el empleador procediere al despido, el trabajador tendrá derecho a todas las indemnizaciones legales y convencionales a que haya lugar conforme con las reglas generales.

Finalmente, estatuye que el docente objeto de la calificación de incompatibilidad no podrá ejercer la acción contenida en el inciso segundo del artículo 75 del mismo Estatuto de los Profesionales de la Educación, que posibilita un reclamo ante el tribunal del trabajo, por parte del profesional de la educación afectado por la decisión de la municipalidad o corporación que no respetó las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral.

-------

 



En sesión de 24 de enero de 2018, el Presidente del Colegio de Profesores, señor Mario Aguilar, expuso las observaciones de la organización que dirige al proyecto de ley en estudio.

 



Manifestó su conformidad con el contenido de la propuesta, la que, en general, apunta a evitar hipótesis de arbitrariedad en la aplicación de la causal de despido consistente en la salud incompatible para el término de la relación laboral de los profesionales de la educación.

 



En efecto, describió que actualmente se han verificado una serie de casos en que la aplicación de la normativa vigente ha operado de modo arbitrario, sobre la base únicamente de un criterio cronológico consistente en haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, sin mediar declaración de salud irrecuperable.

 



En razón de ello, valoró la inclusión de una normativa que requiere la intervención de un tercero imparcial -esto es, del juez del trabajo-, junto a la indemnización que contempla la iniciativa, a diferencia de la regulación vigente, que no contempla dicho beneficio aun cuando el funcionario se hubiere desempeñado en el servicio durante más de un año.

 



Finalmente, manifestó que la iniciativa constituye un avance en el reconocimiento y la protección de los derechos laborales de los profesionales de la educación, por lo que, en representación del Colegio de Profesores, abogó por la pronta aprobación del proyecto de ley.

 



La Senadora señora Muñoz respaldó el contenido y el propósito que persigue la iniciativa, habida cuenta de la situación de injusticia y arbitrariedad que sufre el profesorado al término de la relación laboral.

 



El Senador señor Letelier coincidió con dicha observación, toda vez que resuelve una problemática de larga data que afecta a los profesionales de la educación, ante la aplicación arbitraria de una causal de término de su relación laboral.

 



Sostuvo, enseguida, que la norma que establece que el docente objeto de la calificación de incompatibilidad no podrá ejercer la acción contenida en el inciso segundo del artículo 75 de ley Nº 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican, dice relación con evitar la sobre-judicialización de una asunto sobre el que ha sido dictada una sentencia con autoridad de cosa juzgada.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, recordó que el proyecto fue objeto de un respaldo unánime en la Cámara de Diputados, en razón del avance que introduce al sistematizar el régimen laboral en materia de término de la relación laboral, al exigir una justificación que evite su aplicación arbitraria. 

 



En consecuencia, subrayó que al requerir un informe médico se evita dicha conducta arbitraria, toda vez que deberá contener, a lo menos, un diagnóstico completo de la salud del trabajador, un informe sobre la recuperabilidad de su dolencia o enfermedad y una opinión médica sobre la compatibilidad o incompatibilidad de dicha enfermedad, sea ésta recuperable o no, con la labor docente que el trabajador ejerce. Dicha norma, añadió, resulta coherente con la ley N° 21.063, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos, respecto del cómputo de las licencias médicas que ejerza el padre trabajador para efectos de las causales de término de la relación laboral.

 



Con todo, añadió que, durante el análisis en particular de la iniciativa, deberán considerarse las modificaciones introducidas a la aplicación de la causal de término de la relación laboral por salud irrecuperable, contenidas en el Estatuto Administrativo.

 



La Senadora señora Goic coincidió con la necesidad de aprobar la iniciativa tanto en general como en particular, considerando la realidad que han debido enfrentar los profesionales de la educación al ser despedidos de forma arbitraria por aplicación de la causal consistente en la salud incompatible con el desempeño de su función.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Letelier, sin modificaciones.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que la Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Reemplázase la letra h) del artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican, por la siguiente:

“h) Por salud incompatible con el desempeño de su función, debidamente calificada por el juzgado del trabajo.

El empleador podrá pedir del juzgado del trabajo correspondiente la calificación de incompatibilidad de la salud del trabajador con la labor docente solamente en caso de que éste haya hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o maternidad.

El tribunal deberá solicitar un informe médico de incompatibilidad antes de la audiencia preparatoria, al o los organismos o profesionales que estime pertinente. Dicho informe deberá contener, a lo menos, un diagnóstico completo de la salud del trabajador, un informe sobre la recuperabilidad de su dolencia o enfermedad y una opinión médica sobre la compatibilidad o incompatibilidad de dicha enfermedad, sea ésta recuperable o no, con la labor docente que el trabajador ejerce. En caso de otorgarse la calificación de incompatibilidad y el empleador procediere al despido, el trabajador tendrá derecho a todas las indemnizaciones legales y convencionales a que haya lugar conforme con las reglas generales.

El docente objeto de la calificación de incompatibilidad no podrá ejercer la acción contenida en el inciso segundo del artículo 75 de la presente ley.”.
-------

Acordado en sesión celebrada el día 24 de enero de 2018, con asistencia de la Senadoras señoras Adriana Muñoz D’Albora y Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 24 de enero de 2018.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria Abogada de la Comisión.
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